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El legado colonial

Hasta la época en que Justo Sierra publicó su Evolución 
política del pueblo mexicano (1910), la historia de México 
registró dos movimientos sociales de importancia defini­
tiva: la Independencia y la Reforma. Los juicios de Sierra 
son todavía insustituibles; 

México —escribió— no ha tenido más que dos revo­
luciones; es decir, dos aceleraciones violentas de su 
evolución, de ese movimiento interno originado por el 
medio, la raza y la historia, que impele a un grupo hu­
mano a realizar perennemente un ideal, un estado superior 
a aquel en que se encuentra; movimiento que, por el 
choque de causas externas, casi siempre se precipita, a 
riesgo de determinar formidables reacciones; entonces, 
lo repetimos, es una revolución. La primera fue la Inde­
pendencia, la emancipación de la metrópoli, nacida de 
la convicción a que el grupo criollo había llegado, de la 
impotencia de España para gobernarlo y de su capacidad 
para gobernarse; esta primera revolución fue determi­
nada por la tentativa de conquista napoleónica en la 
península. La segunda revolución fue la Reforma, nece­
sidad profunda de establecer una constitución política; 
es decir, un régimen de libertad, basándolo sobre una 
transformación social, sobre la supresión en las clases 
privilegiadas, sobre la distribución de la riqueza pública, 
en su mayor parte inmovilizada, sobre la regeneración 
del trabajo, sobre la creación plena de la conciencia na­
cional por medio de la educación popular; esta segunda 
revolución fue determinada por la invasión americana 
que demostró la impotencia de las clases privilegiadas 
para salvar a la patria y la inconsistencia de un orga­
nismo que apenas si podría llamarse nación. En el fondo 
de la historia, ambas revoluciones no son sino dos ma­
nifestaciones de un mismo trabajo social: emanciparse 
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una misma obra de creación en una persona racional dueña de sí misma.1

Convendría modernizar las ideas de la revolución manejadas por Justo Sierra. La 
Independencia y la Reforma constituyen los momentos estelares de un largo proceso 
de tensiones generado por los desajustes económicos, sociales y políticos del régimen 
colonial y las manifiestas contradicciones de la primera mitad del siglo xix. Se trata, 
en el fondo de las cosas, de un problema de estructuras sociales en las que sus distin­
tos factores adquirieron desniveles críticos muy profundos y, en consecuencia, distor­
siones provocadoras de una permanente inestabilidad política. En términos generales 
se acepta que la estructura social está constituida por “las relaciones de los hom­
bres entre sí y con las cosas que los rodean; relaciones interdependientes y modelados 
históricamente en la actividad de producir y reproducir las condiciones esenciales para 
la sobrevivencia del grupo”.2 Este concepto permite distinguir, al menos, tres aspectos 
en la estructura social: la producción y distribución de los bienes y servicios; la estra­
tificación social, o sea las diferentes posiciones y papeles que ocupan y representan, 
dentro de la comunidad, sus miembros y los grupos que integran; y un conjunto de 
instituciones y valores sociales que expresa, de manera organizada, las formas de las 
relaciones sociales, la manera de satisfacer las necesidades humanas y los ideales y 
normas que guían la conducta de la comunidad.

En un esfuerzo por precisar las características de estos aspectos de la estructura 
social, se afirma que en la forma de producción de bienes y servicios se reflejan las 
relaciones entre los hombres y la naturaleza que los rodea; en la estratificación social, 
las relaciones de los hombres entre sí; y en las instituciones, valores y normas, la se­
dimentación histórica del funcionamiento de la sociedad.3

Los diferentes niveles de la estructura social son, en realidad, expresiones distintas 
de un solo proceso, y por esto sus correlaciones son mutuas y complejas; la transfor­
mación de cualquiera de ellas afecta al conjunto, y además cada una, al comprender 
relaciones humanas de adaptación e innovación de la comunidad, implica un proceso 
dinámico de cambio. Su estudio consistiría en analizar y entender, como punto de par­
tida, el mecanismo global de las interrelaciones que concretamente se establecen entre 
las distintas partes de la estructura social. Es cierto, por otro lado, que las estructuras 
se transforman constantemente y en la medida en que se desarrollan las relaciones de 
los miembros de la comunidad; pero tal hecho no presupone que el cambio sea simé­
trico, que corresponda a un mismo ritmo o velocidad en sus factores integrantes. Esta 
ausencia de armonía crea puntos de tensión y ruptura durante los procesos del desenvol­
vimiento. Las partes de la estructura social, aceleradas por un más dinámico desarrollo, 
actúan como agentes del impulso para el resto del conjunto. Y las que responden a 
una transformación lenta funcionan como elementos frenadores y de contención de las 

1 Justo Sierra, Evolución política del pueblo mexicano, México, 1940, pp. 281 y 282.
2 L. A. Costa Pinto, Sociología e Desenvolvimiento, Río de Janeiro, 1963, pp. 86 y 87.
3 L. A. Costa Pinto, op. cit., p. 87.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Estudios históricos y doctrinarios | 107

La
s l

uc
ha

s i
de

ol
óg

ica
s e

n 
el 

sig
lo

 x
ix

 y 
la 

Co
ns

tit
uc

ió
n 

de
 1

85
7mutaciones. Estas contradicciones, cuya forma histórica es muy variada, originan los 

problemas, las tensiones e inclusive las crisis sociales.4

El concepto de problema social, en su sentido general, es muy claro: supone la 
contradicción entre distintas zonas de la estructura social que deben ajustarse y re­
acomodarse en términos de un restablecimiento dinámico del equilibrio roto por la 
desarmonía de alguna de ellas. Cuando las soluciones se desconocen, o no se desean 
aplicar, o resultan ineficaces, el espontáneo juego de las antinomias genera las situa­
ciones tensas y las crisis. Las tensiones resultan de la intensificación del desequilibrio 
estructural, y las crisis se han definido como las situaciones en las que una estructura 
social, en su normal desenvolvimiento, causa cierto tipo de problemas que no puede 
resolver por ella misma sin transformarse.

Sobre la base de las anteriores hipótesis, es posible comprender algunos de los 
acontecimientos históricos que emergieron, en México, durante el periodo 1810-1857; 
es decir, desde la Independencia hasta la reunión del Congreso Constituyente de 1856 
a 1857, y en la década siguiente, que concluyó en el restablecimiento de la República.

No es fácil hasta ahora reconstruir, con la debida precisión las características 
económicas y sociales que prevalecieron en México en los años de 1808 a 1821. 
Las informaciones disponibles son defectuosas en las apreciaciones cuantitativas. Se 
desconocen, por ejemplo, el método y los criterios que sirvieron para formular las esti­
maciones de la población y del producto. Por esto, para apoyar cualquier juicio, resulta 
inevitable confiar en la validez de los testimonios más depurados por la historiografía 
de nuestro tiempo.

Después de sus acuciosas investigaciones, en las postrimerías del régimen colonial, 
el barón de Humboldt señaló un hecho que nos parece evidente: “México —escribió el 
insigne autor— es el país de la desigualdad. En ninguna parte existe una tan espantosa 
en la distribución de las fortunas, de la civilización, del cultivo del suelo y de la pobla­
ción”. De esta inapelable manera enjuició la forma en que el pueblo novohispano de 
la época participaba —o mejor, no participaba— en los beneficios de las instituciones 
creadas por el sistema español que dominó al país durante tres siglos. De acuerdo con 
las informaciones, en los principios del siglo xix, la población de México fluctuaba entre 
los 5.8 millones de habitantes, calculados por Humboldt, y los 7 millones anotados por 
el cónsul Lavallée en su carta al Ministerio de Asuntos Extranjeros de Francia, el 1 de 
marzo de 1851.5

Es cierto que las cifras ofrecidas por los diversos autores son, en general, difusas 
e imprecisas. Aquí se han citado solamente las que representan los extremos sensatos 
y aceptables. Resulta innecesario abundar en este problema puesto que la magnitud 
real de la población difícilmente se alejaría de las cantidades anotadas.

Existe un dato que conviene consignar. La población económicamente activa de 
los albores del siglo xix, cuya medida se desconoce, generaba una riqueza de $190 

4 Véase F. William, Social Change, Nueva York, 1922, en donde se analiza ampliamente el problema del des­
ajuste de los factores integrantes de la estructura social y se expone la conocida doctrina del “cultural lag”. La idea 
del “retraso cultural” tiene antecedentes en Summer, Mueller, Lyller, Vierkandt Wallas y Spencer.

5 Citada por Francisco López Cámara, en Los fundamentos de la economía mexicana en la época de la Reforma y 
la Intervención, México, 1962, p. 14.
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la producción, que incluye la agrícola, la minera y la industrial, tenía la composición 
que reflejan las siguientes proporciones: el 56 por ciento correspondía a las actividades 
agropecuarias; el 15 por ciento, a las mineras; y el 29 por ciento, a las industriales. Las 
proporciones y el cálculo mismo de la producción deben considerarse con la debida 
cautela; pero a falta de mejor testimonio pueden utilizarse para subrayar la importan­
cia relativa del componente agropecuario, y de modo singular, la que se atribuye a las 
manufacturas. Es posible que en este renglón se hayan sumado los valores producidos 
por las medianas y las pequeñas artesanías, las cuales, sin duda alguna, alcanzaron 
gran difusión y cierto grado de desarrollo en la segunda mitad del siglo xviii.

Al enfrentar el problema de la distribución de la riqueza, los informes de José María 
Quiroz, el citado secretario, sirven de base para delinear un panorama de la situación 
social predominante. Porfirio Parra hizo una descripción certera, aunque resumida, de 
ese panorama.7 Después de acentuar la inequidad como uno de los rasgos característicos 
del régimen implantado por España en el Nuevo Mundo, afirmó que 

la riqueza estaba muy desigualmente repartida; unos cuantos mineros acaudalados, algu­
nos comerciantes opulentos, algunos propietarios de extensos terrenos disfrutaban de una 
renta anual que solía llegar a un millón de pesos, y aún pasaba este límite. El resto de la 
población era miserable. La rural no tenía más recurso que la raya mezquina; la urbana, el 
servicio doméstico, el ejercicio de pequeñas industrias, el tráfico en pequeño y la arriería. 
En México y en algunas grandes ciudades del interior, al lado del millonario provisto en 
abundancia de todo, pululaba y hervía un populacho desarrapado y soez de gente ociosa, 
llena de vicios, que se procuraba el precario e incierto sustento con mil astucias de mala ley. 
Todo el régimen colonial contribuía a mantener la desigualdad de las fortunas; el comercio 
era un vasto monopolio, las minas una explotación que sólo podía hacerse en grande; no 
había para los pequeños el menor camino, así fuese áspero o escabroso, que les hiciese 
salir de su mezquina condición, y giraban toda su vida en el siniestro circulo de su miseria, 
como por toda una eternidad giran los condenados de Dante en los círculos del infierno.

La dramática polaridad en la distribución de la riqueza, señalada por Parra, ofrece 
algunas perspectivas para ahondar en los mecanismos de esa distribución y en la pirá­
mide perfilada por una estratificación social que explicaría la situación de los millones 
de habitantes novohispanos. Habría que hacer rectificaciones al anotado punto de vista; 
pero el cuadro social, en su esencia, sería exactamente el mismo. Los índices de urba­
nización de las ciudades coloniales, más supuestos que probados, denuncian la exis­
tencia de sectores medios, como los burócratas, los profesionales, pequeños comerciantes 
y artesanos, que menguarían la verticalidad de la estratificación. Mas este hecho en 
nada altera la visión de una injusta distribución del producto y de su influjo en las 
características no económicas de la población. El analfabetismo, la insalubridad y la 
miseria son elementos correlacionados dentro de las comunidades. Por ello resulta 

6 Fernando Rosenweig, “La economía novohispana a principios del siglo xix”, en Revista de la Escuela Nacional 
de Ciencias Políticas y Sociales, México, unam, 1964.

7 Porfirio Parra, Sociología de la Reforma, México, 1948, pp. 43 y 44.
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7válido estimar que, al lado de las condiciones económicas de la mayoría de la población, 

se encontrarían los desequilibrios y desarmonías propias de las sociedades marginales. 
Manuel Abad y Queipo, en 1799, testificó lo siguiente.

Ya dijimos que la Nueva España se componía, con corta diferencia, de cuatro millones y medio 
de habitantes, que se puede dividir en tres clases: españoles, indios y castas. Los españoles 
compondrán un décimo del total de la población, y ellos solos tienen casi toda la propiedad y 
riquezas del reino. Las otras dos clases, que componen los nueve décimos, se pueden dividir 
en dos tercios (sic), los dos de castas y uno de indios puros. Indios y castas se ocupan en 
los servicios domésticos, en los trabajos de la agricultura, y en los ministerios ordinarios del 
comercio, y de las artes y oficios. Es decir que son criados, sirvientes o jornaleros de la pri­
mera clase (de los españoles). Por consiguiente, resulta entre ellos y la primera clase aquella 
oposición de intereses y de afectos que es regular en los que nada tienen y los que lo tienen 
todo, entre los dependientes y los señores. La envidia, el robo, el mal servicio de parte de 
los unos; el desprecio, la usura, la dureza de parte de los otros. Estas resultas son comunes 
hasta cierto punto en todo el mundo. Pero en América suben a muy alto grado, porque no hay 
gradaciones o medianías: son todos ricos o miserables nobles o infames.8

El número de blancos europeos y criollos, comparado con el resto de la población, 
es muy aleatorio. En 1811 se calculó en 1 millón la cantidad de los blancos y en 5 
millones la de los indios, mestizos y otras castas; en 1813, los blancos se calculaban 
en algo más de 1 millón de habitantes, y el resto en cantidad superior a los 5 millones; en 
1844 se consideró que sólo los indios sumaban más de 4 millones y en 1859 se atribuyó 
a éstos el número de 2 millones. Sin embargo, los diferentes cálculos no cancelan la 
observación de Abad y Queipo: la gran mayoría de la población, por sus ingresos y 
ocupaciones, no disfrutaba de los bienes y servicios necesarios para el sostenimiento 
de una vida digna y civilizada. La minoría, por lo contrario, al lado del clero y del 
gobierno, recibía las más grandes porciones del producto colonial.

Se debe a Lorenzo de Zavala un cuidadoso análisis de las ocupaciones y formas 
de explotación de la riqueza colonial.9 Al tratar el problema de la tierra divide a los 
usufructuarios en 4 grupos, a saber: 1) Los propietarios de inmensas extensiones de 
terrenos cultivables, cuyos títulos derivaban de las recompensas otorgadas por el “de­
recho de conquista”, como en el caso de las ricas y cuantiosas posesiones de los condes 
del Valle, de Santiago, de San Miguel de Aguayo, mariscal de Castilla y otros. 2) Los 
propietarios de las fincas rústicas que rodeaban pueblos y ciudades, fincas que pertene­
cían a conventos y establecimientos piadosos, y cuyo origen se situaba en concesiones 
reales, legados testamentarios, donaciones y, según casos excepcionales, en contratos 
de compraventa. 3) Los grandes propietarios, descendientes de familias españolas, que 
disfrutaban de las herencias y de los inmuebles comprados desde tiempos remotos al 
gobierno o a los indios cuando tales bienes tenían un precio sumamente bajo, y que 
llegaron a formar haciendas como las que pertenecieron a los Reglas, Vivancos, Vica­

8 Versión de Jesús Silva Herzog, El agrarismo mexicano y la reforma agraria, México, 1959, p. 32, tomada de 
José María Luis Mora, Obras sueltas, París, 1837, tomo I. p. 60.

9 Lorenzo de Zavala, Umbral de la Independencia, México, 1949, pp. 25 y 26.
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de fincas rústicas cuyo valor no excedía de seis hasta quince mil pesos, adquiridas por 
compra, herencias u otros títulos semejantes.

Al comentar esta distribución de la tierra, Zavala escribe: “Todas estas posesiones 
están en manos de los españoles o sus descendientes y son cultivadas por los indios 
que sirven de jornaleros. De siete millones de habitantes que ocuparán ahora aquel 
inmenso territorio, cuatro al menos son de indios o gentes de color, entre los cuales 
noventa centésimas están reducidas al estado que he dicho anteriormente”.10

De consiguiente no existe en aquel país aquella graduación de fortunas que forma una escala 
regular de comodidades en la vida social, principio y fundamento en la existencia de las 
naciones civilizadas. Es una imagen de la Europa feudal, sin el espíritu de independencia 
y el enérgico valor de aquellos tiempos.”11 Los otros sectores de la economía guardaban un 
estado semejante. Zavala comprobó que el comercio colonial era practicado por los españoles, 
con la excepción de algunas casas extranjeras, entre las que contaba la de Gordon y Murphy, 
de Londres; que las minas, las haciendas de ganado mayor y lanar, la agricultura del centro 
y de las zonas tropicales, se concentraba en las manos de una reducida aristocracia. Afirmó 
Zavala: “Se acumulaban capitales de mucha consideración en estas manos y se establecía la 
desigualdad de fortunas, y con ella la esclavitud y la aristocracia.12 

Y señaló que la raíz de esas riquezas se encontraba en los privilegios, las con­
cesiones, las rentas perpetuas o vitalicias sobre la tesorería real, los monopolios, los 
abusos de la autoridad, “y muy poco a la industria de los poseedores”. La masa de la 
población, por lo contrario, estaba sumergida en la más espantosa miseria. La pobla­
ción indígena carecía de propiedad territorial y de medios accesibles para elevar sus 
niveles de vida; las castas se encontraban en el mismo caso y los blancos pobres vivían 
del transporte, las vinaterías, los figones y, en algunos casos, de rentas percibidas por 
beneficios eclesiásticos. Zavala agregó que existía “una desigualdad de fortunas tan 
grande, como entre personas que podrían gastar ciento y aun quinientos pesos diarios, 
y otras que no podían consumir dos reales”.

El ramo manufacturero no ofrecía mejores perspectivas a los jornaleros. A pesar de 
las Ordenanzas de Gremios y de su organización, los negros y mulatos, los indios e inclu­
sive los mestizos, que eran naturalmente los más, tenían vedada la posibilidad de lograr 
ocupaciones mejores que las de obreros, y también de participar de las ganancias.13

El gobierno colonial y el clero de la época fueron dos grandes acopiadores de la 
riqueza. “El producto total de las rentas de México en 1808 —dijo el doctor Mora— 
podía valuarse en 25 millones de pesos, de los cuales se remitían 12 a España (casi 
el 50 por ciento), y el resto se invertía en los gastos de recaudación y en el pago de 
sueldos de empleados en todos los ramos de la administración pública”.14 Las princi­

10 La comparación de estas cifras con las anteriores demuestra que posiblemente el cálculo de Zavala fue muy 
conservador.

11 Zavala, op. cit., p. 26.
12 Ibidem, pp. 42 y 43.
13 Catalina Sierra, El nacimiento de México, México, 1960, p. 149.
14 José María Luis Mora, México y sus revoluciones, México, 1950, tomo I, p. 213.
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asiento de gallos; los derechos de importación y exportación; las alcabalas interiores; los 
quintos de metales; los productos de la Casa de Moneda; el papel sellado; la venta de  
tierras; los tributos de indios; los derechos de pulperías; las lanzas; los media annata  
de empleos; los oficios vendibles y renunciables; las salinas; las novenas de diezmos; las 
vacantes; las mesadas; las anualidades eclesiásticas; y las bulas de cruzadas y correos.

En el cuadro “Rentas del gobierno colonial en 1808” se podrán observar el monto 
de las rentas y el volumen que representaban según el concepto del gravamen; faltan 
algunos ramos de la hacienda que no fueron considerados en el estudio que sirvió de 
apoyo para la formulación del cuadro; no aparecen, por ejemplo, los datos de quintos 
de metales y los productos de la Casa de Moneda.

Rentas del gobierno colonial en 1808 
(Miles de pesos)

Conceptos	 Cantidades

Tabaco, pólvora, nieve y asiento de gallos	 5,480
Importación y exportación15	-----
Alcabalas interiores	 4,000
Tributos de indios	 1,870
Pulque	 912
Metales preciosos16	 6,300
Derechos de pulperías17	----
Papel sellado18	 87.5
Lanzas19	----
Media annata20	----
Ventas de empleos21	----
Salinas22	----
Correos23	 270
Novena de diezmos	---
Vacantes	----
Mesadas	----
Bulas de cruzadas	 400

15 José María Luis Mora, op. cit., pp. 214 y ss. Fueron cuantiosas; pero España, por su política colonial y las 
guerras con Inglaterra, redujo prácticamente a cero su magnitud.

16 José María Luis Mora, op. cit., pp. 214 y ss. Año de 1807.
17 José María Luis Mora, op. cit., pp. 214 y ss. Eran reducidas y fue imposible su cálculo.
18 José María Luis Mora, op. cit., pp. 214 y ss. No fue posible su cálculo.
19 Idem.
20 Idem.
21 Idem.
22 José María Luis Mora, op. cit. pp. 214 y ss. Eran cuantiosas, pero no se pudieron calcular.
23 José María Luis Mora, op. cit. pp. 214 y ss. Año de 1809.
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rentas del Virreinato, y en 6.2 millones las inversiones de fondos, quedando libres, 
después de algunos ajustes, 8.4 millones de pesos.24 El mayor volumen de los gastos 
corresponde a los militares (casi 4 millones) y a los réditos de cantidades impuestas 
(cerca 1.5 millones). El resto (alrededor de 600 mil pesos) se destinó a sueldos de 
empleados públicos, misiones religiosas para convertir indios, pensiones y erogaciones 
en beneficencia. Zavala comentó: “Esta fue la renta líquida de México en el citado año 
de 1809. Igual, con poca diferencia, fue desde fines del siglo pasado, si bien la mitad 
se invertía en los situados ultramarinos25 de modo que escasamente entraban de cuatro 
a cinco millones en las arcas reales de la península”.26

En el cuadro comparativo de las rentas de Nueva España, formulado por el barón 
de Humboldt con cifras de 1746 y 1803, puede observarse la tendencia al ascenso 
registrado en las últimas décadas del gobierno peninsular. En 1746 las rentas fueron 
de 3.4 millones de pesos y en 1803 llegaron a 11.5 millones, con un aumento de 8.1 
millones de pesos.27

El valor demostrativo de estos números es muy elemental; se trata más bien de 
indicios que deben tomarse con las debidas precauciones en vista de las graves defi­
ciencias en los métodos de cuantificación utilizados en la época y de la imposibilidad, 
para nosotros, de obtener la información necesaria para reducir los conceptos a sus 
dimensiones reales. Sin embargo, es consenso de los historiadores que entre finales 
del siglo xviii y principios del xix la recaudación mostraba una franca inclinación al 
ascenso derivada, por una parte, de la reorganización del sistema impositivo implantada 
por los Borbones y de la “liberación del intercambio comercial con otros países”.28

En el prólogo al libro El clero, el Estado y la economía nacional, formado con 
diversos trabajos del doctor Mora, se hace el siguiente comentario: 

El hecho es que la riqueza de la Iglesia Católica Romana llegó a ser lo bastante excesiva 
para poner en peligro, en primer lugar, la salud económica de la nación, y, en segundo, 
su estabilidad política al proclamarse la independencia de México. No sólo servía para 
estrangular el desarrollo de la propiedad mejor distribuida y con un mayor número de bene­
ficiarios, sino para apoyar y costear incesantes asonadas y cuartelazos contra los gobiernos 
liberales, y aun aventuras intervencionistas... No era posible que el país pudiera echar a 
andar, ya independiente de España, por el camino de la autodeterminación y del progreso, 
cuando la mayor parte de la riqueza nacional se hallaba en manos de una sola institución, 
y más cuando una buena proporción de esa riqueza se hallaba congelada e improductiva 
en ‘manos muertas.29

24 Op. cit. pp. 34 y 35.
25 Sobre situados ultramarinos véase María del Carmen Velázquez, “El Siglo xviii”, en Historia documental de 

México, 1964, tomo I. pp. 372 y ss.
26 Op. cit., pp. 35 y 36.
27 Alejandro de Humboldt, Ensayo político sobre el reino de la Nueva España, México, 1941, tomo IV, cuadro en 

la p. 171. El autor aclara: “En este cuadro no hemos comprendido sino los derechos cuya tarifa no ha experimentado 
aumento desde el año de 1746”.

28 Catalina Sierra, op. cit., p. 128.
29 José María Luis Mora, El clero, el Estado y la economía nacional, México, 1950, pp. 7, 8 y 12.
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7Las posesiones del clero significaron, durante el proceso de la Independencia y 

hasta las Leyes de Reforma, un motivo de debate público entre conservadores y libe­
rales, y una raíz dramática de los movimientos que pretendieron frenar o cancelar las 
consecuencias de los grandes acontecimientos que sacudieron a la Nueva España desde 
septiembre de 1810. En el citado prólogo se recuerda que don Lucas Alamán afirmó que 

la totalidad de las propiedades del clero (al hacerse la Independencia) tanto secular como 
regular, así en fincas como en toda clase de créditos (capitales en censo), no bajaba cier­
tamente de la mitad del valor total de los bienes y raíces del país. Después (se dice: “En 
1653 escribía del Guijo que ‘de las cuatro partes de la ciudad (México) las tres y media’ 
pertenecían al clero. Humboldt estimaba que en 1800 los bienes eclesiásticos ascendían 
a 260 millones de pesos”.30

Naturalmente, el doctor Mora intentó un avaluó de la riqueza eclesiástica. El trabajo 
se llama De los valores que por diversos títulos han correspondido al clero de la República 
Mexicana, y que de derecho ha poseído hasta fines de 1832.31 En la síntesis que aparece 
al final del estudio se asientan estos datos:

Bienes del clero

Conceptos	 Pesos

Rentas eclesiásticas	 7.456,593
Capitales productivos		  149.131,860
Capitales improductivos		  30.031,894
Totales:	 7.456,593	 179.163,754

Mora mismo formuló interesantes observaciones sobre el particular: 

La riqueza del Clero mexicano como todos los ramos estadísticos del país, es todavía un 
arcano para el público; cuantas apreciaciones se han hecho de ella han sido y son necesa­
riamente incompletas. Sin embargo, el estado que va en mis Obras sueltas (tomo I), aunque 
falto y diminuto, da por lo que en él consta, alguna idea de lo que ellos podrían ser. Más 
de 179 millones de pesos de capitales y 7.5 millones de renta para un clero que no llega 
a tres mil personas y del cual las nueve décimas no perciben sino de 150 a 300 pesos 
anuales, suponen en una parte del Clero el imperio y el dominio y en la otra la obediencia 
y sumisión.32 

Aparte de señalar la diversidad de los ingresos entre el grupo eclesiástico y la 
concentración de las percepciones en un décimo del total, Mora dedicó amplios razona­
mientos al análisis y el significado de una comunidad, la religiosa, marginada respecto 

30 Ibidem, pp. 11 y 12.
31 Mora, Obras sueltas, tomo I. apéndice, núm. 2.
32 Mora, Revista Política, México, s/f, p. 134.
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la sociedad mexicana.
Mariano Otero ofrece otros testimonios. Afirmó que, 

según los cálculos imperfectos que únicamente hay sobre esta materia y que indudable­
mente pecan por diminutos, el clero de la República, separando el considerable valor que 
tiene en los edificios destinados al culto y a la morada de sus individuos, y en los demás 
capitales de un valor positivo que emplea en el culto de una manera improductiva, en 
1829, destruida la Compañía de Jesús y los convenios hospitalarios, pasada la crisis de la 
amortización y los desastres de la Guerra de Independencia, y hechas cuantiosas ventas, 
poseía todavía más de 18 millones de pesos en fincas rústicas y urbanas, cantidad que antes 
de las disminuciones hechas por las causas que se acaban de indicar, debió ascender por 
lo menos a un 25 por ciento más; y, a pesar de que esta suma acumulaba ya en manos del 
clero un capital de consideración, y que lo elevaba a un rango bien alto entre los tenedo­
res de la propiedad raíz, su verdadero poder respecto de ésta consistía en tener sobre el resto 
de las fincas de la República un derecho real, en virtud de las imposiciones de censos 
que hacían al censualista, de una condición mucho mejor que la que tendría si gozase el 
dominio directo por un valor igual. Esta suma se elevaba, según los cálculos del Sr. Abad 
y Queipo, a 44.5 millones de pesos. A éstos se debía agregar la suma de mucho más de 
61.5 millones a que montaba el capital correspondiente a las diversas exacciones forzosas 
de que gozaban, contando también con otro capital inferiormente de más de 3 millones, 
cuyo producto disfrutaba por limosnas y obvenciones particulares, resultando de todo esto, 
que el clero era el más rico propietario de la República, lo que le daba naturalmente una 
influencia extraordinaria.33

No podría olvidarse, en este capítulo, considerar la importancia y costo del Ejército 
colonial. Su número ascendía a 40 mil hombres divididos en tropa permanente, milicias 
provinciales, divisiones guardacostas y compañías presidiales. Las tropas permanentes 
y las compañías presidiales, que representaban 10 mil hombres, estaban siempre en 
servicio armado; las milicias provinciales —más de 22 mil personas— no pertenecían 
a los cuerpos regulares. El número de soldados guardacostas era de 7,200 hombres y en 
los escuadrones del comercio de México y de Puebla se contaban más de mil hombres.34 
En el año de 1806, el Ejército colonial fue considerablemente aumentado. El virrey 
José de Iturrigaray ordenó el establecimiento de tropas en Jalapa y en la fortaleza de 
Perote y mandó situar destacamentos en los puntos inmediatos. El cantón de Jalapa, 
hacia 1808, disponía de 15 mil hombres, tanto de tropas veteranas como de milicias.35

Lucas Alamán reseñó minuciosamente la organización del Ejército colonial y ob­
servó que, durante el reinado de la casa de Borbón, los grupos militares alcanzaron 
su mayor desarrollo.36 Además de los regimientos de españoles, se constituyeron los 

33 Mariano Otero, “Ensayo sobre el verdadero estado de la cuestión social y política que se agita en la República 
Mexicana” (ed. Ignacio Cumplido, 1842), en Colección de Documentos Político Económicos, 1840-1850: Documentos 
de la época, México, 1948, tomo I. pp. 141 y 142.

34 Julio Zárate, “La Guerra de Independencia”, en México a través de los siglos, Barcelona, tomo III, p. 23.
35 Ibidem, p. 37.
36 Lucas Alamán, Historia de México, México, 1938, tomo I, pp. 106 y ss.
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7cuerpos veteranos y las milicias provinciales; “se dio gran extensión al fuero y a la 

jurisdicción militar, que ejercía el virrey como capitán general, con un auditor de guerra 
que era un oidor, apelándose de las sentencias dadas con su dictamen al mismo capitán 
general, quien en la segunda instancia nombraba a otro ministro para que acompañase 
al auditor... La comandancia general de Provincias Internas tenía su jurisdicción in­
dependiente, y para desempeñar las funciones judiciales, el comandante general tenía 
un asesor letrado”.37 El mando variaba en las provincias; el de México dependía del 
virrey y en otras zonas funcionaban los comandantes de brigadas y los intendentes, 
según el caso. 

La fuerza militar —agregó Alamán— consistía en una compañía de alabarderos de guardia 
de honor del virrey; cuatro regimientos y un batallón de infantería veterana o permanente 
que componía el número de 5 mil hombres: dos regimientos de dragones con quinientas 
plazas cada uno; un cuerpo de artillería con setecientos veinte hombres, distribuidos en 
diversos puntos; un corto número de ingenieros y dos compañías de infantería ligera y tres 
fijos que guarnecían las puertas de la Isla del Carmen, San Blas y Acapulco. De los cuatro 
cuerpos de infantería, el uno estaba en La Habana, con lo que la fuerza total permanente, 
dependiente del Virreinato, no excedía de 6 mil hombres.38 

Pero independientemente de las tropas regulares, hay que sumar las llamadas 
milicias provinciales, las cuales “no se ponían sobre las armas sino cuando el caso lo 
pedía”. Señaló Alamán: 

En las provincias centrales... se formaron siete regimientos de infantería de dos batallones 
y otros tres batallones sueltos que... hacían un total de 14 mil hombres, a lo que deben 
agregarse los dos cuerpos urbanos del comercio de México y Puebla, que entre ambos 
tenían 930 hombres. La caballería consistía de 8 regimientos de cuatro escuadrones, con 
361 plazas en tiempo de paz, que en el de guerra se aumentaban a 617, lo que hacía una 
fuerza de 4,936 dragones; en las mediaciones de Veracruz había un cuerpo de mil lanceros; 
otros tres para el resguardo de las antiguas fronteras de Sierra Gorda, Colotlán y Nuevo 
Santander, con la fuerza de 1,320 plazas, y un escuadrón urbano en México con doscientas.39 

Los soldados guardacostas formaban distintas divisiones mixtas de infantería y ca­
ballería, “con muy poca disciplina y que ni aun usaban uniforme militar”. Había cinco 
divisiones en las costas del Mar del Norte o Seno Mexicano, dos compañías de pardos 
y morenos en Veracruz, y siete en las costas del Sur, lo que representaba un total de 
7,150 hombres. Cuerpos permanentes de caballería volante guarnecían las Californias 
y las Provincias Internas, auxiliadas por las milicias de los vecinos que había en cada 
población, para defenderla de las irrupciones de los bárbaros. 

La totalidad de los cuerpos de milicias provinciales —resumió Alamán— de infantería y 
caballería, con las 7 compañías de artillería miliciana de Veracruz y otros puntos de las 

37 Ibidem, p. 107.
38 Ibidem, pp. 107 y 108.
39 Ibidem, pp. l08 y l09.
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cendía a 29,411 hombres; pero deduciendo de este número las divisiones de ambas costas 
que no salían de sus demarcaciones, y que componían 7,200 hombres, que unidos a 6,000 
de tropa permanente, hacen un total de 28,000 hombres, que era la fuerza de que disponía 
el virrey para la campaña.40

En la anterior enumeración no se comprendieron las fuerzas de las Provincias 
Internas ni las de Yucatán, porque no dependían del Virreinato. Los primeros inte­
graban los cuerpos volantes y las compañías presidiales, encargadas de proteger las 
fronteras contra las irrupciones de los apaches y otros grupos bárbaros, y dependían 
del comandante general de las Provincias; los segundos, en Yucatán, constituían un 
batallón veterano y algunos cuerpos provinciales dotados de artillería. Entre los años 
de 1806 y 1808, como ya se indicó, se tomaron medidas para ampliar el Ejército con 
nuevos cuerpos militares, con el pretexto de las amenazas de invasión al territorio por 
cuenta de Inglaterra. Se formaron los cantones de tropas entre Jalapa y Perote y se 
realizaron maniobras registradas en la Gaceta de México, de 17 de febrero de 1808.41 
No sobraría comentar que tal despliegue de fuerza irritó a la población partidaria de 
la independencia del país, y que muchos jefes militares entraron en contacto con los 
grupos enemigos de la subordinación a la Corona española. Alamán anotó, además, que 
“la mayor parte de los jefes y muchos oficiales (del Ejército colonial), eran europeos; 
los sargentos, cabos y soldados todos mexicanos, sacados de las costas, pues los indios, 
como se dijo en su lugar, estaban exentos del servicio militar”.42

Lorenzo de Zavala se ocupó de la fuerza militar anterior a la Revolución de Inde­
pendencia.43 Según sus estimaciones, en tiempos de paz comprendía 29 661 hombres, 
de los cuales 18 884 pertenecían a las milicias provinciales; 7 083, a la tropa veterana; 
3 099, a los cuerpos presidiales y volantes de las Provincias Internas; y 599 a los 
presidiales y volantes del Virreinato. El costo del Ejército absorbía la mayor parte del 
erario. Y según la información de Zavala, la erogación total era de 4 millones de pesos 
anuales incluyendo el gasto del fuerte de Perote. He aquí la versión de Zavala sobre 
los distintos componentes de ese costo:44

Costo de la fuerza militar

Conceptos	 Costo (pesos)

Manutención anual	 1’800,000.00
Fuerte de San Carlos de Perote	 200,000.00
Fortificación e imprevistos	 2’000,000.00
total	 4 000,000.00

40 Ibidem, pp. 109 y 110.
41 Citada por Alamán en Ibidem, p. 159.
42 Ibidem, p. 110.
43 Zavala, op. cit., p. 37.
44 Ibidem, p. 37.
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7Los anteriores datos prueban que las autoridades virreinales destinaban a las fuer­

zas militares alrededor del 65 por ciento del total de las erogaciones públicas, calcu­
ladas éstas en algo más de 6 millones de pesos en 1809.

Los privilegios, fueros e inmunidades que disfrutaba el Ejército, los cuales favo­
recían especialmente los intereses de los altos oficiales y comandantes —perceptores, 
además, de cuantiosos ingresos— se transmitieron como una pesada herencia a la 
historia independiente, por medio del triunfo de Iturbide y de los grupos militaristas 
del Ejército realista. Por ello, al enjuiciar los acontecimientos posteriores a 1821, el 
doctor Mora, aseveró entre otras cosas, que “la segunda clase privilegiada que su 
Metrópoli ha legado a la República Mexicana es la milicia, tan incombinable con el 
sistema representativo como con la forma federal, y por lo mismo en oposición abierta, 
como el clero, con la Constitución de la República”.45

Si se admite el cálculo de José María Quiroz, quien estimó en 190 millones de pe­
sos el valor de la producción en los albores del siglo xix, y se supone que la población 
novohispana de la época ascendía a 6 millones de habitantes —cantidad promedio 
entre los 5 y 7 millones considerados por diversos autores—, tendría que concluirse 
que el producto per cápita era aproximadamente de 31.6 pesos. Como se desconocen los 
precios del mercado, la cantidad mencionada es casi insignificante; el único testimonio 
que hemos hallado al respecto es el de fray Servando Teresa de Mier, quien, en sus 
Memorias, anotó la apreciable elevación del costo de la vida en Veracruz durante los 
primeros años del siglo xix, comparado con los precios vigentes en los años anteriores a 
su destierro.46 Sin embargo, no sería aventurado establecer la hipótesis de que el valor 
de la producción por habitante es un indicio, aunque débil, de la pobreza imperante en 
la Nueva España. Pero las cosas no terminan aquí. Lo cierto es que el sistema colonial 
originó una clara estratificación social caracterizada, en primer lugar, por una injusta 
distribución del ingreso, y en segundo, por las dramáticas diferencias que prevalecían 
entre los niveles de vida correspondientes a las diversas clases, castas y grupos que 
habitaban en el vasto territorio colonial.

Hay un hecho que ahora resulta obvio. La mecánica de la distribución del ingreso 
separó a una clase, concentradora de una enorme proporción de la riqueza y constituida 
por una cantidad menor de familias, y la alejó de las clases y grupos mayoritarios de 
la población. Las jerarquías eclesiásticas, los españoles peninsulares y criollos, el go­
bierno y los militares de alta y mediana graduación formaron la minoría privilegiada; 
como propietarios de la tierra, el comercio, las industrias o beneficiarios de las rentas, 
se aprovecharon durante siglos de las grandes ventajas de una estructura económica 
diseñada, desde el comienzo, para crear en el tiempo una típica sociedad polar, cerrada 
a los cambios que exigía el progreso y dispuesta para mantener el desequilibrio que 
desató las grandes crisis que culminaron con la Independencia. El desajuste social, las 
continuadas tensiones y las explosiones violentas caracterizaron la historia del Imperio 

45 Revista Política, p. 135.
46 Servando Teresa de Mier, Memorias, México, 1946, tomo II, p. 311.
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sino también dentro de la propia clase privilegiada. Las luchas de los encomenderos 
primarios con las órdenes religiosas y el clero secular, y de éstos con las autoridades 
constituidas, son hechos que deben recordarse.47

Lucas Alamán hizo una certera descripción del proceso integrante de las clases 
españolas que usufructuaron los bienes de la colonia: 

Regulábase en 70 mil el número de los españoles nacidos en Europa que residían en la 
Nueva España en el año de 1808. Ellos ocupaban casi todos los empleos en la administra­
ción, la Iglesia, la magistratura y el Ejército; ejercían casi exclusivamente el comercio, y 
eran dueños de grandes caudales consistentes en numerario, empleado en diversos giros, 
y en toda clase de fincas y propiedades.48 

Los criollos, españoles naturales de América. 

rara vez... conservaban el orden de la economía de sus padres y seguían la profesión que 
habían enriquecido a éstos, los cuales, en medio de las comodidades que les proporcionaba 
el caudal que habían adquirido, tampoco sujetaban a sus hijos a la severa disciplina en 
que ellos mismos se habían formado. Deseosos de darles una educación más distinguida y 
correspondiente al lugar que ellos ocupaban en la sociedad, los destinaban a los estudios 
que conducían a la Iglesia y a la abogacía, o los dejaban en la ociosidad y en una soltura 
perjudicial a sus costumbres.49

En términos generales, y de acuerdo con los juicios de Alamán, los criollos y al­
gunos mestizos constituyeron sectores predominantemente urbanos, ociosos y cultos, 
empobrecidos y buscadores de empleos, de preferencia en la administración pública. 
Su talento y origen, la situación de su patrimonio y otras circunstancias que es inne­
cesario detallar, los llevaron a una actitud hostil hacia los españoles europeos y a 
constituirse en los primeros y no abundantes núcleos de clase media colonial; habría 
que agregar en la cuenta de este sector a los curas eclesiásticos menores, a los artesa­
nos y burócratas, a los pequeños comerciantes y a algunos otros escasos grupos con­
siderados por Miguel Othón de Mendizábal en su breve y notable estudio sobre el 
origen de las clases medias mexicanas. No todos los criollos ingresaron en los sectores 
medios; al lado de éstos florecieron fortunas de españoles americanos que, en algunos 
casos, despertaron las envidias y apetitos de los europeos. Las rivalidades por los altos 
empleos y una condición conflictiva entre españoles criollos y europeos, originaron 
repetidos episodios que registra la historia colonial. El monopolio de los empleos en 
favor de los europeos aparece claramente en este recuento de Alamán:

47 Véase Alfonso Toro, La Iglesia y el Estado de México, Jalapa, México, 1931, pp. 26 y ss.
48 Alamán, op. cit., tomo I. p. 54.
49 Ibidem, p. 56.
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7De los 160 virreyes que había habido en América hasta el año de 1813, sólo 4 habían 

nacido en ella, y esto por casualidad, por ser hijos de empleados... De 602 capitanes ge­
nerales, 14 habían sido criollos...; todos los empleos de primera clase los tenían en Nueva 
España los europeos, excepto el obispado de Puebla y la dirección dela Lotería... Aunque 
la secretaría del virreinato la había tenido un mexicano, estaba ya separado entonces...; es 
menester agregar que había varios oidores y canónigos americanos... De 706 obispos que 
había habido en toda la América hasta 1812, ciento cinco fueron criollos, aunque pocos 
en las mitras de primer orden.50 

En los claustros dominaron también los europeos, al grado de que en las elecciones 
de prelados resultaban “dos de europeos por una de criollos”. La oposición fue acen­
tuándose hasta explicar “los celos y rivalidades que entre unos y otros fueron creciendo, 
y que terminaron por un odio y enemistad mortales”.51

La situación predominante en el clero colonial fue juzgada por Ignacio M. Altami­
rano en términos severos y justos: “El alto clero, es decir, los obispos, las dignidades, 
los prelados de las órdenes regulares y cuantos tenían el gobierno superior de la iglesia 
mexicana, tan fuertemente arraigada en la colonia, tanto por sus riquezas inmensas como 
por su influencia en la población, también formaba parte de la aristocracia colonial e 
identificaban sus intereses con el gobierno español, de quien habían emanado sus fuer­
zas e inmunidades”.52 La identificación de que habla Altamirano se amplía a los grandes 
terratenientes y comerciantes europeos, y a quienes manejaban las manufacturas textiles 
de importancia y la minería. En el clero, como entre los demás sectores de la aristocracia 
virreinal, es fácil descubrir grietas y contradicciones, cuyas consecuencias fueron bien 
conocidas durante el proceso de la revolución de Independencia. Una de las antinomias, 
no por material poco importante, se halla en la disparidad de las percepciones, lujo y 
prebendas que se atribuyen a las distintas jerarquías. Los párrocos destinados a las 
comunidades rurales o a las zonas urbanas de escasos recursos padecían de indigencia, 
y en ocasiones les resultaba extremadamente cruel e hiriente subsistir en semejantes 
lugares; los capellanes, ajenos al presupuesto eclesiástico y atenidos a “los réditos de 
las fundaciones denominadas capellanías”, sufrían de mayores pobrezas y estrecheces. 
Una cierta ironía se descubre en un documento, que transcribe Alfonso Toro, redactado 
por un miembro del clero y dirigido al rey: 

Hay, pues, diferente adhesión entre sacristán y sacristán, entre cura y cura, la de los 
canónigos es mayor que las de las dos clases primeras; porque también es mayor su consi­
deración; y la de los obispos excede a todos los otros; porque exceden también en número 
y excelencia los beneficios que reciben de V. M. Ellos son sus consejeros natos, gozan 
honores militares como los mariscales de campo, se ven frecuentemente a la cabeza de los 
tribunales supremos de Vuestra Majestad, en gobiernos y comisiones de la mayor confianza, 
son tratados con decoro sublime y afectuoso sus personas y dignidades, están defendidas 

50 Ibidem, pp. 57 y 58, notas 6 y 7.
51 Ibidem p. 59.
52 Ignacio M. Altamirano, Historia y política de México, México, 1947, p. 20.
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todas las prerrogativas de esta dignidad que no son de institución divina. Este cúmulo de 
beneficios los estrecha e identifica de tal suerte con V. M., que todos sus intereses los miran 
como propios y jamás pueden separarse de este concepto.53 

Toro asegura que el mínimo de los provechos de un obispo era de 15 mil pesos 
anuales, y que había algunos que recaudaban hasta 80 mil. En el lado contrario, en 
el de los curas y capellanes, aparecían los problemas de la desocupación: “El Ayun­
tamiento de México, en memorial dirigido al rey de España a fines del siglo xviii, la­
mentaba la existencia, en sólo la capital de Nueva España de más de 6 mil sacerdotes 
sin ocupación, después de haberse llenado todas las parroquias, vicarías, capellanías, 
etc.”.54 Sobre el significado y alcance político del Santo Oficio, estudiado con detalle 
por diversos autores, bastará recordar los hechos registrados con motivo de la gestión 
formulada por el Ayuntamiento, en 1808, ante la autoridad del virrey José de Iturrigaray. 
El Ayuntamiento solicitó que se convocara a Cortes para lograr la constitución de un 
gobierno del país independiente de la Corona española. El Santo Oficio, sin dilación, 
“reprobó públicamente la doctrina de la soberanía del pueblo, declarándola herética 
y anatematizada”.55

No obstante las contradicciones internas de la corporación eclesiástica, su influjo 
sobre el resto de la población fue extraordinario. Lorenzo de Zavala escribió: “El influjo 
del clero era sumamente poderoso, porque se extendía desde la corte virreinal hasta la 
humilde choza del indio. Los obispos, por medio de los curas y de los frailes, ejercían 
una dominación universal. La confesión y el púlpito, que elevaban esta clase sobre 
todos los demás, los hacían considerar como los depositarios de los grandes secretos 
domésticos, los encargados de la doctrina y los árbitros de la llave del cielo”.56

La burocracia mostraba aspectos semejantes a los descubiertos entre la aristocra­
cia y el clero. Miguel Othón de Mendizábal, con base en los datos recopilados en la 
Historia General de Real Hacienda, escrita por don Fabián de Fonseca y don Carlos de 
Urrutia y ordenada por el virrey conde de Revillagigedo,57 llegó a la conclusión de que 
el número de empleados públicos, en el periodo de mayor auge económico de la Nueva 
España, ascendía a 6 205, de los cuales 5 473 prestaban sus servicios en la capital del 
virreinato y 732 en las intendencias.58 Las retribuciones de los burócratas y su número 
aparecen en el siguiente cuadro.

53 Toro, op. cit., pp. 57 y 58.
54 Miguel Othón de Mendizábal, Obras completas, México, 1946, tomo II p. 569.
55 Toro, op. cit., p. 50.
56 Zavala, op. cit., p. 46.
57 Una síntesis de las partes fundamentales de la Historia General de la Real Hacienda, en Manuel Yáñez Ruiz, El 

problema fiscal en las distintas etapas de nuestra organización política, México, 1958, tomo I. pp. 81 y ss.
58 Othón de Mendizábal, op. cit., tomo II, pp. 569 y 570.
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Retribuciones

(Pesos al año)	 Empleados Porcientos

100.00
27.61
52.38
16.87
3.14
Totales	 6,205
Menos de 50	 1,713
Del 51 a 300	 3,250
De 301 a 1,000	 1,047
Más de 1,000	 195

Fuente: Othón de Mendizábal, op. cit., tomo II, p. 570.

El 80 por ciento de los empleados públicos, sector al que tenían acceso los criollos 
empobrecidos y los mestizos, percibían sueldo de menos de 50 a 300 pesos al año, 
y el resto —el 20 por ciento—, de 301 pesos a más de 1 mil por año. Estos últimos 
puestos se adjudicaban exclusivamente a los peninsulares. Sobre el tema, Othón de 
Mendizábal observó que 

el aparato político y administrativo de la Nueva España, que además de cooperar en situados 
con 5 millones de pesos para el sostenimiento de las colonias menos productivas, y con 
5 millones de pesos para la Corona de España, solamente proporcionaba a los numerosos 
criollos pobres y a los mestizos (las castas estaban casi totalmente excluidas de los em­
pleos públicos) 4 963 posiciones inferiores a las del pueblo bajo español, pues los 1 047 
puestos de 301 a mil pesos les eran ya disputados victoriosamente por los peninsulares, 
y las 195 altas categorías administrativas eran, desde mucho tiempo atrás, casi privativas 
de los españoles.59

La minería, que pudo ofrecer un amplio mercado de trabajo a los mestizos y castas, 
se vio dominada por los grandes comerciantes, el gobierno y los terratenientes. Y en 
materia de comercio y transporte, sólo las personas de menor escala y débiles ingresos 
se mantuvieron en los niveles de ciertos grupos rurales y urbanos casi marginales al 
tráfico de mercancías. Los efectos del comercio exterior sobre la economía interna y 
particularmente en las comunicaciones y transportes, pueden apreciarse en el volumen 
conocido de las transacciones. Zavala cita el ejemplo de Veracruz. Antes de la guerra de  
Independencia, por este puerto se introducían mercancías por valor de 19 millones  
de pesos, de los cuales correspondían 14 millones a ropas, quincalla y otras ramas 

59 Ibidem, tomo II, p. 570.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



122 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

se
gu

nd
a 

| 
Vo

lu
m

en
 IV industriales y el resto —5 millones— a vinos, comida, cacao, azafrán, aguardiente, 

hierro y acero, papel, cera y otros artículos. La exportación, por el mismo puerto, repre­
sentaba 22 millones de pesos: 8 millones en productos agrícolas y 14 millones en plata.60 
El comercio interior, que generaba un pago fiscal cinco veces mayor que el exterior,61 se 
encontraba sujeto a innumerables obstáculos derivados de las malas comunicaciones, 
las alcabalas, la estrechez del mercado y la arbitrariedad de los precios en las distintas 
y aisladas poblaciones de la colonia. Sobre el comercio en la zona norte del país y en 
relación con los artículos europeos que entraban por Veracruz para surtir el territorio 
del virreinato, Miguel Ramos Arizpe anotó que “éstos, en Cádiz, son de segunda mano, 
en Veracruz, de tercera, en México, Querétaro y Zacatecas de cuarta; en la gran feria 
de Saltillo, de donde se reparten cada año por el interior de las provincias, de quinta, 
y en cada lugar de éstos, a distancia de trescientas y también de quinientas leguas  
de Veracruz, de sexta...; gana el extranjero, gana el comerciante de Veracruz, gana el de 
México, gana el de Saltillo y gana el de cada uno de los lugares interiores; y solamente 
sufren el horrendo peso de tantas alcabalas, de tantos fletes de mar y tierra, de tantas 
y tan enormes ganancias, los infelices y desgraciados consumidores de las Provincias 
Internas”.62

La minería fue un sector privilegiado. Se ha calculado que en los primeros años del 
siglo xix el valor de la producción era de alrededor de 26 millones de pesos anuales. Tan 
grande riqueza no se transformó en bienestar para las mayorías, ni en instrumento de 
desarrollo económico. Por lo contrario, “las bruscas oscilaciones de la producción (mi­
nera) sólo podían producir anarquía, desorientación, inseguridad y, en suma, parálisis 
intermitentes de todo el proceso económico... Las consecuencias no se hacían esperar: 
las caídas de la producción de metales... provocaban de inmediato la inmovilización 
de capital o su canalización hacia actividades aún no productivas o prácticamente 
inútiles para la economía del país, como la compra de bienes raíces, etc.; la parálisis 
del comercio interior..., el desempleo y la miseria... y en fin, la baja general del nivel de 
vida en el país, la agudización de los contrastes sociales entre las diferentes capas del 
pueblo mexicano y el desequilibrio general en toda la estructura económica, social y 
política de la más antigua colonia española”.63 Estos efectos depresivos y aparentemente 
contradictorios surgieron de la dependencia de la economía colonial y sus insuperables 
contradicciones.

El panorama industrial de la Nueva España ofrece muy variados atractivos para el 
análisis de la época. Lorenzo de Zavala, por ejemplo, informó de la magnitud alcanzada 
por el ramo textil. Consideró que las instalaciones más importantes de lana y algodón eran 
las de Puebla y Querétaro; sólo en este lugar se consumían anualmente, en 20 obrajes 
y 300 trapiches, 46 mil arrobas de lana “de las que se trabajaban 6 mil piezas de paño 

60 Zavala, op. cit., pp. 38 y 39.
61 Catalina Sierra, op. cit. p. 162.
62 Citado por Catalina Sierra, en Ibidem, pp. 164 y 165.
63 Francisco López Cámara, “Las contradicciones de la economía mexicana después de la revolución de Inde­

pendencia”, en Investigación Económica, revista de la Escuela Nacional de Economía, unam, vol. XXIII, núm. 89, 
pp. 197 y 198.
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varas, 161 piezas de jergas o 18 mil varas, el valor de cuyos artefactos ascendía a 600 
mil pesos. El mismo Querétaro consumía 200 mil libras de algodón en tejidos de mantas 
y rebozos”.64 Zavala anotó, también, que los talleres de telas de algodón comprendidas 
en las ciudades de Puebla, Cholula, Tlaxcala y Huejotzingo manejaban en tiempos de 
paz 1.5 millones de pesos, y señaló que había, en otros lugares, importantes instalacio­
nes fabriles. Existían diferentes ramos industriales: las sombrererías, la producción de 
aguardiente, las platerías, las curtidurías y talabarterías, las zapaterías, las madererías, 
la industria de la construcción, las mueblerías, las jugueterías, los carroceros y muchos 
más. Se ha estimado que estas actividades, sin comprender las industrias extractivas y 
varios estancos, en 1810 representaban un valor superior a los 61 millones de pesos. 
La mayor proporción de la producción industrial se destinaba al consumo y sostenía, al 
lado de las otras clases privilegiadas, a grupos de una burguesía novohispana cuyo papel 
económico y político no se ha esclarecido de modo satisfactorio.

No se conoce con exactitud la cantidad de obreros que atendían las fábricas; pero 
hay elementos suficientes que permiten suponer el principio de cierta solidaridad entre 
los trabajadores. En la ciudad de México se llegó a ocupar en las fábricas a más de 
3 mil operarios. Fue en esta agrupación de obreros donde se dejó sentir ya el espíritu 
de solidaridad por haberse aumentado el trabajo; hubo una especie de huelga, y esto 
ocurrió bajo el virreinato de don Martín Mayorga. Dice el informe del Consulado de 
México, de 2 de abril de 1788, que 

se hizo un corto aumento en el trabajo y al instante que se les propuso, una mañana, le­
vantaron el grito y se fueron saliendo todos, enderezándose al Palacio, y como es larga la 
distancia, se les fueron agregando una porción de hombres de la misma clase. Entró esta 
muchedumbre en Palacio sin respetar la guardia... y habiendo oído el mismo virrey este 
extraordinario ruido..., determinó con prudencia el darle al pueblo un oficio para que el 
administrador de la fábrica no hiciese novedad y con esta cosa además de que apaciguase 
esta multitud, levantó el papel como en triunfo y se tuvo por conveniente disimular una 
acción tan ruidosa y expuesta.65 

En 1767, en el mineral del Cerro de San Pedro, San Luis Potosí, y en las minas 
de Real del Monte, se registraron violentas protestas contra los propietarios de las 
fincas, por el abuso en los jornales, el tiempo de trabajo y las condiciones serviles 
de los peones, obreros y demás operarios. Las Leyes de Indias, ordenanzas y cédulas 
fueron constantemente violadas. La esclavitud y los trabajos forzados persistieron en 
mil formas abiertas y disimuladas, y especialmente en los obrajes, los obrajeros eran 
tratados como bestias. El testimonio de Humboldt es definitivo: 

Sorprende desagradablemente al viajero que visita aquellos talleres no sólo la extrema 
imperfección de sus operaciones técnicas en la preparación de los tintes, sino más aún la 

64 Zavala op. cit., p. 38.
65 Roberto de la Cerda Silva, El movimiento obrero en México, México, 1961, p. 35.
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de color, están confundidos con presidiarios que la justicia distribuye en las fábricas para 
hacerles trabajar a jornal. Unos y otros están medio desnudos, cubiertos de andrajos, flacos 
y desfigurados. Cada taller parece más bien una oscura cárcel; las puertas, que son dobles, 
están constantemente cerradas, y no se permite a los trabajadores salir de la casa; los que 
son casados, sólo los domingos pueden ver a su familia. Todos son castigados, irremisible­
mente, si cometen la menor falta contra el orden establecido en la fábrica.66

La situación de los trabajadores era igual en las diversas actividades económicas: 
en el campo, la minería, el comercio, el transporte... Los indios, primero en la enco­
mienda y después con la aplicación del cuatequil, institución de trabajo obligatorio 
arraigada desde el siglo xvi, fueron reclutados para la prestación de trabajos forzosos a 
la Iglesia, a los colonos y a las autoridades, y sujetos por deudas al cultivo de la tierra de 
los hacendados, donde servían a base de reducidos salarios y agobiantes quehaceres.67

No existe todavía una más viva e hiriente relación de la vida social y económica de 
las castas y los indios, que la hecha por Abad y Queipo, considerado como uno de los más 
destacados “ilustrados” mexicanos. El arzobispo, al hablar de estos asuntos, anotó que 

las dos clases de indios y castas, se hallaban en el mayor abatimiento y degradación. El 
color, la ignorancia y la miseria de los indios los colocan a una distancia infinita de un 
español. El favor de las leyes, en esta parte, les aprovecha poco, y en todas las demás les 
daña mucho... Las castas se hallan infamadas por derecho como descendientes de negros 
esclavos. Son tributarios, y como los recuentos se ejecutan con toda exactitud, el tributo 
viene a ser para ellos una marca indeleble que no pueden borrar con el tiempo, ni la mez­
cla de las razas en las generaciones sucesivas... Ella está, pues, infamada por derecho, 
es pobre y dependiente, no tiene educación y conserva alguna tintura de la de su origen. 
En estas circunstancias debe estar abatida de ánimo y dejarse arrastrar de las pasiones 
bastante fuertes de su temperamento fogoso y robusto. Delinque, pues, con exceso. Pero es 
maravilla que no delinca mucho más, y que haya en esta clase las buenas costumbres que 
se reconocen en muchos de sus individuos.68

Othón de Mendizábal comentó: “Abad y Queipo clasificaba los diferentes estratos 
sociales de la Nueva España en tres grandes grupos: los que tenían anualmente un 
consumo hasta de $50.00 que en su concepto representaban el 68 por ciento de la 
población, en el que quedaban incluidas las castas y los indios más pobres; las que 
consumían de $300.00 en adelante, que podían compararse con el pueblo bajo de la 
Península, representaban un 22 por ciento y, por último, la clase española (peninsula­
res y criollos), que hacían grandes consumos y que representaban un 10 por ciento.69

66 Humboldt, op. cit. tomo IV, p. 14.
67 Ernesto de la Torre Villar, “Época colonial siglos xvii y xviii”, en Historia documental de México, México, 1964, 

tomo I. pp. 167 y 168.
68 María del Carmen Velázquez, op. cit., pp. 402 y 403.
69 Mendizábal, op. cit., tomo II. p. 570.
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7Estos datos, que constituyen fuentes para la inteligencia y estudio de la estrati­

ficación social, se complementan con investigaciones más recientes. La ausencia de 
estadísticas sociales impide una mayor penetración en el problema; pero es posible 
informar brevemente de algunas conclusiones establecidas por Charles Gibson.70 Una 
de las primeras consecuencias del sistema implantado por los españoles en la Nueva 
España fue una disminución muy notable de la población indígena. En las muestras 
que ofrece Gibson, dentro del valle de México, aparece que Coyoacán, en 1567, tenía 
una población de casi 6 mil habitantes, la cual, hacia 1644, se redujo en un 66 por 
ciento hasta sólo 2 mil habitantes, aproximadamente. Después de este año se pro­
dujeron fluctuaciones entre los 2 mil y los 3 mil habitantes hasta fines del XVIII, en  
que se registraron cerca de 4 mil habitantes, cantidad muy inferior a la que había  
en 1567, a pesar de la recuperación iniciada en 1794. En Milpa Alta los registros son 
más impresionantes. La población, en 1586, era de 2,500 habitantes, y en 1670 que­
daban sólo 566, o sea, el 20 por ciento. Al término del siglo xviii se observó un ascenso 
hasta los 1,033 habitantes, que representaban menos de la mitad de los registrados 
en las últimas décadas del siglo xvi. El caso de Otumba muestra otras características. 
En 1591, la población allí era de casi 400 habitantes, en 1675 se contrajo hasta 132 
habitantes; es decir, al 33 por ciento; a partir de 1717 hubo una recuperación, y en 
1742 se anotaron 406 habitantes, cantidad casi igual a la de 1591. La Ciudad de 
México, incluyendo Tlaltelolco, en 1562 tenía algo más de 21,600 habitantes; en 1754, 
la cantidad disminuyó hasta 7,300, y en 1800-1801 contaba 9,800 habitantes; es decir, 
aproximadamente el 45 por ciento de la población que había en 1562. En el valle de 
México se registraron más de 117 mil indígenas en 1570 y una suma variable entre 55 
y 64 mil en el periodo 1797-1800.71

Debe señalarse que tales cifras, limitadas a la población del valle de México, se 
hallan defectuosas tanto por la organización de las series estadísticas debidas a datos 
de fuentes muy diversas, como por la relatividad de los datos mismos en que se apoyan: 
se trata exclusivamente de la población indígena tributaria y de censos levantados sobre 
bases escasamente conocidas. Sin embargo, la disminución de la población indígena, 
observada por muchos testigos de la época, es un hecho que nadie podría sensatamente 
negar. En realidad, lo ocurrido en el valle de México es sólo una débil muestra de los 
hechos demográficos sucedidos en el sector indígena durante la época de la colonia. Las 
causas de tan grande mortandad fueron muy variadas y deben hallarse, sobre todo, en 
el sistema social prevaleciente y generador de las condiciones favorables al desarrollo 
de la insalubridad, la miseria, la ignorancia y la violencia. Estos factores negativos 
no se difundieron sólo entre los indígenas; abarcaron, en realidad, a la totalidad de la 
población marginada y ajena a los grupos privilegiados.

70 TheAztecs under Spanish Rule, Stanford University Press, 1964.
71 Ibidem, pp. 136 y ss. y Apéndice VI.
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La severidad de las mismas puede apreciarse en la noticia que apareció en la Gaceta 
de México, núm. 72, de noviembre de 1733: 

La general epidemia de Alfombrilla se ha difundido en esta ciudad (Puebla de los Ángeles) 
y sus contornos, con tanta actividad, y pertinencia, que no han sido bastantes humanas 
diligencias, para haber mitigado sus rigores, pues en el breve espacio de tres meses, se 
cuentan ya más de 6 mil difuntos; habiéndose poblado en esta ocasión los Hospitales de 
infinitos dolientes, por cuyo motivo se trajo en Procesión de Sangre la Milagrosa Imagen 
de Jesús Nazareno, el día 30 de el pasado desde la Parrochia del Señor San Joseph, hasta 
la Cathedral, y aquí se le hizo solemne novenario, pidiéndole aplacase los rigores de su 
justicia, a que parece ha condescendido, pues son ya menos los enfermos y no tan crecido 
el número de muertos.73

No existen estadísticas satisfactorias para conocer los índices de la mortalidad y 
las espectativas de vida. Diversos registros sugieren “que la mitad o más de los niños 
indígenas nacidos vivos, en la colonia, morían en el primer año, y tres cuartos o más 
fallecían en la primera infancia. A pesar de las excepciones, las personas mayores de 
50 años eran escasas. Las cifras del año de 1790, para la Ciudad de México, exhiben un 
total paralelismo entre los grupos, por edades, de españoles e indígenas, y a la vez 
un mayor porcentaje de españoles mayores de 50 años (19.5 por ciento y 15.2 por ciento, 
respectivamente). En las postrimerías del siglo xviii, los 50 años fueron superados por 
el 8 por ciento de la población criolla, y sólo por el 6.8 por ciento de la indígena”.74 El 
alcoholismo y el analfabetismo se hallaban muy extendidos. La gran mayoría analfabeta 
y viciosa prueba la ineficacia de la educación colonial y su impotencia para conducir 
a los habitantes hacia la práctica de las buenas costumbres. La vivienda popular, en 
general, reflejaba todas las fallas del modo de vida en la Nueva España.

Una sociedad cerrada, sin posibilidades de movilidad social para las grandes ma­
yorías afectadas por una injusta distribución del ingreso, la insalubridad, la ignorancia 
y las tensiones sociales permanentes, tal fue la herencia colonial que pasó al siglo xix.

Hay que agregar, para concluir este capítulo, dos hechos que auxiliarán a com­
prender de mejor manera los antecedentes sociales y económicos de las luchas entre 
los conservadores y los liberales. El primero de ellos se relaciona con la mecánica 
impuesta por la Corona para explotar las riquezas de la Nueva España; el segundo, con 
los problemas y tensiones sociales que concluyeron en la revolución de Independencia.

Además de que la organización colonial originó una clase privilegiada y opulenta, 
a costa del resto de la población, España se constituyó en una gran succionadora de la 
riqueza de los territorios dependientes, a fin de sostener, en Europa, una política extraña 
a los intereses más positivos de sus colonias. El descuido de éstas fue dramático en 

72 Véase Gibson, op. cit., Apéndice IV, pp. 448 y ss. para el caso del Valle de México.
73 Gacetas de México, México, 1950, vol. II, 1732 a 1736, p. 144.
74 Gibson, op. cit., pp. 143 y 144.
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7los primeros siglos, y continuó durante el reinado de los Borbones. He aquí, en breve 

síntesis, la conducta de los monarcas españoles en la época del dominio colonial.
El emperador Carlos V se había propuesto sujetar los poderes europeos a su cetro 

imperial. Su poder era inmenso. Por medio de una bien planeada estrategia de matri­
monios políticos, heredó el llamado Sacro Imperio Romano Germánico, los territorios 
de Alemania, Austria, España y sus colonias en el Nuevo Mundo, Sicilia, Nápoles, 
los Países Bajos, Cerdeña y Borgoña. Las rivalidades entre Francisco I, de Francia, y 
Carlos V, condujeron a devastadoras guerras (1521 a 1556), que concluyeron, según 
la suerte del triunfo o la derrota, en los Tratados de Madrid, de 1526, la organización 
de la Liga Francesa (Liga de Cognac) y la Paz de Cateau-Cambrésis, firmada en 1559 
por Felipe II y Enrique II, sucesores de Carlos V y Francisco I, respectivamente. El 
resultado de estos acontecimientos fue la vuelta al statu quo, roto en 1521, y la airosa 
salida de Francia del imperio de los Habsburgo. La imposibilidad de mantener unidos 
los territorios gobernados por Carlos V, decidió una “alícuota” división entre sus hijos 
Felipe y Fernando. El primero de ellos, Felipe II, sujetó a su soberanía real a España y 
sus colonias americanas, Italia y los Países Bajos; al segundo le adjudicaron el título 
de Sacro Emperador Romano germánico y la jurisdicción austríaca.

La grandeza española del siglo xvi se fincó, entre otras cosas, en el apoyo del oro 
y la plata extraídos de las posesiones de ultramar. Todavía más: la impetuosa corriente 
de metales preciosos, originada en las fuentes americanas, colaboró al surgimiento del 
capitalismo europeo, impulsó el comercio y las actividades financieras y las primeras 
formas de la producción manufacturera; pero también provocó presiones inflacionarias, 
la elevación de los precios y un notable aumento en las inversiones. De esta manera, la 
pobreza social novohispana —y de las colonias americanas— significó, en gran medida, 
el desenvolvimiento del antiguo continente y la afirmación de una época histórica cuyas 
consecuencias se viven todavía. El barón de Humboldt pudo atestiguar que América fue 
la principal productora de plata en la época, comparada con Europa y el Asia boreal; 
por otro lado, Humboldt documentó la superioridad de México como productor de plata 
y oro en relación con Perú, Buenos Aires, Nueva Granada, Chile y Brasil.75

Felipe II no utilizó la riqueza para impulsar el progreso económico y social de 
sus colonias. Por lo contrario, las rivalidades entre dinastías, las guerras religiosas y las 
ambiciones de poder, lo llevaron a una política que concluyó, en 1588, con la derrota 
de la Armada Invencible frente a la marina inglesa. Este acontecimiento, a pesar del 
triunfo de Lepanto (1571) y de la anexión de Portugal (1580), señaló el principio de 
la declinación hispana. Los siglos xvii y xviii fueron testigos del derrumbe de la Es­
paña imperial. La colonia novohispana, entre las demás, fue víctima marginal de una 
conducta imperialista irresponsable y codiciosa. El triunfo de los Borbones, en el siglo 
xviii, y las consecuencias del despotismo ilustrado de Carlos III, no detuvieron la crisis 
novohispana, a pesar de las medidas de reorganización administrativa, social y política 
que se implantaron. La mayor diversidad relativa del comercio exterior, la construcción 
de obras, caminos y puentes, la mejor aplicación de las inversiones públicas, cierta 

75 Humboldt, op. cit., tomo V. Atlas, 8.
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alguna bonanza en el virreinato. Pero ninguna de estas actividades penetró al fondo de 
los problemas. La solución correcta urgía una transformación estructural.

La violencia interior, el bandidaje, las protestas populares, muy peligrosas en oca­
siones, las rebeliones de los indios y las castas, la mayor conciencia de los derechos del 
pueblo y una generación culta e inconforme con el dominio español,76 indujeron la serie 
de acontecimientos que culminan con la revolución de Independencia. Los hechos en 
1810 demostraron la ineficacia de las estructuras coloniales para resolver las tensiones 
y la necesidad de superarlas por medio de nuevas formas e instituciones capaces de 
apoyar el surgimiento franco y abierto de una poderosa, latente y nueva nacionalidad.

El origen de las luchas ideológicas en México

El atraso de España en los siglos xviii y xix no detuvo el influjo del pensamiento mo­
derno. La contrarreforma religiosa y la sólida Inquisición se agrietaron irremediable­
mente. Las ideas del progreso, difundidas en Europa occidental, invadieron el territorio 
de la Nueva España y prendieron, en la conciencia de los hombres, la esperanza de 
nuevas formas de vida apoyadas en instituciones más justas y mejores. Los tibios es­
fuerzos del gobierno peninsular para mantener el statu quo, constituían valladares sin 
consistencia frente a las nuevas y poderosas corrientes del pensamiento. La historia 
mundial continuaba su acelerada marcha y el ingenio de los intelectuales y guerreros 
mexicanos se allegó armas suficientes para introducir, en la nacionalidad que emergía, 
el fuego de la independencia y la libertad. No se trataba de copiar al extranjero, como 
lo sugerían los enemigos del progreso, sino de hallar una fórmula equilibrada y posi­
tiva que permitiese lograr nuevas formas de convivencia y de justicia para un pueblo 
azotado por la miseria y la ignorancia, que las buscaba en la perspectiva mundial y 
en sus propios recursos espirituales. La observación de Agustín Yáñez sobre José Joa­
quín Fernández de Lizardi, “El Pensador Mexicano”, puede generalizarse respecto a 
los mejores hombres de la época: “No desdeñaban, ni podían desdeñar, ni temían las 
aportaciones extranjeras; tampoco las ocultaban; sólo exigían que concurriesen a la 
integración de la patria”.77

Entre los años 1300 y 1500 se transformó profundamente el norte de Italia, y el 
Renacimiento marcó el principio del derrumbe medieval. La vida en las ciudades se 
fortaleció como una consecuencia de las Cruzadas y el comercio con el Oriente. Cayó 
el Sacro Imperio Romano; reaparecieron las tradiciones jurídicas y culturales del an­
tiguo imperio latino, y una generación de intelectuales y artistas recobró, para Italia, 
la grandeza, casi perdida entonces, de la tradición espiritual helénica.

76 José María Luis Mora da noticia de algunos hechos violentos ocurridos durante los tres siglos del dominio 
español. Ver México y sus revoluciones, op. cit., tomo II, pp. 175-325.

77 Agustín Yáñez, El Pensador Mexicano, México, 1940, p. XLIX.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Estudios históricos y doctrinarios | 129

La
s l

uc
ha

s i
de

ol
óg

ica
s e

n 
el 

sig
lo

 x
ix

 y 
la 

Co
ns

tit
uc

ió
n 

de
 1

85
7Promovido por Petrarca, Dante y Boccacio, entre los siglos xii y xiii, el humanismo 

al lado de la integración del comercio y las finanzas, alcanzó la ejemplar culminación 
de la edad de oro en el arte y la filosofía. En los siglos xvi y xvii invadió la Europa 
septentrional y encabezó la revolución protestante. Erasmo en Holanda; Moro y Colet 
en Inglaterra; Budé d’Etaples en Francia; la pintura flamenca; Durero y Holbein en 
Alemania; el descubrimiento de Gutenberg (1447) y la clásica literatura de Shakes­
peare, Marlowe, Rabelais, Montaigne, Cervantes, Lope de Vega, Calderón, Ariosto, 
Tasso, y muchos más, fueron muestras gloriosas de la nueva actitud del hombre en 
aquellas épocas renacentistas.

Pero hay otros hechos importantes. La conducta de las autoridades de la Iglesia 
Católica y los amplios intereses de los grupos reinantes, explican los movimientos 
cismáticos de la primera mitad del siglo xvi. Las violentas críticas de Zwingli —cuya 
iglesia combatió a la católica en Suiza—, de Martín Lutero y Juan Calvino, constituyeron 
las armas ideológicas fundamentales para reducir el poder del Papa romano y segmentar 
la unidad de la Iglesia. El luteranismo y el calvinismo ganaron numerosos adeptos, 
fundaron sus iglesias y ejercieron enorme poder ante los católicos. La disputa entre el 
papa Bonifacio VIII y Felipe IV, y el violento conflicto de Enrique VIII con Clemente 
VII, que originó la separación de la Iglesia Anglicana, mermaron el influjo del papado. 
El Concilio de Trento, organizado por Pablo III, y la fundación de la Compañía de Je­
sús en 1534 detuvieron los procesos cismáticos y lograron mantener la ascendencia 
católica en Portugal, España, Italia, el sur de Alemania, Hungría, Polonia, Irlanda y 
los Países Bajos hispánicos.

La declinación de los gremios y el nacimiento del capitalismo constituyeron fe­
nómenos esenciales de la revolución estructural de la época. El gremio resultó una 
forma de producción insuficiente para cubrir la demanda de un mercado en constante 
expansión; la presión de los comerciantes y su capacidad de inversión contribuyeron 
a romper las limitaciones gremiales y a originar, por medio de un primitivo sistema de 
manufacturas, unidades productoras de bienes capaces de surtir, en amplia escala, los 
mercados nacionales e internacionales. El margen de las ganancias se acrecentó y 
las empresas proclamaron su libertad individual. Los artesanos gremiales se convirtie­
ron en obreros y entre éstos y los dueños del capital se establecieron nuevas y diferentes 
relaciones de clase y producción. De este modo se difundió una flamante manera de 
acumular riqueza, fundada en la posesión de los metales preciosos y en el dominio sobre 
las mercancías y los medios de transportarlas a las zonas de consumo. Las actividades 
comerciales crecieron tanto en términos de ampliación geográfica como en la variedad 
y volumen de los bienes sujetos a intercambio. Y en la medida en que se introdujeron 
nuevas técnicas de producción y de navegación, en que la población creciente aumentó 
su capacidad de compra y en que se descubrieron nuevas rutas marítimas, el capita­
lismo mercantil aceleró su transformación durante los siglos xvi y xvii hasta alcanzar 
una madurez sin precedentes. El oro y la plata de ultramar y los productos del trabajo 
esclavizado de las colonias fueron decisivos en ese proceso de desarrollo.

Las empresas manufactureras y el sector mercantil generaron instituciones econó­
micas que se adoptaron con gran rapidez. Los mercaderes trashumantes de los primeros 
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Se amplió la división del trabajo y se introdujeron nuevos sistemas de vigilancia y ma­
nejo en la actividad de las empresas. En los siglos xvi y xvii surgieron compañías de 
transportes de productos nacionales y extranjeros y se desarrollaron sin dificultad las 
sociedades por acciones. La acumulación del dinero provocó el nacimiento del crédito y 
de la banca; el usurero se transformó en banquero. A pesar de que no había propiamente 
una especialización en el campo financiero —los Medicis y los Fuggers participaban 
también en el comercio, el transporte y la política—, el intercambio de monedas, los 
depósitos a la vista, el préstamo con interés y la emisión de cartas de crédito y notas 
de cambio, otorgaron a este sector un enorme poder que aumentaba con los frecuentes 
préstamos de los banqueros al gobierno y a los nobles. Maurice Dobb cita casos de 
familias aristocráticas abrumadas por las deudas y las hipotecas, y relata los negocios 
de casas famosas, como la de S. Giorgio, la cual cobraba intereses que fluctuaban, 
en ocasiones, entre 50 y 100 por ciento. Los Fuggers obtuvieron ganancias de 175 
mil a más de 500 mil ducados al año en negocios con los reyes de España y por otras 
fuentes de utilidades.78 Los centros financieros de Amsterdam y Londres en los siglos 
xvii y xviii, y las compañías de seguros ofrecen pruebas del notable desenvolvimiento 
de tales actividades. El capitalismo se infiltró en el campo. Una de las consecuencias 
preliminares de este hecho se observó en que los censos personales se transformaron 
en las rentas a pagos en dinero, a cargo de los siervos. La política de las “cercas” como 
medio para asfixiar a los pequeños y medianos propietarios, víctimas de la voracidad 
mercantil, fue otro efecto dramático de esa infiltración.

La formación de las naciones europeas bajo el dominio de monarquías absolutas 
fue impulsada por el proceso histórico de las ideas y de la práctica mercantilistas.79 
La acumulación de metales preciosos como fuente de poder, la estricta regulación gu­
bernamental del comercio exterior mediante mecanismos aduanales, que procuraban 
favorecer las exportaciones y restringir las importaciones, y la lucha por el dominio 
de los transportes marítimos fueron preocupaciones comunes en las más grandes na­
ciones de Europa occidental. Los reyes se asociaban en empresas con los grupos de 
financieros, comerciantes y manufactureros, lo cual condujo a condiciones propicias al 
fortalecimiento de las monarquías absolutas. Sin embargo, el acrecentado poder per­
sonal de los monarcas dio en abusos y arbitrariedades que lo convirtieron en un fuerte 
obstáculo para el desarrollo de las empresas industriales y comerciales. Fue entonces 
cuando comenzó a ponerse en duda el derecho divino de los reyes.

En Inglaterra, después de Enrique VIII y de Isabel I, principió la batalla definitiva 
entre el absolutismo real y el Parlamento. La derrota de los Estuardos, la tremenda re­
vuelta de Cromwel y el triunfo de la revolución parlamentaria de 1688, con la entrada 
de Guillermo de Orange en Inglaterra, constituyeron el marco histórico de la Bill of 
Rights (1689), declaración de derechos que tuvo, en breve tiempo, extraordinarias 
consecuencias en los Estados Unidos, Francia, Rusia y otras naciones que respiraban 

78 Maurice Dobb, Studies in the Development of Capitalism, Londres, 1959, p. 189.
79 Un cuidadoso estudio del mercantilismo y sus alcances ideológicos, en Dobb, op. cit., pp. 200 y ss.
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7el aire de la modernidad. La Bill of Rights limitó el poder arbitrario del rey para gober­

nar sin la autorización del Parlamento y aseguró, en favor del ciudadano, los derechos 
de petición y audiencia en juicio y la libertad de expresión del pensamiento. Por otra 
parte, garantizó los fueros parlamentarios. Emilio Rabasa hizo el siguiente comentario 
del documento inglés; 

Llamados al trono los príncipes de Orange, Guillermo y María, tras la revolución que 
desterró a Jacobo II, aceptaron el Bill of Rights que el Parlamento les impuso para ser pro­
clamados reyes de Inglaterra. En expresiones breves y vigorosas, este famoso documento, 
declarando la ilegalidad de muchas prácticas de la Corona, prohíbe la suspensión y la 
dispensa de las leyes, los juicios por comisión, las multas o fianzas excesivas, así como el 
mantenimiento de ejércitos en tiempos de paz y la imposición de contribuciones sin permiso 
del Parlamento; reconoce, además, el derecho de petición del rey, el de portación de armas, 
la libertad de la tribuna en el Parlamento y la libertad en la elección de los Comunes. De 
estas franquicias algunas no eran generales para el pueblo (el movimiento democrático vino 
mucho después a extenderlas); pero para la Corona eran igualmente limitativas, y arrecian, 
por consiguiente, las atribuciones refrenadoras de los jueces.80 

Desde ese lejano siglo xvii, Inglaterra se ha mantenido como una monarquía cons­
titucional.

En Francia el absolutismo alcanzó su mayoría de edad durante el reinado de 
Luis XIV (1643 a 1715) y concluyó con la Revolución Francesa. Luis XV (1715 a 1774) 
y Luis XVI (1774 a 1792) fueron los herederos de un poder ilimitado que se extinguió 
ante la fuerza de la Asamblea Nacional y su Declaración de los Derechos del Hombre, 
la Constitución liberal de 1791, la separación del Estado y la Iglesia y las reformas 
aprobadas por la Convención (1792 a 1795). La abolición de la esclavitud en las co­
lonias francesas y la confiscación de las propiedades del clero y de los nobles fueron 
otros aspectos de la política revolucionaria.

El pensamiento de la Ilustración, cuyo influjo se dejó sentir en las luchas ideo­
lógicas del siglo xix mexicano, comenzó a manifestarse con claridad en el siglo xvii 
y se desarrolló con plenitud durante el siglo xviii. Francia se transformó en el centro 
más poderoso del movimiento cultural que se extendió por Europa y América y dejó 
herencias definitivas en el progreso de las ciencias naturales y sociales. Los descu­
brimientos de Copérnico, Kepler, Galileo y la formulación de la ley de la gravitación 
universal (1687) por Newton; el manejo de la electricidad (Franklin, Volta y Galvani); 
las aportaciones de Lavoiser, Lineo, Buffon y Horvey, y de muchos grandes técnicos, 
confirmaron la hipótesis de la uniformidad de la naturaleza y su comportamiento regular, 
de acuerdo con leyes fundamentales.

Pero este mismo avance creó la contradicción entre el raciocinio y la fe. La inteligen­
cia, armada del método inductivo, se lanzó a explorar todas las formas de la realidad y 
penetró, por medio de la filosofía política, los campos de la religión y de la organización 
social. Voltaire (1694 a 1788), representante del deísmo que reconoce a Dios como causa 

80 El juicio constitucional, México, 1919, pp. 87 y 88.
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De Montesquieu (1689 a 1755) criticó el absolutismo, analizó las distintas formas del 
gobierno y formuló la teoría de la división del poder en ejecutivo, legislativo y judicial. Si 
en el pensamiento de Voltaire tuvo aceptación el absolutismo ilustrado, para De Montes­
quieu la monarquía constitucional, inspirada por los ingleses, era el sistema de gobierno 
adecuado para Francia; ella se formaría con un parlamento como legislador, un tribunal 
de jurados como juez y el rey como depositario de la facultad ejecutiva. El modelo inglés 
sugirió la creación de dos cámaras: la baja o electora, y otra constituida por miembros de 
la aristocracia. La división del poder en el Estado, defendida por De Montesquieu, fue uno  
de los principios mantenidos en la Asamblea Constituyente de Francia, en la Constitución de  
los Estados Unidos de 1787, en el artículo 16 de la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano y en la Constitución francesa de 1791. No es indispensable 
discutir la influencia de esta doctrina en el mundo civilizado; ningún pueblo ha sido ajeno 
al reconocimiento de la clásica división del poder público. La separación de los órganos 
judicial, legislativo y ejecutivo se forma en la conciencia jurídica y política de México 
desde la inestable vigencia de la Constitución española de 1812, en el virreinato, hasta 
la Constitución de 1917.

Juan Jacobo Rousseau (1712 a 1778) fue el más influyente pensador de su tiempo 
y un defensor de los derechos populares frente a la monarquía. Su amplia y conocida 
obra encuentra en El contrato social (1762), que recoge ciertas ideas de Loche, una 
admirable síntesis política. Rousseau postuló que sólo en el Estado democrático el 
hombre reconquistaría la perdida libertad natural, y superaría la esclavitud derivada 
del despotismo. Los órganos legislativos desempeñan un papel decisivo en la con­
cepción de Rousseau: la libertad se conserva en la medida en que el pueblo crea y 
acata las normas reguladoras de la conducta dentro de la comunidad política, y en 
la medida en que establece, en el ejercicio legislativo, las bases institucionales de la 
organización social. La voluntad general, en la que coinciden los deseos particulares, 
es la fuente del poder y la base de la democracia. Esta teoría, debidamente manejada 
por los revolucionarios franceses, sirvió para justificar la “tiranía del pueblo” sobre 
los reyes. Después se convirtió en parte de la doctrina democrática contemporánea. 
Rousseau no se mostró partidario de la división del poder sostenida por Montesquieu. 
En cambio, subrayó el ideal de una democracia directa. La soberanía única e indivisi­
ble —afirmó— radica en el pueblo. Y los diputados, por ello, no están facultados para 
adoptar decisiones definitivas, las cuales adquieren validez sólo cuando los ciudada­
nos las ratifican mediante referéndum. El poder gubernamental surge por mandato del 
pueblo, y éste puede, en cualquier momento, cambiar la forma del gobierno y sustituir 
a los mandatarios que lo ejercen.

Juan Jacobo Rousseau, al atribuir al pueblo la plenitud de la soberanía del Estado, 
logró impulsar el desarrollo del pensamiento democrático. Voltaire y Montesquieu 
se quedaron en el marco del absolutismo ilustrado, el primero, y de la monarquía 
constitucional, el segundo. Más tarde, con Diderot (1713 a 1784) y otros enciclopedis­
tas, se confirmaron ciertas tesis reconocidas por la generalidad de los ilustrados, a 
saber: a) la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley y la garantía de su libertad 
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7política; b) la protección de la sociedad y del ciudadano contra la arbitrariedad del 

Estado; c) el respeto a la propiedad privada y su mejor distribución entre los campe­
sinos, a fin de liquidar la condición servil; d) la necesidad de una política social que 
vigile por el bienestar de las familias y estimule la elevación de los niveles de la vida; 
e) la libertad del comercio y la producción industrial; f) la lucha contra la intolerancia 
y el poder del clero; g) la lucha contra la organización feudal y el absolutismo; h) la 
soberanía del pueblo; i) la teoría del derecho natural y de las leyes que presiden los 
fenómenos sociales.

La batalla contra el mercantilismo como instrumento de la monarquía absoluta fue 
cultivada por la escuela de los fisiócratas, en Francia, teóricos del laissez faire de los 
liberales, y por la corriente inglesa reflejada por Adam Smith, autor de La riqueza de 
las naciones, publicada en 1776. En esta obra, típico producto de la época, se afirma 
la división del trabajo en sus diversas especialidades y la necesidad de suprimir la 
intervención del Estado en la vida económica, a fin de garantizar la libre acción de 
las leyes naturales de la economía, entre las cuales destaca, por ejemplo, la relativa 
a la oferta y la demanda.

Los dos grandes movimientos liberales del siglo xviii, el norteamericano y el 
francés, y el surgimiento de la revolución industrial en Inglaterra, confluyeron en 
el desarrollo del liberalismo mexicano. La revolución industrial se manifestó apro­
ximadamente en 1750. Durante su primera fase, que concluyó hacia 1830, se llevó 
a cabo la mecanización de la industria textil y la aplicación de la máquina de vapor 
al mejoramiento de los transportes y la explotación minera. Las consecuencias de la 
revolución industrial son bien conocidas. Además de las grandes transformaciones 
políticas y económicas, debe tenerse muy en cuenta que el máximo aprovechamiento 
de la técnica y sus aplicaciones trazaron el rumbo de la vida moderna. La revolución 
industrial, en su conjunto, provocó más cambios que los registrados en toda la historia 
precedente.

La independencia de los Estados Unidos de América, declarada en 1776 —año en 
el que se difundió por millones el folleto El sentido común, de Tomás Payne—, culminó 
10 años después, en 1787, con la promulgación de la Constitución Política de ese país. 
La raíz y doctrina de los revolucionarios liberales de la segunda mitad del siglo xviii 
norteamericano, encontró amplia acogida en el texto mismo del documento constitutivo, 
cuyos principios podrían resumirse de la siguiente manera:

1.	La Constitución separa claramente la jurisdicción federal y la local y establece la 
división del poder en los órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

2.	Se otorga al Presidente la facultad de vetar las leyes y el derecho de nombrar a los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia; el Congreso estaría capacitado para 
objetar el veto presidencial y acusar, en ciertos casos, tanto al presidente como a los 
miembros de la Suprema Corte. Ésta, por su parte, juzgaría de la constitucionalidad 
de los actos del Congreso y del presidente.

3.	Los estados determinarían los métodos de elección de los senadores y el Presidente 
sería elegido por medio de un Colegio Electoral, en el cual cada estado tendría 
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que obtuviese la mayoría de votos era designado Presidente, y el que le siguiese 
en cantidad de votos, Vicepresidente. El Presidente ejercería su encargo durante 
4 años; los senadores, durante 6 años, y cada 2 años se renovaría un tercio de los 
miembros integrantes del Senado; los diputados serían elegidos cada dos años.

4.	Para reformar la Constitución se exigiría el acuerdo de las tres cuartas partes de 
los estados.

5.	Los derechos del hombre serían protegidos y garantizados frente al abuso del 
poder; y se estableció, como principio general, que las facultades no delegadas 
por la Constitución de la República, ni prohibidas a los estados, se consideraban 
reservadas a éstos o al pueblo.

El documento norteamericano, que produjo oposiciones en algunos sectores socia­
les, fue apoyado y defendido por muchos ciudadanos, entre los cuales merecen especial 
mención Washington, James Madison, Alexander Hamilton y John Hay. En El Federa-
lista consta el más vivo pensamiento de los ideólogos del liberalismo norteamericano. 
Washington fue el primer Presidente de los Estados Unidos, periodo 1789 a 1797 inclu­
yendo su reelección; entre este último año y el de 1825, ocuparon la presidencia John 
Adams (1797 a 1801), Thomas Jefferson (1801 a 1809), James Madison (1809 a 1817), 
y James Monroe (1817 a 1825). La llamada Doctrina Monroe fue anunciada en 1823.

En agosto de 1789, cuando Washington cumplía el segundo año de su gobierno, la 
Asamblea Constituyente de Francia elaboró la Declaración de los Derechos del Hombre 
y del Ciudadano. En este notable documento se proclamó la abolición de las castas y la 
igualdad de los ciudadanos ante la ley; se reafirmó al pueblo como fuente de la soberanía 
y se abolió la servidumbre y la esclavitud al reconocer que los hombres nacen “libres 
e iguales en derechos”; se ratificó también el derecho de las personas a la libertad, la 
propiedad, la seguridad, la resistencia a la opresión, la libertad de pensamiento, de 
convicciones religiosas; y se establecieron limitaciones legales al ejercicio del poder. 
Los principios democráticos del pensamiento ilustrado encontraron justa expresión en 
este documento.

La misma asamblea, dos años después, adoptó la Constitución de 1791, creadora 
de una monarquía constitucional y más restringida que la Declaración en el respeto y 
amplitud de los derechos humanos. El rey mantenía la facultad de vetar los actos legis­
lativos; los ciudadanos fueron clasificados en activos y pasivos; estos últimos se vieron 
privados de participar en la Asamblea Legislativa, en los órganos de la administración 
y en la Guardia Nacional. Para ser ciudadano activo era indispensable ser solvente y 
pagar con puntualidad los impuestos.

La inestabilidad del gobierno, las violentas contradicciones entre el rey y la Asam­
blea Legislativa, la crítica sistemática y abierta de los jacobinos y el enfrentamiento 
de Francia a los poderes feudales que la combatían, condujeron al derrocamiento de 
la monarquía (1792) y al triunfo de los ejércitos franceses sobre el enemigo prusiano 
durante la batalla de Valmuz, en septiembre de 1792. En este mismo año, la Convención, 
que constituyó la Asamblea Legislativa, proclamó el establecimiento de la República 
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el propósito de implantar un gobierno moderado y conservador. En la época de la Con­
vención se publicó la Constitución jacobina de 1793, que nunca entró en vigor. En esta 
Carta la república se declaró democrática; se otorgó el derecho de sufragio a todos los  
ciudadanos que hubieran cumplido 21 años; se estableció la elección directa de  
los titulares del gobierno y se reconoció el derecho natural e inalienable del hombre 
a la propiedad.

La Convención gobernó por medio del Comité de Salud Pública, del Comité de 
Seguridad y del Tribunal Revolucionario y fue disuelta algunos meses después de la 
derrota de Robespierre, ejecutado el 27 de julio de 1794. La Convención abolió la es­
clavitud en las colonias francesas, los derechos de propiedad de la Iglesia y los títulos 
de nobleza e implantó un amplio sistema de educación primaria.

El Directorio se mantuvo durante el periodo de 1795 a 1799. El estado caótico y 
de corrupción que caracterizó su gobierno explica, en cierto sentido, el golpe de Estado 
del 18 Brumario (noviembre 9 y 10 de 1799) y el surgimiento del Consulado (1799 a 
1804) con Napoleón Bonaparte en compañía de Sieyes y Roger Duclos. Un mes después 
se puso en vigencia la Constitución de 1799, fundadora de la dictadura del Primer 
Cónsul y del gobierno que se extinguió en 1804 con la creación del Imperio francés y 
la solemne coronación de Napoleón I, quien gobernó hasta 1815.

El legado de la Ilustración y de las revoluciones liberales del siglo xviii podría 
sintetizarse en estos puntos: a) La consagración de los derechos del hombre y del 
ciudadano, del gobierno constitucional y de la soberanía del pueblo. b) El triunfo de 
los principios de igualdad ante la ley por la abolición de los privilegios fundados en 
el nacimiento. c) La derrota del clero político. d) La eliminación de las restricciones 
a la actividad económica y el ascenso de la burguesía al poder, en sustitución de la 
nobleza tradicional.

España no fue totalmente impermeable al avance de la civilización occidental. El 
acceso al trono de España de la dinastía de los Borbones, después de una prolongada 
guerra contra los intereses de la Casa de Austria, produjo revueltas y cambios sociales 
que se sucedieron desde las reformas administrativas y políticas del despotismo ilus­
trado de Felipe V, Fernando VI y Carlos III hasta la dramática traición de Carlos IV y 
Fernando VII ante las exigencias y pretensiones de Napoleón y su hermano José. Rafael 
Altamira y Crevea describió en los siguientes términos el gobierno de los Borbones: 

Como una compensación a estos males (los sacrificios territoriales de España), debe con­
tarse el hecho de que los reyes Borbones se preocuparon de remediar (dentro de una 
concepción monárquica absoluta) algunos de los defectos que padecía entonces el gobierno 
de España, particularmente en materia de Hacienda (contribuciones y gastos). También ayu­
daron en gran medida a producir nuevamente una actividad literaria y científica tan intensa, 
en ciertos respectos, como lo que hubo en el siglo de oro. Al principio, y por la depresión 
que había causado en el país la decadencia se sirvieron los reyes, para aquellos fines, de 
ministros y peritos extranjeros; pero bien pronto emplearon españoles, quienes supieron 
realizar cumplidamente la obra intentada por los monarcas. Tales fueron Ensenada, Roda, 
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unos, de la clase media y de los letrados, otros. También se interesaron los Borbones por el 
progreso material del país, atendiendo a los intereses de ese género (industria, comercio, 
marina), y muy singularmente de los de las clases trabajadoras (menestrales) y los oficios 
mecánicos. Procuraron igualmente enaltecer esas clases honrando el trabajo manual, que 
consideraron como meritorio y necesario para la riqueza y bienestar del país. En 1778, 
Carlos III proclamó el principio de la responsabilidad civil en los accidentes de trabajo. 
Estos buenos cuidados, acompañados por un modo absoluto (más rígido y personal, en 
ciertos aspectos, que el de los reyes austriacos) de ejercer la autoridad real, constituyeron 
la modalidad española del “despotismo ilustrado”, doctrina y práctica gubernativa caracte­
rísticas del siglo xviii en casi toda Europa. La fórmula que resume esa manera de gobernar 
es la siguiente: “Todo para el pueblo, pero sin el pueblo.” 

lo que quiere decir: “Hay que fomentar el bienestar del pueblo, pero no dar a éste 
participación en el gobierno del país. Los reyes que más se señalaron en la aplicación 
a España de ese régimen fueron Fernando VI, sucesor de Felipe V, y Carlos III. Los 
años de paz (1746-1759) en que el primero de ellos mantuvo a España, contribuyeron 
mucho al renacimiento industrial y comercial de la nación”.81

Las consecuencias de la independencia norteamericana y sus relaciones con el 
juego de la política europea, colocaron en la balanza de la historia el caso de las co­
lonias dependientes de la Corona española. Los tratados firmados en París, en 2 y 3  
de diciembre de 1783, por virtud de los cuales España reconoció la independencia de 
los Estados Unidos, condujeron a los hombres más ilustrados de la época a sugerir la 
conveniencia de otorgar independencia a las posesiones españolas en América. 

Así lo entendieron —escribió el doctor Mora— los más célebres estadistas de España, entre 
los cuales el conde de Aranda tuvo la resolución de proponer a Carlos III la independencia 
de todas las colonias españolas establecidas en el Continente de América. Este profundo 
político, luego que firmó el Tratado de París como plenipotenciario de España, pidió un 
permiso temporal para regresar a su patria, con la mira, según parece, de inclinar a su sobe­
rano a desprenderse voluntariamente de unas posesiones que el tiempo y las circunstancias 
le harían indefectiblemente perder. Luego que llegó a Madrid, presentó una memoria que 
hará siempre honor a su penetración y talentos políticos, pues cuanto predijo en ella se ha 
cumplido a la letra con muy pocas excepciones.82 

En el documento secreto presentado al rey Carlos III por el conde de Aranda apa­
recen, entre otros, los siguientes juicios de peculiar importancia: 

La independencia de las colonias inglesas ha sido reconocida, y esto mismo es para mí un 
motivo de dolor y de temor. Francia tiene pocas posesiones en América, pero hubiera debido 
considerar que España, su íntima aliada, tiene muchas que quedan desde hoy expuestas a 
terribles convulsiones... No me detendré ahora en examinar la opinión de algunos hombres 

81 Rafael Altamira y Crevea, Manual de la historia de España, Buenos Aires, Argentina, 1946, pp. 434 y 435.
82 José María Luis Mora, México y sus revoluciones, tomo II, pp. 242 y 243.
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dificultad de conservar nuestra dominación en América. Jamás posesiones tan extensas 
y colocadas a tan grandes distancias de la metrópoli se han podido conservar por mucho 
tiempo. A esta dificultad que comprende a todas las colonias, debemos añadir otras espe­
ciales, que militan contra las posesiones españolas de ultramar, a saber: la dificultad de 
socorrerlas cuando puedan tener necesidad; las vejaciones de algunos de los gobernadores 
contra los desgraciados habitantes; la distancia de la autoridad suprema, a la que tienen 
necesidad de ocurrir para que se atiendan sus quejas, lo que hace que se pasen años enteros 
antes de que se haga justicia a sus reclamaciones; las vejaciones a que quedan expuestos de 
parte de las autoridades locales en este intermedio; la dificultad de conocer bien la verdad 
a tanta distancia; por último los medios que a los virreyes y capitanes generales, en su 
calidad de españoles, no pueden faltar para obtener declaraciones favorables en España. 
Todas estas circunstancias no pueden dejar de hacer descontentos entre los habitantes de 
América, y obligarlos a esforzarse para obtener la independencia, tan luego como se les 
presente la ocasión... Esta república federal (se refiere a los Estados Unidos) ha nacido 
pigmea por decirlo así, y ha tenido necesidad del apoyo y de las fuerzas de dos potencias 
tan poderosas como España y Francia, para conseguir su independencia. Vendrá un día 
en que será un gigante, un coloso temible en esas comarcas. Olvidará entonces los benefi­
cios que ha recibido de las dos potencias, y no pensará más que en su engrandecimiento. 
La libertad de conciencia, la facilidad de establecer nuevas poblaciones sobre inmensos 
terrenos, así como las ventajas con que brinda el nuevo gobierno, atraerán agricultores y 
artesanos de todas las naciones... Y dentro de algunos años veremos con mucho dolor la 
existencia amenazadora del coloso de que hablo. El primer paso de esta potencia, cuando 
haya llegado a engrandecerse, será apoderarse de las Floridas, para dominar el Golfo de 
México. Después de habernos hecho de este modo el comercio dificultoso con la Nueva 
España, aspirará a la conquista de este vasto imperio, que no nos será posible defender 
contra una potencia formidable, establecida sobre el mismo continente, y a más de eso, 
limítrofe... ¿Cómo pues, nosotros, podemos esperar que los americanos respeten el reino 
de Nueva España, cuando tengan facilidad de apoderarse de este rico y hermoso país?83

Después de tan inteligentes observaciones, y una vez resumidas sus experiencias, 
el autor del informe secreto a Carlos III propuso las soluciones que le parecían más 
oportunas. El conde de Aranda se pronunció en favor de la independencia de las colo­
nias españolas, cuidando, con cierta prudencia, los intereses peninsulares. Para llevar 
a efecto dicha medida “de una manera conveniente para España, se deben colocar sus 
infantes en América; el uno, rey de México, otro, rey del Perú, y el tercero, de la Costa 
Firme. V. M. Tomará el título de emperador”.84 Siguen consideraciones sobre los me­
canismos reales para afirmar, a través de matrimonios bien planeados, la unidad de los 
flamantes reinos, y largos razonamientos orientados a mostrar las ventajas económicas y 
sociales que podrían derivar en el caso de adoptar los planes trazados cuidadosamente 
por Aranda. El Dr. Mora comentó: 

83 Citado por Mora, en op. cit., tomo II, pp. 242 y ss.
84 Ibidem, p. 246.
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palmo de tierra mientras no se le arrancan por la fuerza... No era presumible que España, 
separándose de este principio, fuese excepción de una regla tan universal; así es que aun­
que se ignora cómo fue recibida la memoria del conde de Aranda, lo que no admite duda 
es que no se adoptaron sus ideas, y que la corte creyó deber fiar su seguridad, solamente 
a las precauciones que se tomaron para cortar toda comunicación entre México y la nueva 
república.85

Lo reyes Borbones introdujeron una serie de reformas económicas y sociales que, 
al margen de sus efectos inmediatos, no lograron cambiar las estructuras feudales que 
frenaban el desarrollo de España y de sus posesiones imperiales. Las medidas adminis­
trativas y de buen gobierno se extendieron a los territorios coloniales para eliminar la 
corrupción, los abusos y los descuidos en la hacienda pública; pero de ninguna manera 
con la finalidad de modificar una situación social injusta, absolutista e intolerable para 
las grandes mayorías novohispanas. El objeto de todos ellos fue el de aflojar los cercos 
de las colonias, levantados por los reyes austriacos, y obtener mayores ingresos sobre 
la base de una administración más sana y coherente. Se crearon las intendencias y sub­
delegaciones; se fortaleció la institución de los visitadores; se estimuló la migración de 
nuevos colonos; se creó la Secretaría de Indias (1714); se multiplicaron los consulados; 
se estableció el servicio de correos (1764) y se emprendió una política de construcción 
de obras públicas. Hubo propósitos de revisar el reparto de las tierras entre los nativos, 
y en materia de transacciones mercantiles se autorizó el libre comercio internacional 
(1774), antes restringido y asfixiante. Las luchas entre la Iglesia y la dinastía borbónica 
produjeron el efecto de “suavizar” la acción de los inquisidores, aflojar el temor al clero 
y contemplar un hecho aparentemente extraordinario: la expulsión de la Compañía de 
Jesús. Apuntó Altamira:

Se realizó en el reinado de Carlos III (1767), fundada principalmente en la convicción 
que el rey tuvo de que los jesuitas constituían un elemento perjudicial para el reposo 
público y la monarquía... La expulsión alcanzó no sólo a España, sino también a las colonias 
americanas, en que la Compañía tenía muchas misiones importantes. Fue seguida años 
después (17 de agosto de 1773) por la extinción de la Compañía ordenada en bula ponti­
ficia, tras reiteradas gestiones de los reyes de España y Francia. Era Sumo Pontífice enton­
ces Clemente XIV. En conmemoración de ese hecho se acuñó en Roma una medalla.86

El marqués de Croix, que llegó a México en 1766 para suceder en el virreinato al 
marqués de las Amarillas, fue el encargado de ejecutar los acuerdos reales. El virrey 
y el visitador Gálvez ordenaron el arresto de los jesuitas para el 20 de junio de 1767; 
y después de grandes peripecias, confusiones y muchos equívocos, las autoridades de 
Nueva España consiguieron embarcar a los miembros de la Compañía y enviarlos a 
Italia utilizando el puerto de Veracruz. La protesta de los mexicanos contra semejante 
conducta de los reyes españoles, cuyos motivos se ocultaron a la población, originó 

85 Mora, op. cit., tomo II, p. 248.
86 Altamira y Crevea, op. cit., pp. 450 y 452.
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en la que entraron ostensiblemente las principales poblaciones de las intendencias 
de Valladolid, Guanajuato, San Luis y el corregimiento de Querétaro”.87 No abundan 
las noticias sobre estos acontecimientos; pero el doctor Mora afirmó que el proyecto 
intentaba sustraer de la dominación peninsular a la Nueva España por la creación de 
una dinastía mexicana. Esta rebeldía fue apoyada por los criollos discriminados y una 
clase media nutrida en el pensamiento de la modernidad.88 Las nuevas investigaciones 
en torno de los jesuitas mexicanos han confirmado el punto de vista del doctor Mora. 
Méndez Plancarte escribió: “No menos literatos sino humanistas auténticos fueron 
aquellos jesuitas mexicanos que, desterrados a Italia en 1767, difundieron en Europa 
el ‘esplendor intelectual autóctono’ que Henríquez Ureña certeramente señaló en la 
cultura mexicana del siglo xviii”.89

Es cierto que el pensamiento ilustrado influyó en los movimientos liberales de 
México; pero también lo es que la circunstancia económica y social del país prohijó una 
mentalidad coincidente con las corrientes universales de la cultura. Méndez Plancarte 
se ocupó de acreditar la profunda mexicanidad de los humanistas del siglo xviii, 

criollos todos ellos —y algunos, como Clavijero, hijos inmediatos de peninsulares—, no 
se sienten ya españoles sino mexicanos, y así lo proclaman con noble orgullo en la portada 
de sus obras; abogan por el mestizaje entre españoles e indígenas como medio de lograr 
la fusión no sólo física sino espiritual de ambas razas y de forjar una sola nación; tienen 
ya conciencia —profética— de la patria inminente que está gestándose en las entrañas 
de la Nueva España.90

En el grupo de los jesuitas expulsados de México contaban, entre otros, Francisco 
Xavier Clavijero, Francisco Xavier Alegre, Andrés Cavo, José Márquez, Andrés de 
Guevara, Manuel Fabri y Juan Luis Maneiro. Sus obras, publicadas en el extranjero, 
acreditan ciertas características que Méndez Plancarte, con original penetración, puso 
al descubierto, a saber: a) La actitud de los humanistas frente al régimen colonial es 
de “despego” y casi diríamos de “extrañeza”, hablan de “los españoles” como quien 
habla de extranjeros, no de compatriotas. Pero tampoco se sienten indios ni sueñan con 
un imposible retorno al imperio azteca... Son, y quieren ser, mexicanos: nada más y 
nada menos. México es su patria inolvidable, a la que incesantemente vuelven sus ojos 
velados por el dolor del exilio y su corazón transido de incurable nostalgia.91 b) Unido 
al de la mexicanidad, el grupo de nuestros humanistas muestra otro rasgo común: “Su 
alta estima de las culturas indígenas y su actitud hondamente comprensiva por todas 
las expresiones de la vida prehispánica, aún las más ajenas y contrarias a nuestra sen­
sibilidad cristiana y occidental”.92 c) Una fina y depurada conciencia de la modernidad: 

87 Mora, op. cit., tomo II, p. 235.
88 Ibidem, tomo II, pp. 235 y ss.
89 Gabriel Méndez Plancarte, Humanistas del siglo xviii, México, 1941, p. V.
90 Ibidem, p. XI.
91 Ibidem, p. XI.
92 Ibidem, p. XIII.
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acoger y fecundar las semillas renovadoras que flotan en el ambiente de su época: Alegre 
proclama que no hay gobierno legítimo, sino el que se basa en el consentimiento popular, 
condena como “injustísimo” el infame comercio de esclavos negros y mira —con visible 
simpatía— una rebelión victoriosa de aquellos miserables.93 

Guevara se aparta de la Escolástica decadente y prodiga elogios a Descartes, a 
Bacon y hasta a Galileo: “Clavijero, iniciador y abanderado de la renovación filosófica, 
se enamora” con juvenil ardor de la “filosofía moderna”, defiende la necesidad del 
método experimental y su supremacía en las cuestiones físicas sobre la autoridad de los 
antiguos, y contra Paleófilo —“amante de lo antiguo”— levanta victorioso a Filaletes 
—“amante de la verdad”.94

Hidalgo, el Padre de la Patria, perteneció a esa brillante estirpe de renovadores del 
pensamiento novohispano. Su conocida Disertación sobre el verdadero método de estu­
diar Teología Escolástica es una prueba, entre muchas más, de la inteligencia crítica, 
constructiva y moderna del fundador de nuestra nacionalidad.95

La enorme difusión de la actitud modernista fue mostrada con justa precisión por 
Rafael Moreno, quien advierte, después del humanismo del siglo xvi y del estanca­
miento del xvii, el renacimiento sin precedentes que ocurre en el siglo xviii mexicano, y 
especialmente en sus últimos cincuenta años. “Por estas razones —escribió Moreno—, 
los orígenes del pensamiento moderno mexicano se sitúan en los primeros autores en que 
existe, o una actividad intelectual que coincide de alguna manera con la modernidad, 
o un conjunto de doctrinas que señalan claramente la transición de lo tradicional a lo 
moderno. Tales son Sor Juana Inés de la Cruz, y don Carlos de Sigüenza y Góngora. 
Después de ellos existe, inexplicablemente, un hiatus de medio siglo, hasta que apa­
rece la difusión y la consolidación de la filosofía moderna, que ejemplifican los jesuitas 
expulsados en 1767. Por el año de 1760 comienzan a manifestarse dos corrientes que 
muestran, con medios de expresión diversos y con significaciones también diversas, 
la manera peculiar como la Nueva España, en las postrimerías de la colonia, asimiló la 
mentalidad moderna, Gamarra, por un lado, y Bartolache, Alzate, Hidalgo, por otro, 
son los autores representativos”.96

El pensamiento renovador penetró por muy diversos estratos sociales; no se limitó 
a ciertos grupos de la alta jerarquía aristocrática y de la nobleza sino que alcanzó, con 
mayor poder y entusiasmo, a las clases medias urbanas y rurales y a algunos sectores 
del Ejército, el clero bajo y la burocracia. En detallado estudio de los papeles de 
la Inquisición, hecho por Monalisa Lina Pérez-Marchand, consta que en la segunda 
etapa del siglo xviii, además del aflojamiento en la vigilancia del Santo Oficio, existía 
una amplia demanda de los libros prohibidos y una “guerra a los filósofos modernos” 

93 Ibidem, p. XVI.
94 Ibidem, pp. XVI y XVII.
95 La Universidad de Michoacán publicó, en 1958, una cuidadosa edición de la Disertación.
96 Rafael Moreno, “La filosofía moderna en la Nueva España”, en Estudios de historia de la filosofía en México, 

México, 1945, pp. 140 y 141.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Estudios históricos y doctrinarios | 141

La
s l

uc
ha

s i
de

ol
óg

ica
s e

n 
el 

sig
lo

 x
ix

 y 
la 

Co
ns

tit
uc

ió
n 

de
 1

85
7a los “espíritus fuertes”, y a los “filósofos del tiempo” que han viciado el ambiente 

con sus “venenosas” enseñanzas. Aquí la lucha contra el racionalismo que pugna por 
imponerse. Lucha que encuadran los inquisidores en un ataque cerrado contra los 
enciclopedistas, los ideólogos, los racionalistas, y en fin, contra los filósofos pre y post 
revolucionarios... La preocupación política se reflejó al principio con cierta timidez, o 
disimulada con diversos artificios, pero luego manifestó de manera valiente y vigorosa el 
empuje del espíritu renovador en aquel dramático siglo de transición. Este predominio 
de la preocupación política es indiscutible ya durante las últimas décadas del siglo, lo 
cual resalta vigorosamente sobre el fondo de la situación de principios del siglo... Por 
otra parte, es interesante notar que en la segunda etapa del siglo, si también encontra­
mos “curas revoltosos” que son el “deshonor de la América”, la labor de crítica política 
sediciosa recae en otros tipos bien diferentes de personas y, sobre todo después de la 
octava década, en toda suerte de sujetos. La ampliación del radio de interés a todos 
estos estratos sociales que hemos señalado... “implica ya la gestación de un fenómeno 
sociológico revolucionario, que es resultado, a su vez, de la evolución ideológica operada 
durante el siglo”.97 La muestra manejada por M. L. Pérez-Marchand, los papeles de 
la Inquisición, encuentran una más extensa confirmación en un trabajo de Francisco 
López Cámara, dedicado a establecer la confluencia de la filosofía política moderna 
y el nacimiento de la conciencia liberal en México.98 Es verdad, como observa Pérez-
Marchand, que la inquietud que produce esa evolución no nace en América, porque 
los elementos que la prenden son europeos. Pero prende como fuego en un pajar, lo que 
explica la existencia de cierta interna condición espiritual, de cierto clima intelectual 
propicio al florecimiento de aquella inquietud. Por eso podríamos hablar del descubri-
miento que de sí mismo hace el mexicano, porque es poco probable que prendiera en 
la Nueva España, como prendió, la nueva orientación ideológica, “de no haber habido 
un íntimo descontento frente al orden de cosas existentes”.99 El ambiente propicio es­
taba formado por las estructuras sociales predominantes y la inteligencia de una clase 
media y de otros grupos de la población —los criollos— que urgían reformas radicales 
y nuevas perspectivas de desarrollo. El acelerado y positivo contagio del liberalismo 
norteamericano, para citar un ejemplo fue señalado certeramente por el doctor Mora. 
La necesidad de ideas modernas, acentuada en la población mexicana, y la cercanía 
de la revolución de Independencia de los Estados Unidos, invalidaron los esfuerzos del  
gobierno español para aislar a México de la influencia representada por la nueva re­
pública del norte. El Tratado de París de 1783 y la actitud de España ante los Estados 
Unidos no pasaron inadvertidos por la clase pensadora de la Nueva España, y 

desde entonces se fijaron en ella con más atención las miradas de los mexicanos y el 
ejemplo naturalmente seductor, con especialidad en política, no podía dejar de producir 
su efecto en los mexicanos. La posibilidad de constituirse en nación; las ventajas que de 

97 Monalisa Lina Pérez-Marchand, Dos etapas ideológicas del siglo xviii en México a través de los papeles de la 
Inquisición, México, 1945, p. 141.

98 Véase Francisco López Cámara, La génesis de la conciencia liberal en México, México, 1954.
99 Pérez-Marchand, op. cit., p. 142.
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posibilidades ni por teorías caprichosas, sino por hechos reales y positivos que ofrecía la 
lisonjera perspectiva de los nuevos Estados, que se hallaban a la vista. Todas estas ideas 
se fortificaban con los escritos de los filósofos franceses, que habían logrado introducir en 
México algunas personas... El barón de Humboldt asegura que semejantes escritos no eran 
desconocidos en México, aunque su lectura y retención se hacía con las precauciones que 
dominaba el estado del país.100

A partir de 1804, Napoleón inició la época dorada de su imperio; el Ejército im­
perial derrotó a los austriacos, prusianos y rusos, enemigos de Francia en las batallas 
ocurridas entre 1805 y 1807; con base en los acuerdos con Alejandro I, zar de Rusia, el 
imperio comprendió, dentro de su zona de influencia, el norte de Italia, el oeste Alemán, 
Bélgica, Holanda y Suiza. Los aliados de Napoleón eran Austria, Prusia y Rusia; y las 
naciones sujetas por otros medios (familiares y agentes) sumaban los territorios de Italia, 
Westfalia y España. Prácticamente toda Europa, con la excepción de Inglaterra, seguía 
la política y los intereses del 231 emperador francés. La derrota de Trafalgar (1805), que 
impidió la invasión de la isla británica, el fracaso de las medidas económicas contra el 
comercio inglés en el antiguo continente, la bravura y ejemplar patriotismo del pueblo 
español, que eliminó la posibilidad del absoluto dominio de su país, y el desastre de 
la campaña de 1812 contra Rusia, marcaron el fin de la era napoleónica en la historia 
universal. El éxito militar de la alianza de Inglaterra, Rusia, Prusia y Austria provocó 
la abdicación de Napoleón I y su primer exilio en la isla de Elba (1814); la batalla 
de Waterloo llevó al emperador al refugio de Santa Elena y al colapso definitivo; sólo 
han perdurado, de estos gloriosos años, el sabio Código de Napoleón, suma admirable 
de la tradición jurídica clásica y europea, el Banco Central de Francia y la Legión de 
Honor, destinada a premiar el talento y los méritos de muchos ciudadanos del mundo.

El poder de Napoleón produjo graves consecuencias en España. La “ilustración” 
de Carlos III concluyó con la coronación de Carlos IV y el gobierno del favorito Godoy. 
Cuando las protestas populares por la presencia de los soldados franceses alcanzaron 
una saludable resonancia en las ciudades y los campos de la península, Carlos IV y su 
hijo mayor, Fernando, mostraron la miseria y el deshonor que cubría, con muy contadas 
excepciones, a la aristocracia española. El valor de una comunidad digna no fue lo que 
inspiró la conducta real, sino la ambición y las pasiones oscuras de Godoy hacia la reina 
María Luisa, las de Fernando y María Antonieta de Nápoles y las confusiones del mismo 
rey Carlos, todo lo cual condujo a una serie de compromisos que se tradujeron, para 
vergüenza de esos tiempos, en el Tratado de Bayona (5 de mayo de 1808). Napoleón 
consiguió por este compromiso la abdicación de Fernando VII en favor de Carlos IV 
(quien poco antes, el 19 de marzo de ese año, había abdicado en favor de Fernando) 
y la entrega de la corona por Carlos IV al mismo Napoleón. Cinco días después de la 
firma del Tratado, Fernando expresó su apoyo a tal entrega de su padre, “a cambio de 
conservar la categoría de príncipe dignatario del Imperio francés y de obtener la renta 

100 Mora, op. cit., tomo II, pp. 249 y 250.
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7de un millón de francos, más alguna posesión territorial”.101 De este modo se consumó 

la ignominia que el pueblo español no toleró. La irritación fue mayor cuando Napoleón, 
por decreto de 6 de junio de 1808, invistió a su hermano José con los poderes del rey 
de España, ocasión que sirvió para que se manifestase de nuevo la bellaquería de las 
castas privilegiadas españolas —militares, alto clero y la nobleza—, que rindieron 
pleitesía y honores a José I de España. La coronación de José Bonaparte y el simulado 
propósito de crear un régimen legalista y moderno con la promulgación de la llamada 
Constitución de Bayona, dada a conocer el 20 de junio de aquel año, no debilitaron la 
decisión de los ciudadanos. “Los patriotas españoles, no sólo continuaron la guerra, 
sino que procedieron a organizar políticamente el país por sí mismos y sin asistencia de 
persona alguna de la familia real o de extranjeros. Era la primera vez que esto ocurría 
en su monarquía europea.”102 El coraje del pueblo y la indudable valentía puesta en 
juego no limitaron su ingenuidad. La consigna popular, apoyada por los liberales de la 
clase media, exigían la libertad y retorno de Fernando VII, el traidor de Bayona apri­
sionado ahora por los franceses. Este propósito se mantuvo en pleno florecimiento de 
un liberalismo avasallador. Con apoyo en las ideas de la Ilustración y en los resultados 
más puros de la Revolución Francesa, las multitudes rebeldes, que probaron su gran 
capacidad organizadora, en diversas regiones, constituyeron las juntas gubernativas y 
después, entre 1809 y 1813, las Cortes de Cádiz, formadas por diputados peninsulares 
y los representantes de las colonias americanas. Altamira señaló: “Gran número de 
ellos, particularmente los delegados de las juntas, traían un sentido reformador, en el 
que venían a condensarse el programa filantrópico y liberal del siglo xviii y las recientes 
influencias de la revolución francesa. Es de notar que el grupo de los innovadores estaba 
formado principalmente por hombres de la clase media ilustrada, algunos miembros de 
la nobleza provinciana y bastantes sacerdotes de espíritu liberal... Fue Muñiz Torrero 
precisamente quien expuso, en el primer discurso parlamentario de nuestra historia 
constitucional, el programa de las reformas que ansiaban aquellos hombres. Juntamente 
con la implantación de ellos, en el grado que luego diremos, se produjo en España el 
mismo hecho que caracterizó desde el punto de vista social el triunfo del constitucio­
nalismo en Francia, a saber: la entrada total, en la vida política, de la clase media... 
que, cada vez más, a medida que avanzó el siglo xix, se había de convertir en la clase 
política por excelencia”.103

Los hechos continuaron su curso y el resultado de la Asamblea fue la Constitución 
de 1812, donde se recogieron, no en sus plenas consecuencias, pero sí con vigor, las 
doctrinas de la modernidad. El nuevo programa liberal mezcla el error con los aciertos. 
Reconocía la soberanía nacional y proclamaba como rey a Fernando VII. Por otra parte, 
se mantuvo la religión católica, la integridad nacional, la separación de los poderes 
del Estado, la inviolabilidad de los diputados, la igualdad ante la ley de españoles y 
americanos y los principios que encuadran la monarquía constitucional. Hay otras cosas 

101 Altamira, op. cit., p. 464.
102 Ibidem, p. 471.
103 Ibidem, pp. 472 y 473.
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la prensa; sumisión del rey a las Cortes en asuntos internacionales y de matrimonio; 
abolición del tormento; presupuesto nacional; cancelación de la jurisdicción feudal; 
libertad de los esclavos negros y prohibición de las penas de azotes y cárcel de los indios 
que rehusaban bautizarse; reconocimiento de los derechos individuales; reformabilidad 
de la Constitución; ministros responsables; municipios con ayuntamiento electivo; 
milicia nacional y ejército permanente; difusión de la educación pública; abolición 
de la Inquisición, pasando los delitos religiosos al conocimiento de los tribunales de 
obispos; limitación del número de comunidades religiosas; reparto de tierras baldías 
y comunales y planteamiento de una contribución directa.104

Ante la imposibilidad de pacificar España y en vista de complicaciones interna­
cionales, Napoleón abandonó la Península, y Fernando VII regresó a ocupar el trono 
(marzo de 1814). Las primeras medidas adoptadas por el gobierno se concentraron en 
la abolición de la Constitución de 1812 y la persecución sin límites del espíritu liberal 
generado por los acontecimientos de Cádiz. 

No sólo persiguió de muerte a los liberales, declaró nulos todos los decretos dados en 
ausencia del rey, restableció la Inquisición, etcétera, sino que extremó su sentido absolu­
tista, retrocediendo a un estado de mayor restricción que el del siglo xviii. A estas medidas 
políticas se añadieron otras de sentido religioso y cultural, mediante las cuales se admitió 
nuevamente a los jesuitas (cuya Compañía había restablecido la Santa Sede en agosto de 
1814), se multiplicaron los conventos de frailes y monjes, se cerraron las universidades y 
los teatros, se prohibió la publicación de más periódicos que la Gaceta Oficial, y se impidió 
toda propaganda en sentido de mejoramiento material o moral del país.105 

El pueblo no fue derrotado por Napoleón; de esto se ocuparon los feudales, la no­
bleza y el clero, capitaneados por Fernando VII, adalid de los traidores y abanderado 
del absolutismo. Los ilustrados partidarios de la Constitución fueron asesinados, unos, 
y desterrados los demás. La desventura española cerró, con el regreso de Fernando, un 
nuevo capítulo de la tragedia de un pueblo admirable.

No pretendemos hacer ahora, frente a la circunstancia histórica de la época, un 
detallado análisis de las diferentes formas que adquirió el liberalismo mexicano del 
siglo xix, en su lucha contra los defensores del statu quo colonial y en la búsqueda de 
una teoría y una práctica política que descubrieran, para el país naciente, los horizontes 
de un desarrollo sólido, progresista y justo. Nos limitaremos a señalar las características 
generales del liberalismo, sus esfuerzos por armonizar las nuevas concepciones con la 
dramática realidad social, y el significado de tal corriente como un instrumento apoyado 
en las mismas raíces de nuestra historia para superar las trabas de una comunidad re­
belde y dispuesta a acelerar su desenvolvimiento. Los liberales y los conservadores no 
han concluido su secular batalla; pero el siglo xix logró, para los primeros, las victorias 
que apuntaron la historia mexicana de nuestros días.

104 Ibidem, pp. 473 y 474.
105 Ibidem, pp. 474 y 475.
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7Los acontecimientos de Bayona, la heroica rebelión del ciudadano español y las 

confusas noticias que llegaron al virreinato sobre la prisión de Fernando VII, originaron 
las preliminares manifestaciones del liberalismo en México. López Cámara escribió: 
“El ayuntamiento de la Ciudad de México propone, sin titubeos, la tesis de que a falta 
de rey que encabece la monarquía española y careciendo, por tanto, de dirección le­
gítima el Imperio, toca a los órganos gubernamentales de la Nueva España convocar 
un congreso general que represente y ejerza la soberanía, convalide las autoridades 
existentes y dicte las medidas convenientes. La idea que fundamenta la insólita pro­
posición es la de que, por defecto o impedimento real del monarca, la nación no puede 
quedar acéfala, ya que la soberanía representada antes por el rey regresa a su fuente 
originaria; el pueblo. Es éste el único que puede legítimamente volverla a depositar 
en otras personas, en instituciones ya existentes, o en organismos creados ex profeso. 
¿Habrá oídos tan delicados —pregunta el licenciado Verdad— que se llenan de escán­
dalo al entender que el pueblo en estos momentos de interdicto extraordinario recobra 
la Soberanía, la hace suya, refluye naturalmente a sí, y la transmite a las personas de 
su confianza para devolverla después a su Señor?106 En el mismo sentido se pronunció 
fray Melchor de Talamantes: “Luego que éstos (los monarcas) faltan para el cuerpo 
civil por cualquier circunstancia como la presente, o que se extinguen todas las ramas 
de la familia reinante, la nación recobra inmediatamente su potestad legislativa como 
todos los demás privilegios y derechos de la Corona...”.107 Igual que la clase media 
ilustrada española buscó en la soberanía popular la manera de justificar la convocatoria 
a Cortes y la rebelión contra el invasor francés, sustituyendo interinamente el ejercicio 
del poder real impedido por hechos extraordinarios, los criollos novohispanos, armados 
de la filosofía moderna, descorrieron los velos que ocultaban al pueblo y exhibieron su 
soberanía originaria como la base en que podría sustentarse la validez política de la 
acción del Congreso. No se trataba de romper violentamente la continuidad de la so­
beranía real. Primo Verdad y Azcárate acudieron al virrey Iturrigaray para que prestara 
su auxilio a la realización de los proyectos del Ayuntamiento de la Ciudad de México, 
y le explicaron que quedaría a la cabeza del gobierno.

La novedad del brote liberal era el manejo del pueblo y la nación como depositarios 
de una facultad negada por el absolutismo tradicional mantenido, en España, por la 
Casa de Borbón. El pueblo, según la nueva doctrina se enfrentaría al llamado derecho 
divino de los reyes —ya en crisis desde fines del siglo xviii— y este propósito alarmaría 
los intereses creados de la época. Hay una clara autonomía en el juego de las fuentes 
del poder. El triunfo de la sostenida por los hombres del Ayuntamiento significaría no 
sólo un cambio profundo en la teoría política prevaleciente en la Nueva España, sino 
también la amenaza de que esa raíz nacional de la soberanía transformara las institu­
ciones, la distribución de la riqueza y de los prestigios, y el sistema establecido por 
la Corona. Si el pueblo recuperase la facultad de gobernarse a sí mismo ante sucesos 
extraordinarios, lograría a la vez el derecho de velar por su seguridad y bienestar, lo 

106 López Cámara, op. cit., p. 73.
107 Citado por López Cámara, en Ibidem, pp. 73 y 74.
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lidad de subvertir el orden con la aplicación de reformas inadmisibles para los grupos 
beneficiarios del sistema.

Pero hubo otras consecuencias importantes. En la tesis de los criollos existe una 
explicación del origen de las monarquías: 

Obligado el hombre a defenderse de la naturaleza o de las arbitrariedades de sus semejantes, 
pónese de acuerdo con los demás hombres que se ven amenazados con iguales causas, y 
entre todos escogen el más fuerte o el más sabio para que dirima las controversias, evite los 
abusos y defienda a todos de los peligros comunes. Se establece de este modo un acuerdo 
tácito entre el rey, que se compromete a gobernar rectamente a sus súbditos, y éstos, que 
acuerdan obedecerle y respetarle. 
El hombre tímido, dice Verdad, que se vio acosado por las fieras a quienes no pudo vencer, 
o de los vecinos que le acechan sus propiedades, buscó un apoyo de su conservación, lo 
halló en un hombre robusto que con su fortaleza pudiera rechazar la fuerza que lo oprimía, 
o en un sabio que con su ingenio pudiese dirigirlo, y en su astucia librarlo de sus enemigos; 
entregóse a él, renunciando en sus manos por sí, sus hijos y descendientes, una parte de 
su libertad; juróle obediencia y quedó obligado a sus mandatos”.108 

Reducir la monarquía a un mandato popular, y al ejercicio de la libertad original 
de los hombres, era poner en marcha el pensamiento de los enciclopedistas y pecu­
liarmente el de J. J. Rousseau. En las ideas de Primo Verdad se encuentra imbíbito el 
contrato social, subyacente en las doctrinas democráticas de la época, arma decisiva 
para liquidar, en la conciencia del siglo xviii, la supremacía del rey absoluto. La ab­
dicación de Carlos IV y del príncipe de Asturias, según declaró el Ayuntamiento de 
México, “es contra los derechos de la Nación a quien ninguno puede darle rey si no es 
ella misma, por el consentimiento universal de sus pueblos, y esto en el único caso en 
que por la muerte del rey no quede sucesor legítimo de la corona”.109 Azcárate se sumó 
a esta doctrina. Así fue como, en 1808, los mexicanos hicieron resonar, en limpia con­
fluencia, las antiguas corrientes humanistas del siglo xviii mexicano y el pensamiento 
sólido y penetrante de la Ilustración.

Sin embargo, la generación del Ayuntamiento no llevó a sus últimas consecuen­
cias la teoría de la soberanía popular. Entre la tesis moderada de Montesquieu y el 
pensamiento radical de Rousseau, los ilustrados criollos se detuvieron en la primera 
y declararon que la voluntad nacional debe prevalecer en casos de crisis, pero que su 
voz sólo podía oírse traducida por sus verdaderos representantes. 

El principal error político de Rousseau en su Contrato social —escribió Talamantes— 
consiste en haber llamado indistintamente al pueblo al ejercicio de la soberanía, siendo 
cierto que, aun cuando él tenga derechos a ella, debe considerársele siempre como menor 

108 López Cámara, op. cit., pp. 74 y 75.
109 Ibidem, p. 76.
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7que por sí mismo no es capaz de sostenerla, necesitando, por su ignorancia o impotencia, 

emplear la voz de sus tutores; esto es, de sus verdaderos y legítimos representantes.110 

¿Quiénes son estos legítimos representantes? 

El pueblo de que se habla —afirma Luis Villoro— es el que se supone representado en los 
ayuntamientos y que, en verdad, está formado por los hombres honrados de cierta educación 
y posición social en cada villa, con exclusión, naturalmente, de indios y castas. En realidad, 
es la clase media criolla, que domina esos cuerpos, la que obtendría la dirección del congreso 
propuesto. Son los conquistadores españoles quienes hicieron el pacto con la Corona, no los 
aborígenes. Quienes dirigen ahora la lucha descienden de aquéllos y tan alejados están en 
este momento de los peninsulares como del pueblo verdadero. Para que el movimiento hacia 
el origen siga adelante será menester que otras clases sociales, hasta ahora silenciosas, se 
hagan presentes.111 

El mismo síndico Verdad declaró que el pueblo estaba formado por las “autorida­
des constituidas”, al dar respuesta a una pregunta formulada por el oidor Aguirre. El 
Ayuntamiento, al proponer la realización del congreso que debía instituir la norma de 
conducta de la nación, trasladaba a este órgano el ejercicio de la soberanía “popular” 
y fincaba la base para el nacimiento de un nuevo gobierno de las “clases decentes y 
educadas”.

El intermedio que se creó entre la fecha de la iniciativa del Ayuntamiento y la 
perspectiva de su realización mostró claramente el alcance y significado del programa 
de los criollos. Sus repercusiones se advirtieron en otros sectores de la clase ilustrada, 
que intentaron continuar la línea trazada por el grupo de síndicos liberales, como ocurrió 
con la Junta de Valladolid y entre los miembros de las altas jerarquías coloniales. Los 
demás grupos fueron indiferentes a la dialéctica del lienciado Verdad. Esto no supone 
que la población de México se mantuviera al margen de los procesos de la independen­
cia; por lo contrario, su vocación fue clara cuando el cura Hidalgo la convocó el 16 de 
septiembre de 1810. Los peones, los obreros y las clases medias del campo y la ciudad 
no percibieron, en el programa de los criollos, una acción orientada al cambio de sus 
condiciones sociales y económicas. La enorme mayoría de los habitantes anhelaban una 
independencia fundada en el rompimiento de las estructuras predominantes, y el mismo 
pueblo, sordo a las palabras de Verdad. Talamantes y Azcárate apoyaron con entusiasmo 
las reformas agrarias propuestas por Hidalgo y Morelos. No ocurrió lo mismo en los 
medios de la aristocracia. “Apenas el Real Acuerdo —reducto político e ideológico 
de los dirigentes del partido peninsular— se entera de las audaces proposiciones del 
Ayuntamiento de la Ciudad de México y de las ideas, a su manera de ver, francamente 
‘subversivas’ en que las trata de fundar, se apresta a combatirlos por todos los medios a 

110 Citado por López Cámara, en Ibidem, p. 77.
111 Luis Villoro, “Las corrientes ideológicas en la época de la Independencia”, en Estudios de historia de la 

filosofía en México, pp. 213 y 214.
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por Gabriel Yermo concluyó en la expulsión del virrey Iturrigaray y el encarcelamiento 
de Francisco B. Cisneros, Beristain, Melchor de Talamantes, Primo Verdad y otros miem­
bros del grupo liberal. Primo Verdad fue asesinado en su misma prisión y Talamantes, 
víctima de la fiebre amarilla, murió en San Juan de Ulúa. El arzobispo, los oidores y 
otros representantes de los españoles europeos, en septiembre de 1808, invistieron a 
Pedro de Garibay con los poderes gubernamentales, y después dedicaron su energía 
a perseguir a los simpatizadores de las ideas nuevas. Los principales miembros de la 
Junta de Valladolid —Michelena, Vicente Santa María, Ruiz de Chávez y Quevedo— 
fueron reducidos a prisión.

Los argumentos del Real Acuerdo para refutar la doctrina de los criollos se limitaron 
a repetir las ideas tradicionales. Frente a la soberanía popular, se recordó el derecho 
divino de los reyes, y en consecuencia, la imposibilidad de que el pueblo tuviera la 
facultad de “mudar la constitución una vez establecida”. “Si el pueblo tuviera seme­
jante arbitrio —afirmó el fiscal del crimen—, ¿cuál sería la suerte de la autoridad 
pública, cuál la seguridad de las personas que la desempeñan, con cuánta facilidad 
los malévolos intentarían y lograrían su iniquidad a la sombra de la voz popular?” Y 
respecto a la celebración del congreso propuesto por el Ayuntamiento, el fiscal recalcó: 
“...semejantes doctrinas son las que nos enseñan varios autores católicos...; pero éstos 
se quieren tumbar con el establecimiento de una junta, de un congreso general en 
quien se pretende que ha caído la soberanía, error y delito digno de la abominación y 
del castigo”.113

El Real Acuerdo mantuvo la situación en el estado en que se encontraba; pero el 
fin de las pretensiones del Ayuntamiento no terminó con la expulsión de Iturrigaray y 
el asesinato de Primo Verdad. El doctor Mora comentó: “Así dio fin una revolución, de 
la cual las gentes pensadoras deseosas de la felicidad de la Patria habían concebido 
tan lisonjeras esperanzas. Los españoles, desconociendo la marcha del siglo y aun de 
la misma revolución de su patria, quisieron un imposible, evitar la independencia que 
se venía ya de su peso; acertaban en el juicio que formaron de que la masa general ni 
entendía lo que significaba esta voz, ni podía desear lo que no conocía; pero se enga­
ñaron torpemente en creer que este estado podría ser duradero, así porque en España 
comenzaban a difundirse con suma rapidez las ideas de soberanía nacional y sistema 
representativo, de donde naturalmente habían de pasar a México, como porque el odio 
a la prepotencia de los españoles y al uso inmoderado que de ella hacían, se aumentaba 
diariamente, y tomaba por instantes el carácter de un sentimiento popular”.114

Pedro Garibay terminó su gobierno en julio de 1809 y lo suplió el arzobispo de 
México, Francisco Javier Lezama y Beaumont, quien entregó el poder de la Audiencia 
en mayo de 1810. En nombre del real cuerpo gobernó su regente, Pedro Catani, hasta 

112 López Cámara, op. cit., p. 81.
113 Citado por López Cámara, en Ibidem, p. 83.
114 Mora, op. cit., tomo II. p. 306.
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cuyas manos estalló, tres días después, la revolución de Independencia.
La contradicción entre criollos y peninsulares —liberales y conservadores— tomó 

un nuevo rumbo a partir de septiembre de 1810. El partido conservador de los europeos 
unió sus fuerzas y desató contra Hidalgo la más violenta, cruel e irracional persecución. 
Lezama y Beaumont, Manuel Abad y Queipo, obispo de Michoacán, Juan Cruz Ruiz de 
Cavañas, obispo de Guadalajara, y el Santo Oficio se convirtieron en los más violentos 
instrumentos de la ideología contrarrevolucionaria. En su documento de 24 de sep­
tiembre de 1810, el arzobispo de México, al enjuiciar a Hidalgo, escribió lo siguiente: 

Pero ya que al frente de los insurgentes se halla un ministro de Jesucristo (mejor diré 
de Satanás), preconizando el odio y el exterminio de sus hermanos y la insubordinación 
al poder legítimo, yo no puedo menos de manifestaros que semejante proyecto no es ni 
puede ser de quien se llama cristiano: es contrario a la ley y doctrina de Jesucristo; y si el 
observar lo que él mismo nos manda sobre la caridad de nuestros hermanos, os conducirá 
al cielo, el practicar lo contrario os llevará infaliblemente al infierno. Mirad qué precursor 
del Anticristo se ha aparecido en nuestra América para perdernos.115 

Una vez que ha identificado a Hidalgo con los hijos del mal, atribuyéndole natu­
raleza diabólica, dedica el resto de su exhortación a calificar al Padre de la Patria con 
los adjetivos más violentos y crueles. En una parte del extenso documento lo llama 
ambicioso perturbado, extraviado y ciego, e invita a sus seguidores a abandonar a quien 
“será vencido por otro espíritu peor y más fuerte”.

Abad y Queipo extremó la situación. El llamado de Lezama y Beaumont se trans­
formó en un edicto de excomunión de los insurgentes. El 24 de septiembre de 1810, 
el obispo de Michoacán publicó un escrito en el que degradó el valor de la revolución 
francesa y dictó su sentencia contra Hidalgo. En relación con Francia dijo: 

...el ejemplo más análogo a nuestra situación lo tenemos inmediato en la parte francesa de 
la Isla de Santo Domingo, cuyos propietarios eran los hombres más ricos, acomodados y 
felices que se conocían sobre la Tierra, la población era compuesta, casi como la nuestra, 
de franceses europeos y franceses criollos, de indios naturales del país, de negros y mu­
latos y de castas resultantes de las primeras clases. Entró la división por efecto de la citada 
revolución francesa, y todo se arruinó y destruyó en lo absoluto... Pero la anarquía en Santo 
Domingo degolló a todos los blancos franceses y criollos, sin haber quedado uno siquiera; 
y degolló los cuatro quintos de todos los demás habitantes, dejando la quinta parte restante 
de negros y mulatos en odio eterno y guerra mortal, en que deben destruirse enteramente. 
Devastó todo el país, quedando y destruyendo todas las posesiones, todas las ciudades, 
villas y lugares, de suerte que el país mejor poblado y cultivado que había en todas las 
américas, es hoy un desierto, albergue de tigres y leones.116 

115 Genaro García (ed.), “El clero de México y la Guerra de Independencia”, en Documentos inéditos o muy raros 
para la historia de México, México, 1906, tomo IX, pp. 9 y ss.

116 Ibidem, tomo IX, p. 21.
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Nueva España y habla concretamente de Hidalgo en estos términos: 

Un ministro de Dios de la paz, un sacerdote de Jesucristo, un pastor de almas (no qui­
siera decirlo), el Cura de Dolores, D. Miguel Hidalgo (que había maneado hasta aquí mi 
confianza y mi amistad), asociado de los capitanes del Regimiento de la Reina D. Ignacio 
Allende, D. Juan de Aldama y D. José Mariano Abasolo, levantó el estandarte de la rebelión 
y encendió la tea de la discordia y anarquía, y reduciendo a una porción de labradores 
inocentes, les hizo tomar las armas, y cayendo con ellos sobre el pueblo de Dolores, el 16 
del corriente, al amanecer, sorprendió y arrestó a los vecinos europeos, saqueó y salvó sus 
bienes..., amenazando a los pueblos que los ha de degollar si le oponen alguna resistencia 
e insultando a la religión y a nuestro soberano D. Fernando VII, pintó en un estandarte la 
imagen de nuestra augusta patrona, Nuestra Señora de Guadalupe, y le puso la inscripción 
siguiente: Viva la Religión. Viva Nuestra Madre Santísima de Guadalupe. Viva Fernando 
VII. Viva la América y muera el mal gobierno.117 

Abad y Queipo, en su edicto, se envolvió en reflexiones sobre el significado nega­
tivo de tales actos, y después de explicar que es él europeo de origen y americano por 
adopción, por voluntad y por domicilio de más de 31 años declaró 

que el referido D. Miguel Hidalgo, Cura de Dolores, y sus secuaces, los tres citados capi­
tanes, son perturbadores del orden público, seductores del pueblo, sacrílegos, perjuros, y 
que han incurrido en la excomunión mayor del Canon: Siguis saudente diabolo, por haber 
atentado contra la persona y la libertad del sacristán de Dolores... Los declaran excomul­
gados citandos, prohibiendo, como prohíbo, el que ninguno les dé socorro, auxilio y favor, 
bajo la pena de excomunión mayor.118 

La tremenda sanción fue extendida a todos los compañeros de armas del heroico 
cura de Dolores, y para acentuar el anatema, el autor del edicto reafirmó las admo­
niciones: “...declaro que el dicho Cura Hidalgo y sus secuaces son unos seductores 
del pueblo y calumniadores de los europeos... Los europeos no tiene ni pueden tener 
otros intereses que los mismos que tenéis vosotros los naturales del país...”,119 Insistió 
nuevamente en la necesaria armonía que debía subsistir entre España y la colonia, y en 
la obediencia a la Corona y al virrey, y en fin, invitó a los fieles a huir de la tentación 
satánica que representaban los insurgentes: “Sí, mis caros y amados fieles: tales son 
los efectos inevitables y necesarios de la anarquía. Detestadla con todo vuestro corazón; 
armaos con la fe católica contra las redenciones diabólicas que os conturban; fortificad 
vuestro corazón con la caridad evangélica...”.120

Entre el 16 de octubre y los últimos días de diciembre de 1810, se registraron 
hechos interesantes. Mariano Escandón y Llera, conde de Sierra Gorda y gobernador 

117 Ibidem, tomo IX, pp. 22 y 23.
118 Ibidem, tomo IX., p. 25.
119 Ibidem, tomo IX. p. 25.
120 Ibidem, tomo IX, pp. 26 y 27.
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el edicto de excomunión, acabó por anularlo en sus efectos. Esto provocó alarma en el 
arzobispado de México y en las demás principales autoridades eclesiásticas. En 11 de 
octubre, Lizama y Beaumont ratificó la validez y legitimidad de la excomunión ordenada 
por el obispo de Michoacán. En 29 de diciembre, el mismo Escandón y Llera ofreció 
deslucida satisfacción al pueblo cristiano por haber mandado fijar rotulones, en los que 
se levantaba la pena impuesta al cura Hidalgo y “sus secuaces”. Hacia entonces, el 
Santo Oficio ya había hecho publicar su abrumador citatorio expedido el 13 de octubre. 
El tribunal de la Inquisición llamaba al cura Hidalgo para que respondiese a las acu­
saciones del fiscal de dicha institución. Éstas, según constan en el edicto, se formularon 
en un proceso iniciado en 1800 y continuado hasta 1809, y en el cual se hizo aparecer 
que el cura de Dolores era culpable del delito de herejía y apostasía, y 

hombre sedicioso, sigmático y hereje formal por las doce proposiciones que habéis proferido 
y procurado enseñar a otros, que han sido la regla constante de vuestras conversacio­
nes y conducta, y son en compendio las siguientes: negáis que Dios castiga en este mundo 
con penas temporales; la autenticidad de los lugares sagrados, de que consta esta verdad; 
habéis hablado con desprecio de los papas y del gobierno de la Iglesia...; aseguráis que 
ningún judío que piense con juicio se puede convertir, pues no consta la venida del Mesías; 
y negáis la perpetua virginidad de la Virgen María; adoptáis la doctrina de Lutero en orden 
a la Divina Eucaristía y confesión auricular, negando la autenticidad de la epístola de San 
Pablo a los de Corinto, y asegurando que la doctrina del Evangelio de este sacramento está 
mal entendida en cuanto a que creemos la existencia de Jesucristo en él; tenéis por inocente 
y lícita la polución y fornicación... por cuyo error habéis sido tan libertino que hicisteis 
pacto con vuestra manceba de que os buscase mujeres para fornicar, y que para lo mismo 
le buscaríais a ella hombres, asegurándola que no hay infierno ni Jesucristo; y finalmente, 
que sois tan soberbio que decís que no os habéis graduado de Doctor en esta Universidad 
por ser su claustro una cuadrilla de ignorantes.121 

En 24 de octubre, el obispo de Guadalajara, doctor Juan Cruz Ruiz de Cavañas 
redactó un edicto, en el cual hizo extensiva la excomunión contra Hidalgo a los habi­
tantes de su diócesis que abrazaran la causa de la Independencia.

En el documento de 15 de diciembre de 1810, don Miguel Hidalgo publicó un 
manifiesto destinado a contestar los cargos del Santo Oficio y a definir los propósitos 
que inspiraron el levantamiento del 16 de septiembre. Hidalgo rechazó, en primer lugar, 
las falsas imputaciones que se hicieron en su contra: 

¿Quién creería, amados conciudadanos, que llegase hasta este punto el descaro y atrevi­
miento de los gachupines? ¿Profanar las cosas más sagradas para asegurar su intolerable 
dominación? ¿Valerse de la misma religión santa para abatirla y destruirla? ¿Usar de ex­
comuniones contra toda la mente de la Iglesia? ¿Fulminarlas sin que intervenga motivo de 
religión?... Ellos no son católicos sino por política: su Dios es el dinero, y las conminaciones 

121 Ibidem, tomo IX, pp. 39 y 40.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



152 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

se
gu

nd
a 

| 
Vo

lu
m

en
 IV sólo tienen por objeto la opresión. ¿Creéis, acaso, que no puede ser verdadero católico el 

que no esté sujeto al déspota español?.122 

Un verdadero católico, como Hidalgo, no podía dejar de mostrar el engaño mane­
jado por los altos prelados del virreinato. Ellos confundieron la religión con su política 
e intentaron justificar la segunda con base en los valores de la primera; su finalidad, 
que causó desconcierto en los primeros meses, fue oportunamente denunciada en el 
manifiesto de Hidalgo: “...no escuchéis las seductoras voces de nuestros enemigos, que, 
bajo el velo de la religión y de la amistad, os quieren hacer víctimas de su insaciable 
codicia”.123 ¿Qué son los gachupines? Hidalgo propuso una tonante respuesta: a) Son 
hombres desnaturalizados y ambiciosos, “siempre que se les presente el vil interés, os 
sacrificarán con la misma frescura que han abandonado a sus propios padres”. b) El 
móvil de todas sus fatigas “no es sino su sórdida avaricia. Ellos no han venido sino por 
despojarnos de nuestros bienes, por quitarnos nuestras tierras, por tenernos siempre 
avasallados bajo sus pies”.124

El objeto de la revolución de Independencia, —aseguró Hidalgo, después de re­
afirmar su fe— es el de conquista de los americanos por medio de la destrucción y 
rompimiento de los lazos “de ignominia con que nos han tenido ligados tanto tiempo”. 
Para lograrlo debía consolidarse la unidad de los mexicanos y proceder de acuerdo con 
una estrategia política que el Padre de la Patria resumió en los siguientes términos: 

Establezcamos un congreso que se componga de representantes de todas las ciudades, villas 
y lugares de este Reino, que, teniendo por objeto principal mantener nuestra santa religión, 
dicte leyes suaves, benéficas y acomodadas a las circunstancias de cada pueblo. Ellos en­
tonces gobernarán con la dulzura de padres; nos tratarán como a hermanos; desterrarán la 
pobreza, moderando la devastación del Reino y la extracción de su dinero; fomentarán las 
artes; se avivará la industria; haremos uso libre de las riquísimas producciones de nuestros 
feraces países, y a la vuelta de pocos años, disfrutarán sus habitantes de todas las delicias 
que el Soberano Autor de la naturaleza ha derramado sobre este vasto continente.125

La réplica del tribunal de la Inquisición al manifiesto de Hidalgo es una muestra 
extraordinaria de la debilidad ideológica del grupo conservador. En ningún momento 
pudo abatir las argumentaciones de Hidalgo y, por lo contrario, se limitó a injuriarlo en 
la forma más soez. La respuesta se produjo el 26 de enero de 1811. He aquí sólo algunos 
de los calificativos que dedicaron al Generalísimo de las Armas Americanas: “impío”, 
“monstruo”, “ luterano”, “ateo y materialista”, “hipócrita”, “rebelde y sedicioso”, 
“ateo cruel y deshonesto” y “feroz enemigo de los que llama sus conciudadanos”.126

122 Ibidem, ttomo IX, p. 46.
123 Ibidem, tomo IX, p. 47.
124 Idem.
125 Ibidem, tomo IX, p. 48.
126 La réplica aparece en las páginas 49 a 55 de Genaro García, op. cit., tomo IX.
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necesidad de convocar a la unidad del pueblo en torno del pensamiento revolucionario 
provocaron una más nítida expresión de los ideales de la Independencia. Si en un prin­
cipio la insurgencia se apoyó en el grito de Dolores: “¡Viva nuestra Madre Santísima 
de Guadalupe! ¡Viva Fernando VII! ¡Viva la América!”, poco tiempo después se ha­
blaba de la convocatoria a un congreso constituyente del país y se afrontaba, por vez 
primera, la reforma de las estructuras económicas y sociales. Los ideales políticos del 
cura de Dolores culminaron, en 1812, con la redacción de los Elementos constitucio­
nales circulados por el señor Rayón, que reflejaron en buena parte los puntos de vista 
expuestos por Hidalgo.127 En ellos se declaró la libertad e independencia de América 
y se atribuyó al pueblo la calidad de fuente inmediata de la soberanía. Sin embargo, la 
soberanía se hizo residir en la persona del señor Fernando VII, y su ejercicio se trans­
formó en facultad exclusiva del Supremo Congreso Nacional Americano.128 Desde su 
respuesta a la Inquisición, Hidalgo hizo notar el sentido democrático del movimiento de 
Independencia, al postular, en dicho documento, la necesidad de convocar un congreso 
representativo. El reconocimiento de Fernando VII significó una transacción con las  
corrientes tradicionales, impuesta por las circunstancias, y una coincidencia con  
las opiniones de la generación de 1808.

Las dos medidas orientadas a provocar una transformación del sistema colonial 
fueron el decreto de Hidalgo contra la esclavitud y las gabelas, de 19 de octubre de 
1810, promulgado por el intendente José María de Ansorena Caballero y confirmado 
por los decretos de 29 de noviembre y 6 de diciembre de 1810, donde se ordenaba 
la devolución de las tierras a los pueblos indígenas. En el primero de ellos Ansorena 
previno, por mandato de Hidalgo, 

a todos los dueños de esclavos y esclavas, que luego, inmediatamente que llegue a su 
noticia esta plausible orden superior, los pongan en libertad, otorgándoles las necesarias 
escrituras de atala horria con las inserciones acostumbradas para que puedan tratar y 
contratar, comparecer en juicio, otorgar testamentos, codicilos y ejecutar las demás cosas 
que ejecutan y hacen las personas libres; y si no lo hacen así los citados dueños de esclavos 
y esclavas, sufrirán irremisiblemente la pena capital y confiscación de todos sus bienes... 
Es también el ánimo piadoso de Su Excelencia quede totalmente abolida para siempre la 
paga de tributos por todo género de castas, sean las que fueren, para que ningún juez ni 
recaudador exija esta pensión ni los miserables que antes la satisfacían la paguen....129 

En el decreto de 29 de noviembre se reiteró la abolición de las leyes de esclavitud, 
y en el de 5 de diciembre se declaró: “Desde el feliz momento en que la valerosa nación 
americana tomó las armas para sacudir el pesado yugo que por espacio de tres siglos la 
tenía oprimida, uno de sus principales objetos fue exterminar tantas gabelas con que 
no podía adelantar su fortuna; mas como en las críticas circunstancias del día no se 

127 Alfonso García Ruiz, Ideario de Hidalgo, México, 1955, p. 29.
128 Véase Ernesto de la Torre Villar, op. cit., tomo II, pp. 78 y ss.
129 Ibidem, tomo II, p. 47.
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tiene el reino para las costas de la guerra, se atiende por ahora a poner el remedio en 
lo más urgente...”.130 Estas medidas eran: a) la abolición de la esclavitud; b) “el cese 
para lo sucesivo de la contribución de tributo, respecto de las castas que lo pagaban 
y toda exacción que a los indios se les exija”; y c) el uso de papel común en todos los 
negocios judiciales, documentos, escrituras y actuaciones, y el consecuente desuso 
del papel sellado. Se estimuló también la producción de pólvora y se pidió el debido 
cumplimiento en lo ordenado.

El decreto de Hidalgo por el que mandó la restitución de la tierra a los campesinos 
es muy breve: 

Por el presente mando a los jueces y justicias del distrito de esta capital, que inmediata­
mente procedan a la recaudación de las rentas vencidas hasta el día, por los arrendatarios 
de las tierras pertenecientes a las comunidades de los naturales, para que enterándolos en 
la Caja Nacional se entregue a los referidos naturales las tierras para su cultivo, sin que 
para lo sucesivo puedan arrendarse, pues es mi voluntad que su goce sea únicamente los 
naturales en sus respectivos pueblos. Dado en mi Cuartel General de Guadalajara a 5 de 
diciembre de 1810.131 

No existen constancias sobre la forma pensada por Hidalgo para llevar adelante 
su programa agrario. 

En los documentos que podemos considerar como expresión directa de su pensamiento, no 
se hallan disposiciones, previsiones ni frases que puedan servir para aclararlo. En los que 
indirectamente hemos apoyado nuestra interpretación acerca de su pensamiento agrario, 
los términos que se emplean son los de “restituir” y “repartir”. El primero es claro que 
alude a la devolución a los pueblos de las tierras que antiguamente les pertenecían y por 
diversos medios les fueron arrebatadas por extraños —fueron españoles, criollos, indios 
o de cualquiera otra raza— fundando la restitución en los títulos de anterior posesión y 
calculando la extensión de lo restituible a base de las referencias de límites que los propios 
títulos alegados contuviesen. El segundo parece haber significado, entonces como ahora, la 
devolución fundada no estrictamente en un título de anterior posesión, sino en un concepto 
de justicia social más amplio, cuyas razones eran el supuesto histórico del despojo que los 
conquistadores —contra el que muchas veces la costumbre jurídica indígena no estaba en 
aptitud de defenderse por falta de pruebas concretas— y la necesidad pública y social de 
acudir en ayuda de la clase que, por virtud de ese despojo, había perdido su único medio 
de vida y, fuera de sus formas sociales propias, estaba entregándose como gañán, es decir, 
como asalariada, a los dueños de la tierra que antes fue suya.132

La reforma agraria y la abolición de la esclavitud, ordenadas por Hidalgo, fueron 
medidas muy importantes para la época. La primera de ellas, en el caso de llevarse 

130 Ibidem, tomo II. p. 49.
131 Ibidem, tomo II, p. 48.
132 García Ruiz, op. cit., pp. 68 y 69.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Estudios históricos y doctrinarios | 155

La
s l

uc
ha

s i
de

ol
óg

ica
s e

n 
el 

sig
lo

 x
ix

 y 
la 

Co
ns

tit
uc

ió
n 

de
 1

85
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producción, y consecuentemente del ingreso. La más importante empresa española, 
como se dijo en el capítulo anterior, se fundaba en la propiedad feudal y la explotación 
de mano servil y esclava. La redistribución de la tierra y su reparto entre las comuni­
dades indígenas significaron el más violento ataque contra la situación existente, por 
cuanto sentaban las bases para romper el latifundio colonial y liberar a la población 
campesina de las condiciones que impedían su libre desenvolvimiento. La abolición 
de la esclavitud, inspirada en el principio liberal de la igualdad de todos los hombres 
ante la ley, suponía también un cambio profundo en la estratificación social generada 
por las instituciones implantadas por la Corona en la Nueva España.

Los peninsulares se dieron cuenta clara de la trascendencia del pensamiento y 
la acción de los insurgentes, y por ello reunieron todas sus fuerzas para lanzarlas, sin 
piedad, a la decisiva batalla. La dignidad de Hidalgo y Allende, que resplandece por 
enésima vez en su respuesta al indulto del virrey Venegas (1 de marzo de 1811), no 
detuvo la tragedia de junio y julio de ese año. El miércoles 26 de junio de 1811 fueron 
fusilados, en Chihuahua, los héroes Allende, Aldama, Jiménez y Santa María, y unos 
días después, el martes 30 de julio a las 7 de la mañana, fue también fusilado el gran 
libertador de la nación mexicana, don Miguel Hidalgo y Costilla, cura de Dolores y jefe 
de la insurgencia. Su muerte no detuvo el movimiento revolucionario. Ellos tuvieron 
razón al advertir a Venegas que “Toda la nación está en fermento: estos movimientos han 
despertado a los que yacían en letargo. Los cortesanos que aseguran a Vuestra Excelen­
cia que uno u otro sólo piensan en la libertad, lo engañaron. La conmoción es general, 
y no tardará México en desengañarse, si con oportunidad no se prevén los males”.133

El liberalismo mexicano naciente enriqueció su acervo ideológico. Después de Hi­
dalgo era evidente una clara separación entre el significado sagrado de la religión como 
valor espiritual y la acción política de la Iglesia. Clero y religión serán, para el futuro, 
dos conceptos totalmente distintos. El liberalismo será respetuoso con las creencias y la 
fe; pero muy consciente del peligro representado por las actividades políticas clericales. 
Hay otro hecho fundamental: la generación de Hidalgo, con brillante lucidez, señaló 
el auténtico rumbo de la Independencia; no se trataba sólo de conquistar la libertad 
política, sino de fundarla en una transformación económica y social que rompiera, en 
primer lugar, con las formas establecidas por la tradición, y, en segundo, que abriera 
las puertas al progreso. Tales aspectos no se formaron en el patrimonio ideológico del 
grupo de 1808. Su generosidad se advierte en las líneas políticas de los continuadores. 
Ignacio López Rayón, José María Liceaga y después José María Morelos, principalmente 
este último, llevaron a plena madurez la doctrina libertadora.

La distancia que separa los Elementos constitucionales y el documento titulado 
Sentimientos de la Nación —los 23 puntos dados por Morelos para la Constitución— 
marca el proceso evolutivo del pensamiento liberal de la insurgencia. Con mucha razón 
se ha observado que don Ignacio López Rayón, criollo, abogado, aficionado a la lectura 
e hijo mayor de un matrimonio que fue semillero de insurgentes, “es un personaje bá­

133 Respuesta de Hidalgo y Allende al indulto del virrey Venegas, en De la Torre y Villar, op. cit., tomo I, p. 36.
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generación, asentaba un pie en el siglo xviii y otro en el xix, y sospechamos hasta el 
final de sus días (murió el 2 de febrero de 1832), no pudo desprender esa parte de su 
ser que se aferraba a un tempus, mental y espiritual, definitivamente superado. Carácter 
tan interesante como difícil, claro y diáfano en ocasiones, sinuoso y tortuoso no pocas 
veces, dueño de encomiables cualidades que a menudo le regatearon sus adversarios 
y de graves defectos que le disimularon sus parciales, no es fácil aprehenderlo si ha 
resultado cómodo historiarlo. Situado entre dos recias personalidades, la de Hidalgo 
y la de Morelos, muy superiores a la suya, ha padecido en la posteridad el eclipse 
correspondiente a esos soles que se opacan; y aunque tal ostracismo conlleva un dejo 
de injusticia o “mala suerte”, no creemos que su situación cambiara radicalmente, 
aun cuando se ahondaran las investigaciones en torno a su figura y a su época...”.134

Los elementos constitucionales mantienen el pecado original. En el punto 5º se 
expresa que “la soberanía dimana inmediatamente del pueblo, reside en la persona del 
señor Fernando VII y su ejercicio en el Supremo Congreso Nacional”.135 La reinciden­
cia en la cita de Fernando VII es un problema de la época. El grupo liberal de 1808 
así lo hizo, y también cuatro años después, los ilustrados españoles de la Constitución 
de 1812. Sin embargo, la conjunción de los conceptos de soberanía popular y realeza 
borbónica dio motivo al siguiente comentario de Morelos: “Al número 5, la proposición 
del señor don Fernando VII es hipotética” (7 de noviembre de 1812).136 Pedro de Alba 
anotó al respecto: “...al escribir desde Tehuacán, el general Morelos, algunos comenta­
rios acerca de los elementos constitucionales compuestos por don Ignacio Rayón, dice, 
con aquella concisión característica en él, al referirse a la cláusula quinta, en la que 
Rayón declara que la soberanía dimana del pueblo y reside en la persona del señor 
don Fernando VII, que “la proposición del señor don Fernando VII es hipotética”, lo 
cual demuestra que Morelos se había resuelto a no consecuentar más con el giro de 
defensa para los intereses de los Borbones que se le dio aparentemente a la primitiva 
insurrección, y meditaba ya formalmente en la emancipación y el establecimiento de 
un gobierno propio, con las facultades que más tarde expresó, para que se implantara 
el sistema más adecuado al pensamiento y al sentir de la nación”.137

En una carta reservada (4 de septiembre de 1811) que envió Rayón al general 
Morelos, redactada un día después de que se declaró la necesidad de organizar la junta 
de Zitácuaro (19 de agosto de 1811), se expresan los motivos para invocar el nombre de 
Fernando VII: “Habrá sin duda reflejado V. E. que hemos apellidado en nuestra junta 
el nombre de Fernando VII que hasta ahora no se había tomado para nada; nosotros, 
ciertamente no lo habríamos hecho, si no hubiéramos advertido que nos surte el mejor 
efecto: con esta política hemos conseguido que muchas de las tropas de los europeos 
desertándose se hayan reunido a las nuestras; y al mismo tiempo que algunos de los 

134 Ernesto Lemoine Villacaña, Morelos, México, 1965, pp. 93 y 94.
135 “Elementos constitucionales circulados por el Sr. Rayón”, en Primer Centenario de la Constitución de 1824, 

México, 1924, pp. 95 y ss.
136 “Observaciones a los Elementos constitucionales por el Sr. Morelos”, en Ibidem, p. 101.
137 Pedro de Alba, “Estudio preliminar”, en Ibidem, p. 11.
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7americanos vacilantes por el vano temor de ir contra el rey, sean los más decididos 

partidarios que tenemos. Decimos vano temor, porque en efecto no hacemos guerra 
contra el rey; y hablamos claro, aunque la hiciéramos, haríamos muy bien, pues cree­
mos no estar obligados al juramento de obedecerlo, porque el que jura de hacer algo 
mal hecho, ¿qué hará? Dolerse de haberlo jurado y no debe cumplirlo... ¿Y haríamos 
bien nosotros cuando juramos obediencia al rey de España?... Lejos de nosotros tales 
preocupaciones: nuestros planes en efecto son de independencia, pero diremos que no 
nos ha de dañar el nombre de Fernando, que en suma viene a ser un ente de razón...”.138

La aparentemente razonada transacción de la Suprema Junta Nacional Ameri­
cana, nombre que se dio al gobierno nacido en Zitácuaro, fue realizada por Morelos. 
Al final de una carta a Rayón, fechada el 2 de noviembre de 1812, el caudillo escribió 
que “se le quite la máscara de la Independencia, porque ya todos saben la suerte de 
nuestro Fernando VII”. Y en carta posterior ya citada, la de 7 del mismo mes, reiteró: 
“En cuanto al punto 5º de nuestra Constitución, por lo respectivo a la soberanía del 
Sr. D. Fernando VII, como es tan pública y notoria la suerte que le ha cabido a este 
grandísimo hombre, es necesario excluirlo para dar al público la Constitución”. Mo­
relos no deseaba un enfrentamiento abierto con el “liberalismo moderado” de Rayón, 
y los acontecimientos vinieron a resolver las diferencias. El debilitamiento de la 
Suprema Junta Nacional, producto en cierta forma de sus propias incertidumbres 
para resistir y dominar al enemigo, culminó con el rompimiento y separación de los 
miembros del triunvirato. “Rayón, Liceaga y Verduzco, riñendo entre sí, acabaron con  
el escaso prestigio que aún conservaba el organismo fundado por ellos... Baste consig­
nar que, llamado a arbitro en la contienda, Morelos se alzó, a partir de esos momentos, 
como la figura política más influyente de la revolución”.139

El liberalismo moderado o transaccionista de los Elementos constitucionales ha sido 
enjuiciado con la debida precisión en cuanto a las ideas de soberanía e independencia 
contenidas en los puntos 4º, 5º, y 6º y 21.140 “Las tres primeras disposiciones adolecen 
de todos los defectos de las doctrinas antiguas de la soberanía: es verdad que el punto 
cuarto contiene una afirmación categórica de soberanía externa y que en el quinto se 
dice que “la soberanía dimana inmediatamente del pueblo”, lo que necesariamente 
implica la negación del derecho divino de los reyes; pero a renglón seguido se expresa 
que “reside en la persona de Fernando VII”, lo que a su vez significa que el pueblo la 
trasmitió al monarca. El punto sexto es sumamente confuso; pero si se consideran las 
circunstancias por las que atravesaban España y sus reyes, puede creerse que Rayón 
quiso reafirmar la idea de que, con excepción de la casa reinante, nadie, ya fuese 

138 Carlos María Bustamante, Cuadro histórico de la Revolución Mexicana, México, 1961, tomo I. p. 306.
139 Lemoine Villacaña, op. cit., p. 101. Véase un juicio contrario sobre Rayón en De la Torre Villar, La Constitu-

ción de Apatzingán y los creadores del Estado mexicano, México, 1964, pp. 37-41.
140 El texto de los puntos mencionados es el siguiente: “4º) La América es libre e independiente de toda otra 

nación. 5º) La soberanía dimana inmediatamente del pueblo, reside en la persona del señor Don Fernando VII, y su 
ejercicio en el Supremo Congreso Nacional Americano. 6º) Ningún otro derecho a esta soberanía puede ser atendido, 
por incontestable que parezca, cuando sea perjudicial a la independencia y felicidad de la nación. 21) Aunque los 
tres poderes, Legislativo, Ejecutivo y Judicial, sean propios de la soberanía, el Legislativo lo es inerrante, que jamás 
podrá comunicarlo”.
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pueblo. El punto 21 se antoja un pensamiento sacado de las páginas de El contrato 
social: Rousseau había sostenido que la función primera y fundamental de la voluntad 
general, titular de la soberanía, es la expedición de la ley constitucional, y ordinaria, 
así como que dicha actividad no es delegable, porque la voluntad general no puede ser 
representada... Ahora bien, si el pueblo no delega la función legislativa en el monarca, 
resulta contradictorio sostener que la soberanía reside en él, toda vez que su función 
principal permanece en el pueblo”.141

Existen dos documentos más de Rayón que muestran, en forma indudable, la inse­
guridad de la posición moderada que venía sosteniendo desde la realización de la Junta 
de Zitácuaro. El primero de ellos está dirigido a Morelos y fue expedido en Puruarán, el 
12 de marzo de 1813. En esta carta el señor Rayón expuso las observaciones que creyó 
pertinentes sobre los Elementos constitucionales, después de haber recibido los que 
le envió el mismo capitán general José María Morelos. Rayón declaró que encontraba 
difícil la publicación de la Carta Constitutiva en virtud de que día a día le disgustaban 
más. Expresó una serie de consideraciones de tipo religioso y legal y reconoció que 
los embarazos para la edición nacían de que “la que se ha extendido está tan diminuta 
que advierto expresados en ella unos artículos que omitidos se entienden más, y otros 
que al tocarlos es un verdadero germen de controversias...”.142 El segundo documento, 
la famosa carta de Rayón de noviembre de 1813, fue comentada en estos términos: 

El pensamiento de Rayón se torna más confuso en su comunicación de noviembre de 
1813, en la que reprocha al Congreso de Anáhuac la declaración de soberanía absoluta  
de la nación y la consecuente supresión del nombre de Fernando: en todo el país, dice, los 
hombres suspiran por su príncipe; la sola sospecha de que el caudillo don Miguel Hidalgo 
y Costilla pretendió excluir al soberano legítimo determinó la deserción de una parte de las 
tropas, su prisión y su muerte; es pues de temer, concluye, que se inicien nuevas desercio­
nes y que nuestros partidarios se pasen al lado de los españoles. Por otra parte, continúa 
diciendo Rayón, si llegare a consumarse la independencia, corremos el riesgo de que los 
indios pretendan restaurar sus antiguas monarquías, según se ha revelado en Tlaxcala.143

El patriotismo de Ignacio López Rayón y las informaciones que recibió de la con­
ducta de Fernando VII —ya reseñada aquí— ante el liberalismo español y la Consti­
tución de 1812, lo convencieron de que el único camino que quedaba era el señalado 
por Morelos: el de la libertad de México y su desvinculación, como consecuencia, de 
las ataduras realistas que lo unían a la Corona española.

Es un privilegio recordar el trascendental significado del 14 de septiembre de 1813. 
En este día memorable, ante el Primer Congreso Nacional reunido en Chilpancingo, 
Gro., formado por los diputados Ignacio López Rayón, José S. Verduzco, José María 

141 Mario de la Cueva, “La idea de soberanía”, en Estudios sobre el decreto constitucional de Apatzingán, México, 
1964. p. 311.

142 Primer centenario..., op. cit., p. 103.
143 De la Cueva, op. cit., pp. 311 y 312.
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7Liceaga, Carlos María Bustamante, José M. Cos, Andrés Quintana Roo, José María 

Murguía y José Manuel de Herrera, el rebelde Morelos pronunció su muy conocida 
alocución a la Asamblea, y dio a conocer el documento titulado: Sentimientos de la 
Nación. En los dos trabajos, que constituyen ejemplares manifestaciones del genio 
político nacional, se define con énfasis y claridad el pensamiento en que culminan 
las luchas de la generación insurgente. Ahora la ideología liberal es republicana y 
democrática y su esencia misma se encuentra radicada en la soberanía del pueblo, “el 
que sólo quiere depositarla en sus representantes dividiendo los poderes de ella en 
Legislativo, Ejecutivo y Judiciario, eligiendo las Provincias sus vocales, y éstos a los 
demás, que deben ser sujetos sabios y de probidad”.144 La América —se declara en 
este documento— 

“es libre e independiente de España y de toda otra Nación, Gobierno o Monarquía”, pues 
“la patria no será del todo libre y nuestra mientras no se reforme el gobierno, abatiendo 
el tiránico, sustituyendo el liberal y echando fuera de nuestro suelo al enemigo español 
que tanto se ha declarado contra esta Nación”.145 Se admite que la religión católica sea la 
única, sin tolerancia de otra; pero se advierte que sus ministros se sustentarán de “todos, 
y solos sus diezmos y primicias”, liberando al pueblo de “pagar más obvenciones que las 
de su devoción y ofrenda”.146

Los Sentimientos de la Nación, además de rendir culto a los héroes del 16 de sep­
tiembre de 1810, reconocen la dignidad e igualdad de los hombres al garantizar sus 
derechos individuales de libertad y propiedad; proscriben la esclavitud, y los cuerpos 
privilegiados y eliminan la distinción de castas, “quedando todos iguales, y sólo distin­
guirá a un americano de otro, el vicio y la virtud”,147 Pero Morelos avanzó más allá de 
estos principios políticos: su humilde cuna y la larga experiencia recogida durante el 
ejercicio de la arriería, agregado esto a sus reflexiones y estudios, lo llevaron a sugerir 
medidas económicas y de justicia social. No sólo pensó que los empleos deberían estar 
al alcance de los americanos y que la carga fiscal debería ser ligera, equitativa y di­
recta, cancelando “la infinidad de tributos, pechos e imposiciones que más agobian”.148 
También habló de la urgencia de que el Congreso expidiese leyes “que obliguen a 
constancia y patriotismo, moderen la opulencia y la indigencia, y de tal suerte se au­
mente el jornal del pobre, que mejore sus costumbres, aleje la ignorancia, la rapiña y el 
hurto”.149 Este “sentimiento” constituía la mejor base para una legislación en materia 
de redistribución de la riqueza y de justicia social; es decir, para el cambio estructural 
del violento e inmoral sistema colonial. En el Decreto Constitucional de Apatzingán no 
se encuentran las resonancias del principio declarado por Morelos. El contenido de Los 

144 Punto 5º de los Sentimientos, en Primer Centenario..., op. cit., pp. 111 y ss.
145 Punto 11.
146 Puntos 2º y 3º.
147 Puntos 13º y 15º.
148 Punto 22º.
149 Punto 12º.
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empeñado en manifestarnos hasta el grado de evidencia ciertas verdades importantes 
que nosotros no ignorábamos, pero que procuró ocultarnos cuidadosamente el despo­
tismo del gobierno bajo cuyo yugo hemos vivido oprimidos”.150 Entre esas verdades, la 
siguiente: “Que ningún pueblo tiene derecho para sojuzgar a otro, si no procede una 
agresión injusta”.151 Esta es la raíz del artículo 7 de la Carta de Apatzingán, a saber: 
“Ninguna nación tiene derecho para impedir a otra el uso libre de su soberanía. El 
título de conquista no puede legitimar los actos de la fuerza: el pueblo que lo intente, 
debe ser obligado por las armas a respetar el derecho convencional de las naciones”. 
Resulta admirable la grandeza del espíritu insurgente al formular esta norma: con base 
en una experiencia bien localizada, la de España y México, se elaboró una norma de 
validez universal para el trato civilizado entre las naciones.

En la primer Acta de la Independencia, promulgada por el Congreso el 6 de noviem­
bre de 1813, se reafirmó la doctrina de los insurgentes: “El Congreso de Anáhuac... de­
clara solemnemente... que por las presentes circunstancias de la Europa, ha recobrado 
el ejercicio de su soberanía, usurpada; que, en tal concepto, queda rota para siempre 
jamás, y disuelta la dependencia del trono español; que es árbitro para establecer las 
leyes que le convengan para el mejor arreglo y felicidad interior...”.152

El Congreso, después de su estancia en Uruapan, se trasladó a Apatzingán, y en 
este lugar promulgó la Constitución de 22 de octubre de 1814. Un año y dos meses, 
contados a partir de esta fecha, es el tiempo que Morelos sobrevivió a la Carta Magna: 
el 22 de diciembre de 1815 fue fusilado en el pueblo de San Cristóbal Ecatepec.

La generación del Siervo de la Nación amplió la conciencia liberal del país. Los 
revolucionarios de 1833 y el grupo de la Reforma que hizo posible la Constitución 
de 1857, han rendido cumplido homenaje a los Padres de la Patria. Ellos definieron 
la independencia de México como la resultante de una cuádruple raíz: la soberanía 
nacional, del principio de autodeterminación, la igualdad ante la ley y la justicia eco­
nómica y social.

El avance del pensamiento liberal, que culminó en los Sentimientos de la Nación y 
en el Decreto Constitucional de Apatzingán, no halló adecuada contrapartida en la evo­
lución de la doctrina conservadora mantenida por los españoles europeos. El dilema no 
se definió claramente en la oposición de europeos y criollos, como sucedía en 1808. La 
insurgencia, con Morelos, agregó un factor decisivo: el ingreso de los sectores medios en 
la contienda ideológica, los cuales asumieron, sin dificultad, la representación nacional. 
El pueblo de México —campesinos, artesanos, pequeños comerciantes e industriales, 
obreros e intelectuales— sumó sus energías y encontró, en el ideario del héroe de 
Cuautla, la mejor expresión de sus ideales y esperanzas. Por ello es que el gobierno  
de Madrid se alarmó seriamente ante la instalación del Congreso de Anáhuac. Su re­
acción no produjo la revisión del pensamiento conservador, sino exclusivamente, como 

150 “Alocución de Morelos en la sesión del Congreso del 14 de septiembre de 1813, en Ibidem, p. 105.
151 (2) Ibidem
152 Texto del documento, en Lemoine Villacaña, Morelos, op. cit., p. 424.
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creyó que era posible aplicar al caso la maquiavélica estrategia de dividir para reinar. En 
sus instrucciones a Calleja constan las siguientes: “...Y como es natural que este paso 
dado por Morelos (se refiere al Congreso), en que se descubre toda la extensión de sus 
planes y la ambición desmesurada de reasumir en sí solo todo el mando que hasta ahora 
se figuraba depositado en los cabecillas Rayón, Liceaga y Verduzco, le haya indispuesto 
con ellos y excitado una rivalidad y desunión que puede ser muy provechosa a la justa 
causa, estará V. E. a la mira para aprovechar esta y cualquiera otra coyuntura que se 
presenta, a fin de fomentar la discordia entre estos pretendidos jefes con el objeto de 
debilitarlos, atraerlos o exterminarlos con más facilidad, particularmente a Morelos, 
cuya destrucción debe ser la principal mira de V. E. y realizarla a toda costa”.153 La 
derrota del absolutismo español y el retorno a la Constitución de 1812, la indudable 
persistencia de la lucha popular contra las fuerzas del virreinato y el reajuste de los 
conservadores ante tales hechos, indujeron importantes cambios en la línea política 
conservadora. Los europeos españoles y los criollos se reunieron en torno de la ideolo­
gía liberal de la generación de 1808, y la usaron como un instrumento para desligarse 
de los lazos imperiales. Eligieron a Iturbide para conducir un nuevo programa: frente 
a las corrientes republicanas y democráticas de Morelos, levantaron la bandera de la 
monarquía constitucional. Las transformaciones del pensamiento conservador fueron 
expuestas con claridad en la Proclama de 24 de febrero de 1821, en la cual Iturbide 
estableció los principios que guiarían la conducta de los hombres que consumaron la 
independencia. En este documento, cuya redacción fue inspirada en el propósito de 
vincularlo con las ideas de Hidalgo, Agustín de Iturbide declaró la independencia  
de la América Septentrional, “señora de sí misma”, de acuerdo con las siguientes bases:

“1. La religión Católica Apostólica Romana, sin tolerancia de otra alguna. 2. La 
absoluta independencia de este Reino. 3. Gobierno Monárquico, templado por una Cons­
titución análoga al país. 4. Fernando VII y en sus casos los de su dinastía o de otra 
reinante serán los emperadores, para hallarnos con un monarca ya hecho y precaver los 
atentados de ambición... 8. Si Fernando VII no se resolviere a venir a México, la Junta 
de la Regencia mandará a nombre de la nación mientras se resuelva la testa que debe 
coronarse. 9. Será sostenido este gobierno por el Ejército de las Tres Garantías. 10. Las 
cortes resolverán si ha de continuar esta junta o sustituirse una regencia, mientras llega 
el Emperador. 11. Trabajarán luego que se unan la Constitución del Imperio Mexicano. 
14. El Clero Secular y Regular, conservado en todos sus fueros y propiedades...”.154

Además de que se otorgó la ciudadanía y el derecho a los empleos a todos los ha­
bitantes de la Nueva España, el Plan sancionó y reconoció, con el nombre de Ejército 
de las Tres Garantías, a las fuerzas militares de la colonia; en el punto 23 otorgó a las 
Cortes el carácter de constituyentes, y, para ello previo la elección de los diputados. 
Una Junta Gubernativa se encargaría de la ejecución del Plan. Iturbide concluyó su 
Proclama con estas dramáticas palabras; “Asombrad a las Naciones de la culta Europa, 

153 Lemoine Villacaña, op. cit., doc. 159, pp. 461 y 462.
154 Proclama de don Agustín de Iturbide lanzada en Iguala el 24 de febrero de 1821.
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 IV vean que la América Septentrional se emancipó sin derramar una sola gota de sangre. 

En el transporte nuestro júbilo decid: ¡Viva la Religión Santa que profesamos! ¡Viva la 
América Septentrional Independiente de todas las Naciones del Globo! ¡Viva la unión 
que hizo nuestra felicidad!”.

Los tratados celebrados en la villa de Córdoba el 24 de agosto de 1821, entre 
Juan O’Donojú, Teniente General de los Ejércitos de España, y Agustín de Iturbide en 
calidad de Jefe del Ejército de las Tres Garantías, confirmaron la flamante doctrina de 
los conservadores: la independencia de la nación; el imperio de una monarquía consti­
tucional; el compromiso con Fernando VII; la organización de una Junta Gubernativa y 
de una Regencia; la convocatoria a Cortes Constituyentes, y la distribución del poder en 
Ejecutivo, que residiría en la Regencia, y Legislativo, en la Junta, hasta la reunión de 
las Cortes, Juan O’Donojú ofreció emplear su autoridad para que las tropas españolas 
“verifiquen su salida sin difusión de sangre y por una capitulación honrosa”.

El resto de los acontecimientos es bien conocido. España rechazó los acuerdos 
de Córdoba e Iturbide, con la oposición de los republicanos y los borbonistas, se hizo 
coronar emperador de México en 21 de julio de 1822. Las dificultades creadas por los 
liberales republicanos en el Soberano Congreso Constituyente, reunido desde febrero 
de 1822, llevó al flamante Agustín I a la disolución de este cuerpo y su sustitución por 
la llamada Junta Instituyente.

En el breve periodo 1810 a 1822 emergieron dos maneras distintas de concebir el 
desarrollo de México. El germen del pensamiento liberal y revolucionario se encuentra 
en los Sentimientos de la Nación, de Morelos. En el otro extremo, está la Proclamación 
de Iturbide. Y entre ellos los grupos moderados que pretendieron unir dos actitudes 
irreconciliables: la del partido del progreso y la del partido del retroceso, según la 
acertada calificación del doctor Mora. Habrían de transcurrir varias décadas antes 
que la generación de la Reforma, armada de una larga experiencia histórica, triunfase 
sobre los conservadores e iniciase, con el apoyo de un pueblo decidido a romper las 
trabas coloniales, la edificación de las bases en que se apoyaría sólidamente el futuro 
desarrollo de la República.

El triunfo del liberalismo y la Constitución de 1857

La caída del primer Imperio y la reinstalación del Congreso, en el año de 1823, sirvieron 
para que el país adquiera la conciencia de la grave crisis económica, política y social 
que padecía. Son muy pocos los datos que se conocen para ahondar en el problema 
económico que se planteó entre 1810 y 1823. Se sabe que las fuerzas colonialistas dis­
pusieron de todos los renglones del patrimonio público para enfrentarse a los rebeldes, 
y que se valieron de los préstamos forzosos, de las alcabalas y de diversos medios ex­
traordinarios. Las arcas oficiales no podían soportar el saqueo impuesto por los jefes del 
ejército realista. Por otra parte, las medidas de arbitrios adoptados por los insurgentes 
apenas alcanzaban a sostener los costos de la guerra. La situación de la insurgencia les 
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dentro de cierto equilibrio, las necesidades que plantearía el advenimiento de la paz. 
En su Memoria de Hacienda y Crédito Público,155 Matías Romero hizo constar lo que 
ocurría en 1819, con base en los informes que pudo concentrar. Los ingresos, en ese 
año, fueron $9.6 millones y las erogaciones ascendieron a casi $ 11 millones; para 
cubrir el faltante se acudió al mutuo forzoso, al crédito de la Casa de Moneda y a los 
préstamos y donativos de la Iglesia y de los españoles. Los adelantos con cargo al activo 
de la hacienda pública alcanzaron una cantidad cercana a $ 13 millones.

Iturbide intentó llevar adelante algunos programas económicos y financieros. 

Con el objeto de aliviar hasta donde sea posible —pensaba Iturbide—, la penosa situación 
en que se encuentran las clases sociales por la serie de intolerables exacciones que han 
sufrido, y estando persuadido de que el aumento de los impuestos a las mercancías y a los 
productos industriales sólo frenarían el progreso de dicha actividad, fundamentales para 
la prosperidad, sin que el tesoro nacional incrementara su riqueza, sino, por el contrario 
se ampliaría en miseria, ha tenido a bien ordenar... que principiando ahora y hasta que 
el Congreso Nacional establezca un permanente sistema de finanzas, todos los subsidios 
temporales y los impuestos directos creados con propósitos guerreros quedarán de inmediato 
abolidos... y, en una palabra, todos los impuestos extraordinarios con los que el gobierno 
de México agobió al pueblo durante los pasados diez años; la alcabala se reduce al 6 por 
ciento, que era la cuota cargada antes del principio de la Revolución.156

El gobierno de Iturbide, como lo señaló Matías Romero,157 sin restringir los gastos 
ni organizar las percepciones fiscales, redujo los ingresos aduanales, eliminó los gra­
vámenes del alcohol, disminuyó el impuesto a la plata y productos minerales y obligó, 
en consecuencia, a buscar un préstamo de $1.5 millones. La torpeza administrativa y 
otras circunstancias derivadas de los acontecimientos políticos, agudizaron la situación 
económica. La escasez del medio circulante y la emigración de capitales promovida 
por los españoles, el clero y los comerciantes e industriales inconformes con el nuevo 
régimen, incrementaron la miseria nacional. Hay que contar otros hechos relevantes 
en esta época: la infinita serie de donaciones y concesiones hechas a los amigos del 
propio Iturbide; el premio de $ 1 millón que se hizo otorgar por el papel que desempeñó 
en la consumación de la independencia; la liquidación del monopolio del tabaco y los 
elevados costos del fugaz imperio. Todo ello tuvo como resultado en el orden político, la 
sustitución de Agustín I por el triunvirato que constituyeron Nicolás Bravo, Guadalupe 
Victoria y Pedro Celestino Negrete. Se declaró la nulidad de la coronación de Iturbide, 
la insubsistencia del Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba y se convocó al Congreso 
Constituyente instalado en 7 de noviembre de 1823.

Desde la promulgación del Acta Constitutiva de la Federación, el 31 de enero de 
1824, se advirtió el renacimiento de la doctrina liberal. Para el gobierno de la nación, en 

155 México, 1870, p. 65.
156 Guía de la Hacienda de la República Mexicana, Parte legislativa, VI, 1826, p. 298.
157 Op. cit., p. 66.
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y en el diverso artículo 9º se declaró “que el poder supremo de la federación se divide, 
para su ejercicio, en legislativo, ejecutivo y judicial; y jamás podrán reunirse dos o más 
de éstos en una corporación o persona, ni depositarse el legislativo en un individuo”. 
Las relaciones entre la Federación y los Estados fueron definidos en el artículo 6º del 
Acta, que a la letra dice: “Sus partes integrantes son estados independientes, libres 
y soberanos en lo que exclusivamente toque a su administración y gobierno interior, 
según se detalla en esta acta y en la constitución general”. Y en materia de religión se 
adoptó la católica apostólica y romana: 

La nación —se agrega en el artículo 4º—, la protege por leyes sabias y justas, y prohíbe el 
ejercicio de cualquiera otra”. En los artículos 30 y 31 se habló de la obligación de proteger 
los derechos del hombre y del ciudadano, y de la “libertad de escribir, imprimir y publicar 
sus ideas políticas (se refiere a todo habitante de la Federación), sin necesidad de licencia, 
revisión o aprobación anterior a la publicación bajo las restricciones y responsabilidad de 
las leyes.

El Acta fue preparada por Miguel Ramos Arizpe, Manuel Arguelles, Rafael Man­
gino, Tomás Vargas y José de Jesús Huerta, y los puntos de mayor resonancia fueron 
los relativos al federalismo y a la religión. El diputado por Jalisco, Juan de Dios Ca­
ñedo, impugnó de modo vigoroso el contenido del artículo 4º, objetando que la religión 
católica fuese establecida como la única en el país. Sin embargo, en la Constitución 
de 4 de octubre de 1824, se ratificó la misma disposición en el artículo 3º del Título 
I. Esta Constitución, además de legislar sobre garantías individuales, sancionó el sis­
tema federal propuesto en el Acta, contra la opinión violenta y agresiva de quienes se 
unieron a los puntos de vista de fray Servando Teresa de Mier. En la sesión del 13 de 
noviembre de 1823, cuando se discutieron los artículos 5º y 6º del Acta Constitutiva, 
el célebre fraile aseveró que 

...la prosperidad de esta república vecina (los Estados Unidos) ha sido, y está siendo, el 
disparador de nuestra América porque no se ha ponderado bastante la inmensa distancia 
que media entre ellos y nosotros. Ellos eran ya estados separados e independientes unos 
de otros, y se federaron para unirse contra la opresión de Inglaterra; federarnos nosotros 
estando unidos, es dividirnos y atraernos los males que ellos procuraron remediar con esa 
federación... ¿Es cierto que la nación quiere república federada y en los términos que in­
tente dársenos por el artículo 6º? Yo no quisiera ofender a nadie; pero me parece que algunos 
inteligentes en las capitales, previendo que por lo mismo han de recaer en ellos los mandos 
y los empleos de las provincias, son los que quieren esa federación y han hecho decir a 
los pueblos que la quieren. Algunos señores diputados se han empeñado en probar que 
las provincias quieren república federada; pero ninguno ha probado, ni probará jamás, 
que quieran tal especie de federación angloamericana, y más que angloamericana. ¿Cómo 
han de querer los pueblos lo que no conocen? Nihil volitum quid prae cognitum. Llámense 
cien hombres, no digo de los campos, ni de los pueblos donde apenas hay quien sepa leer, 
ni que existen siquiera en el mundo angloamericanos, de México mismo, de esas galerías 
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7háganse bajar cien hombres pregúnteseles qué casta de animal es república federada, y doy 

mi pescuezo si no responden treinta mil desatinos ¡y esa es la pretendida voluntad general 
con que se nos quiere hacer comulgar como a niños!...158

Los argumentos de Teresa de Mier no correspondían a la realidad de México. La 
Nueva España fue un conjunto unido sólo en apariencia. Los distintos reinos primero, 
y después las intendencias, constituyeron las partes de un todo enlazado por las forma­
lidades del virreinato y la fuerza militar; pero los intereses económicos y sociales de 
cada región no confluían dentro de un conjunto armónico. La falta de comunicaciones 
y transportes, la ausencia de una infraestructura destinada a apoyar el desarrollo in­
terno, creó un sistema político y económico local, con sus respectivos mercados, que 
tenía conexiones generales únicamente en el capítulo relacionado con la Corona. Esta 
situación, acentuada por los grupos emergentes, continuó como un legado durante el 
siglo xix. La única manera de mantener cierta concordancia entre las provincias y 
el centro fue la sugerida por Ramos Arizpe en el Acta Constitutiva y adoptada por el 
Constituyente; esto es, la forma republicana y federal. 

La imposición del sistema federal por las provincias —anotó Rabasa— sobre un gobierno 
que lo repugnaba, no pudo ser obra ciega de la ignorancia como se asentó por escritores 
de la época. Las provincias confiaban más en sí mismas que en el gobierno central, y el 
espíritu de independencia que en ellos había dejado la guerra de separación los impulsaba 
a obtener la mayor suma de libertades posibles para atender a su propio desenvolvimiento 
político; pero, por otra parte, no debió de influir poco en su actitud resuelta y amenazadora 
del afán de sus grupos directores de tener la mayor suma de poder que fuera dable dentro 
de la unidad de gobierno que era temerario rechazar.159 

El mismo Rabasa no dejó de reconocer que el sistema establecido por el Acta y 
la Constitución era, para la época, el más complicado de todos, y que requería una 
delicada comprensión de sus principios inspiradores; pero insistió en que sus autores 
demostraron que “eran conocedores no superficiales de las teorías democráticas y 
federalistas”, y que “fuese cual fuese su opinión personal, obedecieron de buena fe el 
mandato imperativo de las provincias declaradas contra el centralismo, pues hay en los 
preceptos de ambas leyes celoso empeño de asegurar la libertad interior de los Estados 
como una garantía contra las usurpaciones del poder central”.160

La experiencia de los tres siglos coloniales, que dejó la profunda huella de una 
sustracción cíclica e irracional de la riqueza provincial, y el indudable abuso, de esta 
materia, del primer imperio, disminuyeron las posibilidades de cualquiera otra solución. 
El federalismo fue la respuesta política adecuada a las circunstancias prevalecientes en 
las primeras décadas del siglo pasado, y su significado ahondó tanto en la vida social 
de México que la antinomia federalismo centralismo se transformó, hasta 1857, en una 

158 Moisés González Navarro, “La era de Santa Anna”, en Historia documental de México, tomo II, pp. 177 y 178.
159 Emilio Rabasa, La Constitución y la dictadura, México, 1912, p. 14.
160 Ibidem, p. 15.
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los intereses creados, y el federalismo el apoyo de quienes buscaron el progreso de la 
nueva república. Pero en este asunto hay algo más que adicionar. Los libérales eran 
republicanos y federalistas porque entendieron que estas expresiones políticas corres­
pondían a los ideales definidos por Morelos en la Independencia, y también porque a 
través de las flamantes instituciones gubernamentales podrían encontrar acomodo, en 
el cuerpo social, los sectores demográficos liberados en el periodo de 1810 a 1821.

Las causas que determinaron la organización de un Estado federal en Norteamérica, 
a partir de la confederación original, no fueron las apuntadas por Teresa de Mier y sus 
seguidores. Desde mediados del siglo xviii, las antiguas colonias inglesas, al lado de  
sus diferencias, desarrollaron una serie de características comunes y constitutivas  
de un denominador favorable a su posterior unificación; entre ellas convendría citar, 
como lo señala Alastair Buchan, el advenimiento en materia de garantías individuales, el 
general respeto a la libertad religiosa, el rechazo de los títulos nobiliarios y el creciente 
desenvolvimiento de un comercio regional que no pudieron impedir las autoridades 
reales.161 Era indispensable fortalecer estos lazos. Y ocurrió cuando ciertos intereses 
económicos, nacidos durante los años que siguieron a la Independencia, entraron en 
contradicción con la política financiera de los estados confederados y con las amenazas 
y presiones populares. ¿Cuáles fueron esos intereses? Louis M. Hacker, al comentar los 
fundamentos y motivos de la Constitución de 1787, escribió lo siguiente: 

Puede decirse, en general, que los grandes intereses sobre inmuebles, valores mobiliarios, 
bancos, manufacturas, tráfico de pieles y comercio exterior, que habían adoptado una po­
sición conservadora durante la Revolución, deseaban una mayor estabilidad política de la 
que podía ofrecer cualesquiera de los acuerdos de la Convención o de los Estados verda­
deramente soberanos y acariciaban la idea de una unión más poderosa que para el campo 
económico significaba pagar el interés y el principal de los valores del gobierno central y 
quizá de los gobiernos estatales, concentrar tratados de comercio con poderes extranjeros 
para la protección del propio en el exterior, crear un solo sistema aduanero para consolidar 
un amplio mercado interno y otros fines fiscales, establecer una marina que persiguiera 
la piratería, y ampliar las posibilidades de los negocios en escala nacional a las empresas 
de transporte, manufacturas y bancarias. Estas consideraciones fueron apreciadas por los 
hombres de negocios, tan pronto pudo percibirse lo inadecuado de la Confederación.162

Las necesidades económicas básicas de los grupos de mayor riqueza, las gestiones 
que realizaron y otros hechos que resulta innecesario recordar, llevaron a la realización 
en 1787, de una convención nacional convocada por el Congreso y destinada a reformar 
las bases de la Confederación. 

La Convención —anotó Hacker— trabajó bien, pues se aprobó que no habían de ser las 
legislaturas de los estados las que ratificasen la Constitución, sino convenciones convoca­

161 Ver Alastair Bucha, The USA, Oxford University Press, 1963, pp. 26 y 27.
162 Louis M. Hacher, Proceso y triunfo del capitalismo norteamericano, Argentina, 1942, p. 189.
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7das con el propósito expreso, y que la aceptación de nueve estados era suficiente para su 

adopción, a pesar de no disponer sino de una cuarta parte de los hombres adultos en las 
elecciones convencionales y de existir una mayoría de delegados que habrían de oponerse 
con sus votos en New York, New Hampshire y Massachusetts; constituyendo en suma 
una minoría pequeña, pero bien organizada, de gran cultura, y seriedad, consiguieron los 
directores de la campaña en pro de la ratificación el consentimiento del noveno estado, no 
obstante la precipitación de algunas de ellas y las tácticas dilatorias adoptadas por otras.163 

La ratificación, al fin, fue aprobada como ley del país. “Washington tomó el jura­
mento en el Federal Hall de Wall Street, de la ciudad de New York, el 30 de abril de 
1789. Los Estados Unidos de América disponían de su primer Presidente, y habían 
iniciado su historia como nación”.164

Los Estados Unidos adoptaron el federalismo como un sistema que fortalecería la 
expansión con base en un gobierno nacional; el programa de Hamilton, aprobado antes 
de que Washington abandonara sus funciones, muestra claramente esos propósitos y 
denuncia las preocupaciones medulares de los fundadores del gobierno norteamericano. 
No existe ningún paralelo con el caso de México. El federalismo en este país, como 
ya se indicó, implicó la función de mantener cierta unidad en el juego de intereses 
provinciales opuestos y contradictorios, y logró, con ello, echar las bases para una 
consolidación posterior. La prueba de esto es que, a pesar de lo que se consiguió al 
sancionarse la Constitución de 1824, apenas publicada esta Ley, 

las legislaturas de los estados comenzaron a proponer enmiendas sin las cuales tenían por 
imposible el gobierno de la Nación. Había afán de intervenir en lo más alto de las funciones 
públicas; ningún empeño de prestigiar la Ley Fundamental; los estados, reconocida su so­
beranía, tendían a ser señores; tras el desprestigio de la soberanía nacional y la bancarrota 
de la fuerza, se buscaba la inconsistencia de la Ley Suprema...165

La lucha de conservadores y liberales se desató. El camino político de la república 
federal estaba trazado; pero el trasfondo social y económico del país se desenvolvía en 
medio de una permanente inestabilidad y zozobra. Es verdad, como lo señaló Reyes 
Heroles, que la realidad impuso el federalismo y el Congreso sólo legitimó una situa­
ción de facto.166 Sin embargo, las ataduras de las estructuras coloniales que persistían 
impidieron que las instituciones creadas sirvieran de cauce a un desarrollo dinámico 
de la nación. La oposición del clero y de sus aliados levantó obstáculos aparentemente 
insuperables, y sirvió, a la vez, para atizar el liberalismo naciente. “Los partidarios de 
la Constitución se hicieron adversarios del clero y avanzaron sus ideas, echando en cara 
a la clerecía sus desórdenes y su falta de patriotismo; el clero culpó a la Constitución 
de ser origen de todos los males del país, y a sus defensores de demagogos, de impíos y 

163 Ibidem, p. 193.
164 Ibidem, p. 194.
165 Rabasa, op. cit., p. 16.
166 Jesús Reyes Heroles, El liberalismo mexicano, México, 1957, tomo I, p. 417.
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públicas se discutían en los cuarteles”.167

Las desastrosas condiciones de la hacienda pública, la imposibilidad de definir 
una política de expansión de los sectores económicos y la insuficiencia para atender los 
más elementales servicios sociales, imposibilitaron la marcha del gobierno federal. Esta 
misma situación sirvió para agudizar la conciencia política de los grupos y partidos con­
tendientes, y para definir sobre la base de análisis, los medios para superar la anarquía.

La situación de la hacienda pública en las décadas que siguieron a la promulgación 
de la Constitución de 1824 puede apreciarse, aunque débilmente, a través de informes 
rendidos por los jefes del Estado y los secretarios del Tesoro.

En la Memoria de Mangino, secretario de Hacienda, presentada al Congreso en 
1830, se habla de las graves consecuencias que produjo la emigración de capitales, y 
de la conveniencia de adoptar medidas para cubrir el deficiente del erario por medio 
de “economías que disminuyan en todo cuanto sea posible los gastos, y de ninguna 
manera por aumento de contribuciones”, pues 

como ni los giros ni la confianza pública han podido reanimarse completamente, parece 
que en estos críticos momentos no sería prudente, ni tampoco provechoso, recurrir al es­
tablecimiento de nuevos impuestos, que no serían soportados sin disgusto público, y que 
servirían de rémora para los adelantamientos que es preciso promover y nunca embarazar 
en toda clase de giros, y en cuanto conduzca a la prosperidad de las fortunas privadas, de 
que depende esencialmente el tesoro público.168 

Unos meses antes, el 1 de enero de 1829, cuando Guadalupe Victoria se dirigió al 
Congreso General durante la apertura de sus sesiones, apoyado en los datos recabados 
por el secretario de Hacienda, José Ignacio Esteva, habló del descubierto en que se 
encontraban las rentas federales, “cuya prosperidad o decadencia sigue inmediatamente 
los pasos de la del comercio, agricultura y minería”. Advirtió que “estos canales de 
la riqueza pública han padecido quebrantos de consideración, y es obra de sabiduría 
de las Cámaras el restablecimiento de la confianza que debe proporcionar el progreso 
futuro de su giro”.169

En 1835 las cosas seguían igual. Yáñez Ruiz recuerda que el secretario de Ha­
cienda, Blasco, en su informe de mayo de ese año, hizo una relación detallada del estado 
desastroso de las finanzas públicas, señalando que la falta de confianza paralizó los 
giros y estancó la circulación de la riqueza, produjo la esterilización de los recursos 
“hasta el grado de agotar unos y reducir otros a una disminución asombrosa”.170 Valentín 
Gómez Farías había declarado ante el Congreso, en enero de 1824, que “la hacienda 
pública clama por leyes bien meditadas y dignas de vuestra sabiduría, que la saquen 

167 Rabasa, op. cit., pp. 16 y 17.
168 Citado por Yáñez Ruiz, op. cit., tomo I, p. 322.
169 Secretaría de Hacienda y Crédito Público, La hacienda pública en México a través de los informes presiden-

ciales, México, 1951 p. 35.
170 Yáñez Ruiz, op. cit., pp. 324 y 325.
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7de la nulidad a que la redujeron los trastornos y desórdenes de la revolución. No hay 

objeto que reclame con más preferencia la atención del Congreso”.171

El problema de Texas puso al descubierto la pobreza de los recursos económicos 
del gobierno mexicano. Después de que Austin y Zavala estimularon y lograron reunir 
la convención que declaró, en noviembre de 1835, la independencia de esos territo­
rios nacionales, Santa Anna, el condotiero de la época, marchó al norte acompañado 
de un ejército que fue derrotado y aniquilado en abril de 1836. En virtud de estos 
acontecimientos, el general Anastasio Bustamante comunicó al Congreso que el go­
bierno no estaba en posibilidad de conducir una nueva ofensiva contra los facciosos a 
causa de las circunstancias críticas que abrumaban a la nación y la absoluta falta de 
fondos en el erario público.172 La política aconsejada por los secretarios de Hacienda en 
los años siguientes fracasaron totalmente, según consta en las memorias que presentaron 
Lebrija (1837-1838), Echeverría (1839) y Trigeros (1844).

Matías Romero, al juzgar la administración surgida de las Bases de organización 
para el gobierno provisional de la República, aprobadas en septiembre de 1841, hizo 
constar que 

siguió una marcha retrógrada, estancó el tabaco, los naipes, la pólvora, el azufre y el salitre; 
prohibió a los extranjeros hacer el comercio al menudeo; expidió primero un arancel con 
derechos bajos, y poco después otro con derechos altos; enajenó las salinas principales 
de la república..., enajenó todos los bienes de temporalidades y las acciones del gobierno 
en las minas de Fresnillo; suspendió los pagos..., impuso préstamos forzosos; y concedió 
monopolios odiosos e insostenibles..., el agio tomó grande incremento durante esta misma 
administración.173

La anarquía y el desorden de los sistemas empleados para impulsar el desarrollo 
económico y mejorar los ingresos públicos fueron considerados por Luis de la Rosa en 
su Memoria de julio de 1845: 

No sé si se pueda decir con propiedad que haya un sistema de hacienda en México, e ignoro 
si se pueden fijar con seguridad las bases sobre que tal sistema se halle establecido. Al ver 
que casi todo lo que es, o puede ser una riqueza, se halla gravado con impuestos, y que 
no obstante las contribuciones no rinden sino un producto muy pequeño comparado con 
el valor de la riqueza pública, se creería que el sistema de hacienda adoptado en nuestro 
país consistía únicamente en aumentar los ingresos del erario, más bien multiplicando las 
contribuciones que haciendo rendir a cada uno de ellos todo el producto que rendirían bajo 
una administración bien sistematizada... No veo que pueda establecerse jamás un sistema 
de hacienda, ni que sea posible nivelar las riquezas y los egresos del erario, en un país en 
que cada jefe de partido, al proclamar una nueva revolución, puede apoderarse del tesoro 
público como de una presa, y distribuirlo entre sus partidarios, como si fuese su herencia 
o patrimonio... La anarquía de ideas en materia de economía política no ha sido menos 

171 Secretaría de Hacienda, op. cit., p. 53.
172 Ibidem, pp. 61 y 62.
173 Matías Romero, op. cit., p. 254.
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base los hechos y datos estadísticos más bien que las teorías, y que no sé puede aplicar 
jamás sino modificando sus principios, siempre generales por los datos que ha ministrado 
la experiencia, se ha querido cambiar con un rasgo de pluma todo el sistema tributario de 
una nación; y sin contar todavía con los cuantiosos recursos que una fecunda imaginación 
habría concebido, se han distribuido súbitamente los recursos más positivos y las rentas 
que habían sido hasta entonces más productivas. Cada partidario de un nuevo sistema de 
economía política, ha atacado en sus escritos, como ruinosa al país, una clase de contri­
buciones... y el mal no ha consistido en que todas esas opiniones se hayan discutido por 
medio de la imprenta, sino en que los legisladores alternativamente las han adoptado y 
sancionado como leyes, y a poco las han desechado y abolido para formar nuevos sistemas, 
tal vez apoyados también en ilusiones.174 

Luis de la Rosa, en su análisis, hizo una interesante referencia al contrabando (cu­
yos funestos efectos fueron señalados por el señor Trigeros en su Memoria de Hacienda 
de julio de 1844), la cual aporta una clara idea del influjo que esa actividad ilícita 
podía alcanzar. “Muchas veces —dijo De la Rosa— los poderosos contrabandistas han 
suscitado una revolución, han devastado y ensangrentado el país con una nueva guerra 
civil, únicamente por ganar un tanto por ciento más en sus mercancías”.175

Las dramáticas consecuencias de la guerra con los Estados Unidos (1845-1847), 
que concluyó en los Tratados de Guadalupe Hidalgo firmados en 2 de febrero de 1848, 
engendraron nuevas y múltiples causas de inestabilidad y desorganización imposibles 
de contener, a pesar del restablecimiento del sistema federal a través del Acta de 
Reforma de 1847, en la que se otorgó nueva vigencia a la Constitución de 1824. El 
principal promotor de estas reformas fue Mariano Otero.

El gobierno de José Joaquín Herrera (1848-1851), sostén de una línea moderada 
que aprovechó la “indemnización” acordada en favor de México en los Tratados de Gua­
dalupe Hidalgo, y el de Mariano Arista (1851 a 1852), cuya renuncia abrió las puertas a 
la dictadura de Santa Anna, padecieron los efectos de la ruinosa situación nacional. El 
propio Arista, al anunciar su dimisión de la Presidencia (5 de enero de 1853), expresó 
lo siguiente: “Los acontecimientos que hoy ponen a la Nación y a sus instituciones 
al borde de un abismo, se anunciaron desde mi advenimiento al poder con la crisis 
del Tesoro, y con ella nacieron también la oposición y las dificultades que, cultivadas 
después empeñosamente por el espíritu de partido, han venido últimamente a dar por 
tierra con todo, incluso el respeto, la estimación y la fuerza moral de la autoridad”.176

La dictadura militar de Santa Anna estimuló el irracionalismo en el manejo de la 
cosa pública. En el breve periodo de 1853 a 1855, se decidió una fase de la historia 
de México y se abrió la oportunidad para el advenimiento de la Constitución de 1857 
y de las Leyes de Reforma.

174 Yáñez Ruiz, op. cit., pp. 407 a 409.
175 Ibidem, p. 408.
176 Secretaría de Hacienda, op. cit., p. 121.
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7No obstante los fugaces triunfos políticos de los liberales y la clara definición de sus 

propósitos, especialmente en 1833, las bases económicas y sociales legadas por la Colo­
nia subsistieron entre 1824 y 1855. La deuda pública elevó su cuantía sin transformarse 
en un renglón dinámico por medio de inversiones productivas. El clero aumentó sus 
riquezas y los terratenientes ampliaron su dominio en el campo. La industria, la minería 
y el comercio continuaban en manos de grupos selectos, y las grandes mayorías de la 
población en una condición tan deplorable como la que prevaleció durante el virreinato.

¿Cuáles fueron las consecuencias políticas de esta grave situación económica y 
social del país? Rabasa resumió la historia de las primeras décadas del México inde­
pendiente en esta forma: 

En los veinticinco años que corren de 1822 adelante, la Nación mexicana tuvo siete con­
gresos constituyentes que produjeron, como obra, una Acta Constitutiva, tres constituciones 
y una Acta de Reformas, y como consecuencias, dos golpes de Estado, varios cuartelazos 
en nombre de la soberanía popular, muchos planes revolucionarios, multitud de asonadas, 
e infinidad de protestas, peticiones, manifiestos, declaraciones y de cuanto el ingenio des­
contentadizo ha podido inventar para mover al desorden y encender los ánimos. Y a esta 
porfía de la revuelta y el desprestigio de las leyes, en que los gobiernos sabían ser más 
activos que la soldadesca y las facciones, y en que el pueblo no era sino materia disponible, 
llevaron aquéllos el contingente más poderoso para aniquilar la fe de la Nación, con la 
disolución violenta de dos congresos legítimos y la consagración como constituyentes de 
tres asambleas sin poderes ni apariencia de legitimidad.177 

Una versión más reciente de los acontecimientos ofrece los siguientes saldos: 

En efecto, en ese periodo (los 33 primeros años de la vida independiente), rigieron al país 
cuatro constituciones, dos repúblicas centrales y dos federales, más la última dictadura de 
Antonio López de Santa Anna. Dos de los numerosos titulares del poder ejecutivo fueron 
fusilados: el emperador Iturbide y el presidente Guerrero, precisamente los autores de la 
independencia. Sólo la primera república federal tuvo un periodo normal, el de Guadalupe 
Victoria, y la segunda la trasmisión pacífica del poder por José Joaquín de Herrera. Santa 
Anna domina la escena nacional del Plan de Veracruz al de Ayutla, por eso con sobrada 
razón Alamán pudo escribir que la historia de esos años puede llamarse con propiedad la 
historia de las revoluciones de Santa Anna. En unas cuantas dicotomías suele resumirse  
la historia de ese tercio de siglo: monarquía contra república; federación contra centralismo; 
democracia versus oligarquía; clase media contra clero, milicia y propietarios territoriales; 
liberales contra conservadores; simpatizadores de Estados Unidos contra partidarios de 
Europa, etc. Un esquema simplista indicaría que al final las dicotomías parecen escindirse 
tajantemente, de modo que de un lado figuren la constelación república federal, democrá­
tica, liberal, burguesa y pro yanqui, y del otro monarquía, centralismo, conservatismo y 
oligarquía europeizante. Se ha dicho que con el Plan de Iguala el país conquistó la in­
dependencia, pero no la libertad. Esto es, separación de España pero mantenimiento del 

177 Rabasa, op. cit., p. 9.
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empeñó al país en una lucha de un tercio de siglo.178

La intensidad de la lucha desatada durante el primer tercio del siglo xix no fue 
inútil. Los liberales y los conservadores construyeron entonces dos modelos ideológi­
cos para resolver los problemas económicos y sociales, y ellos constituyen la antinomia 
fundamental que se debatió hasta el triunfo del Plan de Ayutla. Son muchos los matices 
que caracterizan esos modelos. Aquí será suficiente sólo señalar, a grandes líneas y en 
forma general, las principales tesis que sostuvieron esos grupos. El pensamiento liberal 
fue representado por la generación de 1833. El doctor Mora es considerado aún como su 
teórico más destacado. En el extremo contrario, el de los conservadores, cuenta princi­
palmente Lucas Alamán. Existió el modelo intermedio, el de los moderados, impreciso, 
fluctuante, casi inaprehensible y lleno de confusiones y sorpresas. Hubo una preocupación 
general que abarcó todos los “partidos” sin identificarlos. Por lo contrario, agudizó sus 
animosidades y violentó sus contradicciones. Tal fue la preocupación por el problema 
religioso. Rabasa escribió: 

El clero se empeñó en presentar como incompatibles el catolicismo y el liberalismo para 
hacer inseparables el sentimiento religioso y la filiación política; pero, en cambio, los 
liberales... marcaron la distinción entre el clero y la Iglesia y entre la Iglesia y los dogmas, 
de suerte que llamaron a sus enemigos “clericales” sin abjurar por su parte del título de 
católicos. Pero en aquella época de transición, en que más que una lucha de principios 
había una evolución dolorosa de conciencias, y en que cada hombre antes de combatir al 
adversario, comenzaba por luchar consigo mismo, muchos, quizá la mayor parte, perma­
necían en la indecisión, querían hacer de la perplejidad el punto medio y llegaban a creer 
de buena fe que los extremos tenían una línea de acomodación aconsejada por la razón, 
por el patriotismo y por los principios religiosos. Éstos formaron el partido moderado, que 
si parecía avanzado en tolerancia, era reaccionario en política, y del cual se pasaba mucho 
más fácilmente al clericalismo neto que al liberalismo puro; partido esencialmente débil, 
puesto que tenía que componerse de hombres débiles, y que perjudicó profundamente a la 
evolución rápida del liberal, porque éste se veía inclinado con frecuencia a confiar en los 
hombres de aquél, por la proximidad de sus principios y la elasticidad de sus concesiones.179

El modelo liberal del primer tercio del siglo pasado fue claramente expuesto por 
José María Luis Mora en su Programa de los principios políticos que en México ha 
profesado el partido del progreso, y de la manera con que una sección de este partido 
pretendió hacerlos valer en la administración de 1833 a 1834.180 El autor resumió en 
ocho puntos las ideas esenciales que integran dicho modelo:

1º.	 Libertad Absoluta de Opiniones, Supresión de las Leyes Represivas de la Prensa;
2º.	 Abolición de los Privilegios del Clero y de la Milicia;

178 González Navarro, op. cit., p. 159.
179 Rabasa, op. cit., p. 30.
180 Mora, Revista Política, op. cit., pp. 108 y ss.
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73º.	 Supresión de las Instituciones Monásticas, y de todas las leyes que atribuyen 

al Clero el conocimiento de negocios civiles, como el contrato del matrimonio, 
etcétera.

4º.	 Reconocimiento, clasificación y consolidación de la deuda pública, designación 
de fondos para pagar desde luego su renta, y de hipotecas para amortizarla más 
adelante;

5º.	 Medidas para hacer cesar y reparar la bancarrota de la propiedad territorial, para 
aumentar el número de propietarios territoriales, fomentar la circulación de este 
ramo de la riqueza pública, y facilitar medios de subsistir y adelantar a las clases 
indigentes, sin ofender ni tocar en nada al derecho de los particulares;

6º.	 Mejora del estado moral de las clases populares, por la destrucción del monopolio 
del clero en la educación pública, por la difusión de los medios de aprender, y la 
inculcación de los deberes sociales, por la formación de museos, conservatorios de 
artes y bibliotecas públicas, y por la creación de establecimientos de enseñanza 
para la literatura clásica, de las ciencias y la moral;

7º.	 Abolición de la pena capital para todos los delitos políticos, y aquellos que no 
tuviesen el carácter de un asesinato de hecho pensado; y

8º.	 Garantía de la integridad del territorio por la creación de colonias que tuviesen por 
base el idioma, usos y costumbres mexicanas.

Los citados ocho principios son los que constituyeron en México, afirma Mora, “el 
símbolo político de todos los hombres que profesan el progreso”, e inspiraron también la 
práctica concreta de una administración, la de Valentín Gómez Farías de 1833 a 1834, 
derrotada por los militares de Santa Anna y sus socios amantes del retroceso. Mora 
aconsejaba a los moderados llevar adelante tales principios “por medidas prolongadas 
y enérgicas”.

Es fácil comprender que el modelo liberal respondía a cuatro necesidades básicas 
del país: a) El respeto a los derechos del hombre, violentados por las administraciones 
públicas apoyadas en la tradición conservadora, la intolerancia religiosa y la brutali­
dad militar. b) La supresión de fueros y privilegios cuya existencia mantenía trabado 
el desenvolvimiento de la República. c) La promoción de la circulación de la riqueza, 
estancada en las manos de los grupos minoritarios, y la aplicación de una política 
económica y social orientada a estimular el crecimiento del producto nacional y la 
elevación de los niveles de la vida. d) El estímulo a la unidad nacional por medio de 
la colonización de las vastas extensiones del territorio marginadas por la distancia y 
la ausencia de una población fuertemente enraizada en las costumbres y sentimientos 
mexicanos.

“La abolición de los privilegios del clero y de la milicia —escribió Mora— era 
entonces, como es hoy, una necesidad real, ejecutiva y urgente...”,181 pues ellos repre­
sentaban un definitivo obstáculo al cambio social. Los privilegios eran la expresión 
del “espíritu del cuerpo social” organizado en forma opuesta a los intereses morales 

181 Ibidem, p. 114.
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se encuentra en la antigua España: “No sólo el clero y la milicia tenían fueros gene­
rales que se subdividían en los de frailes y monjas en el primero, y las de artillerías, 
ingenieros y marina en el segundo: la Inquisición, la Universidad, la Casa de Moneda, 
el Marquesado del Valle, los mayorazgos, las cofradías y hasta los gremios tenían sus 
privilegios y sus bienes, en una palabra, su existencia separada. Los resultados de esta 
complicación eran muchos; y todos fatales al espíritu nacional, a la moral pública, a 
la independencia y libertad personal, al orden judicial y gubernativo, a la riqueza y 
prosperidad nacional y a la tranquilidad pública”.182 La observación es rigurosamente 
exacta. Cuando Mora subraya la disconformidad entre “espíritu de cuerpo” y “espíritu 
nacional” está denunciando la lucha entre la pervivencia del feudalismo colonial y la 
emergente nacionalidad mexicana. No es posible la armónica convivencia de los fueros 
y la nación, y como el partido del progreso estaba al lado de la última, la cancelación 
de las corporaciones y sus privilegios se transformó en un objetivo del programa liberal.

La batalla contra el “espíritu de cuerpo” tenía un carácter global. Su existencia 
suponía la imposibilidad de garantizar el libre ejercicio de los derechos humanos; la 
integración de los hombres y sus grupos dentro de una comunidad de bienes materia­
les y morales; la igualdad ante la ley y los tribunales; y la expansión de un sistema 
económico capaz de satisfacer las aspiraciones de los distintos estratos de la sociedad. 
Mora recuerda que ya el gobierno español sabía los inconvenientes y obstáculos que 
oponen a la marcha social “las clases privilegiadas y los cuerpos políticos, y todas sus 
medidas después de 60 años estaban calculadas para disminuir su número y debilitar 
su fuerza. Todos los días se veía desaparecer alguna corporación o restringir y estre­
char, los privilegios de alguna clase; pero hasta 1812 quedaban todavía bastantes para 
complicar el curso de los negocios. La Constitución que se publicó en este año abolió 
todos los fueros con excepción del eclesiástico y militar, y ella tuvo en esta parte todo 
su efecto desde 1820, segunda época de su proclamación en México... Desaparecieron, 
en verdad, los gremios, las comunidades de indios, las asociaciones privilegiadas de 
diversas profesiones... los mayorazgos y la multitud innumerables de fueros concedidos 
a ciertas profesiones, personas, corporaciones y oficinas; pero quedaron todavía el clero 
y la milicia con los fueros que gozaban, y las universidades, los colegios, las cofradías y 
otras corporaciones, que aunque ya sin privilegios, conservaban la planta de su antigua 
organización de la cual son consecuencia forzosa las tendencias a destruir o desvirtuar 
el nuevo orden de cosas”.183

La generación de 1833 consideraba al clero como enemigo de las siguientes aspira­
ciones: a) de la organización política representativa y federal; b) del deseable aumento 
de la población; c) de la difusión y la mejoría de la educación pública y privada; d) de  
la paz y armonía que deben reinar entre México y las naciones extranjeras que han 
celebrado tratados con la República; e) de la libertad civil y la independencia per­
sonal; y f) del poder soberano de la nación. En síntesis: la educación del clero, “sus 

182 Ibidem, p. 116.
183 Ibidem, pp. 124 y 125.
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7principios y su constitución misma, se hallan en abierta y diametral oposición, con 

los principios de organización, y resultados sociales que se buscan y procuran por el 
sistema representativo con los progresos de la población y de la riqueza pública, con la 
educación nacional, con los medios del saber, y con la armonía y respeto de las potencias 
extranjeras”.184 El problema que derivó de esta situación no dependía de las personas, 
sino de las cosas mismas. Por esto, la corporación clerical, independientemente de sus 
miembros, aglutinó un poder capaz de enfrentarse al de la República. Esta capacidad 
según Mora, tenía una doble raíz: su profunda influencia en el pueblo desde los tiempos 
de la colonia, y la enorme riqueza concentrada en sus manos muertas.

La milicia fue la segunda grave preocupación de los liberales. Con todas las agra­
vantes propias de las corporaciones privilegiadas, “la milicia deriva su poder especial 
del ejercicio de la fuerza brutal en veintiséis años de guerras durante los cuales ha 
ejercido el imperio más absoluto. Leyes, magistratura, gobierno, personas y cosas, 
fondos públicos y particulares, todo ha estado más o menos pero realmente sometido 
al poder militar, ejercido bajo diversas denominaciones y formas. La milicia bien sea 
que ataque al gobierno, bien que parezca que lo defiende, es y se considera a sí misma 
como un cuerpo independiente, que no vive en la sociedad sino para dominar y hacerla 
cambiar de formas administrativas y principios políticos, cuando las unas o los otros 
sean o entienden ser opuestos a los principios constituidos de esta clase privilegiada”.185

La aplicación de las Leyes de Reforma confirmó las razones de los liberales. 
Leopoldo Solís anotó: 

La movilidad de los factores productivos se cita con frecuencia como una condición nece­
saria del proceso de desarrollo económico. Si algo puede inferirse de este estudio es que 
cada nueva oportunidad de asignar factores a usos distintos más eficientes, recibe respuesta 
en forma de mayor dinámica productiva. La desamortización de Juárez permitió que con 
la propiedad urbana y rural se emprendieran nuevas actividades; fue, en efecto, un paso 
hacia la economía capitalista basado en transacciones de mercado.186

El ingreso al mercado de las tierras que el clero tenía concentradas en su poder 
tuvo importantes repercusiones en el sistema de la producción de bienes y servicios. 
Una de ellas afectó al sector industrial. 

La inestabilidad política que matizó la vida mexicana durante la guerra de Independencia 
y los primeros decenios del México independiente, no impidió que a mediados del siglo 
se establecieran fábricas que utilizaban ciertos adelantos tecnológicos de la revolución 
industrial, motores de vapor, husos, telares mecánicos. Así se instalaron fábricas, aunque 
de pequeño tamaño, de telas de algodón y lana, papel, vidrio, etc. Las dificultades a que se 
enfrentaban los productores para operar a niveles que rindieran economías de escala eran, 

184 Ibidem, p. 131.
185 Ibidem, p. 136.
186 Leopoldo Solís M., Apuntes para el análisis del desarrollo económico de México, México, sin fecha, edición 

mimeográfica, p. 7.
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de los mercados locales en un mercado nacional. Esto era resultado de las alcabalas, de 
las deficiencias del transporte y, en general, de la anarquía económica caracterizada por 
sus unidades de producción y consumo casi insuficiente.187 

La movilización del mercado y su expansión desde niveles locales hasta el nivel 
nacional ofreció un aliciente poderoso a la producción industrial. Con la excepción de 
las artesanías indígenas practicadas en economías de autoconsumo, las manufacturas y 
talleres urbanos recibieron el impulso positivo de la desamortización. Lo mismo ocurrió 
en el comercio interior y exterior y en las formas de tenencia de la tierra, y de manera 
paralela, en la estratificación social urbana y rural. Aparte del desarrollo latifundista 
que siguió a la desamortización, 

en las ciudades, donde la riqueza adoptaba principalmente la forma de edificios, tierras y 
capital comercial —en forma de inventarios— la desamortización creó posibilidades de 
ganancia hasta entonces inexistentes; en la compraventa de los bienes urbanos liberados 
se acumularon capitales que pusieron a sus poseedores en condiciones de emprender o 
financiar empresas mayores. Una de éstas fue producir bienes para el mercado interno 
usando nuevas técnicas. Las primeras instalaciones fabriles destinadas a satisfacer la 
demanda interna fueron obra de residentes, muchos de ellos extranjeros enfrascados en 
actividades comerciales.188

Los liberales previeron oportunamente que las corporaciones clericales y militares, 
enlazadas por múltiples causas, impedían el cambio de las relaciones económicas y 
sociales de producción y en consecuencia, que ellas frenaban cualquier esfuerzo en 
favor del progreso nacional. La generación de Mora y Gómez Farías complementaba su 
política de desamortización con la necesidad de suprimir las instalaciones monásticas 
y las leyes que atribuían al clero facultades para intervenir en los negocios civiles. Esto 
es, exigía la separación entre la Iglesia y el Estado. 

Otras consideraciones hicieron se contase en el programa de las reformas proyectadas en 
1833 la devolución, al poder civil, de los registros cívicos y los arreglos concernientes al 
estado de las personas. Un poder extraño al de la nación se hallaba de muchos siglos atrás 
en posesión de reglar casi por sí mismo el estado civil de los ciudadanos en orden al poder 
público nacional... La administración de 1833 creyó de su deber poner un término a este 
estado de cosas, dejando al clero para los efectos espirituales la posesión en que se halla, 
pero reservando a sus leyes y tribunales el arreglo y decisión de estas materias en orden 
a los efectos y fuero civil.189

187 Ibidem, p. 5. Algunos aspectos de la industria nacional en los mediados del siglo xix pueden verse en “La 
industria nacional y el comercio exterior (1842-51)”, en Colección de documentos para la historia del comercio exterior, 
VII, México, 1962.

188 Ibidem, pp. 6 y 7.
189 Mora, Revista Política, op. cit., pp. 147 y 149.
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7La desamortización y la supresión de los privilegios no implicaban la persecución 

religiosa ni el ateísmo en el modelo liberal. Su propósito era el de cancelar la fuerza 
política del clero, opuesta al gobierno civil y al desenvolvimiento de la sociedad. La 
clara separación entre clero y religión postulada por los liberales tuvo sus fuentes en 
la doctrina del cura Hidalgo, contenida en su famosa respuesta al Santo Oficio, ya 
comentada. La doctrina social de Morelos también encuentra ecos en el pensamiento 
liberal. La intención de reparar la bancarrota de la propiedad territorial para aumentar 
el número de propietarios, estimular la circulación de esta riqueza y facilitar medios de 
subsistencia a las clases indigentes, constituye un renacimiento de lo declarado en el 
punto 12 de los Sentimientos de la Nación. En el modelo del liberalismo se agregaron, 
como capítulos fundamentales de la política para elevar los niveles de vida, el de la 
educación popular y el del rescate, para la nación, de los bienes de las artes y las cien­
cias mediante el establecimiento de centros de enseñanza. Mora afirmó: “El elemento 
más necesario para la prosperidad de un pueblo es el buen uso y ejercicio de su razón, 
que no se logra sino por la educación de las masas, sin las cuales no puede haber go­
bierno popular. Si la educación es el monopolio de ciertas clases o de un número más 
o menos reducido de familias, no hay que esperar ni pensar un sistema representativo, 
menos republicano y todavía menos popular. La oligarquía es el régimen inevitable de 
un pueblo ignorante...”.190 Por esto se trazó un programa de trabajo que comprendía los 
renglones de la educación primaria, media y superior tanto en los aspectos de la ense­
ñanza general y técnica como en el de las humanidades y las ciencias. La revolución 
educativa, para la concepción liberal, era un instrumento esencial de la política social 
de la República, y una necesidad básica para liberar del influjo colonial la conciencia 
de los ciudadanos. Aparte de la inutilidad de la instrucción que se impartía en la Uni­
versidad y en el Colegio de Santos, en las otras instituciones se halló que la pedagogía 
era “defectuosa en sus bases mismas”. Mora escribió: 

La educación en los colegios es más bien monacal que civil”. Y lo mismo ocurría en la 
enseñanza y sus métodos: estos últimos, por ejemplo, se reducían a la elección de un autor 
con la reciente fecha de cincuenta a cien años de atraso, cuyas doctrinas se explicaban 
bien o mal por el catedrático, y se sostenían aun contra la misma evidencia. Este hábito de 
dogmatismo, que no es propio sino de las materias religiosas, se extendía y se extiende a 
ramas que son susceptibles de aumento o perfección en la substancia y en el modo... Pero 
nada más irracional que contar los castigos entre los medios de enseñanza... el proloquio 
de que la letra con sangre entra... es todavía reclamado y puesto en acción con bastante 
frecuencia por nuestros institutores...191

Todos los males existían en la educación, y por esto los liberales se propusieron 
la ejecución de los siguientes tres puntos: a) destruir cuanto era inútil o perjudicial a 
la educación y la enseñanza; b) establecer ésta en conformidad con las necesidades 
generadas por el nuevo estado social; y c) difundir entre las masas los medios más pre­

190 Ibidem, pp. 215 y ss.
191 Ibidem, pp. 228-234.
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de la enfurecida presión desatada por el partido del retroceso contra los proyectos de 
educación que los liberales iniciaron en el periodo 1833 a 1834.

Un último capítulo del modelo liberal merece atención especial: se trata del relativo 
a la deuda pública. La generación de los liberales percibió la urgencia de sanear el 
crédito del Estado, y se propuso, entre otras medidas, ocupar los bienes eclesiásticos y 
destinar sus frutos al pago de los intereses de la deuda y más tarde a su amortización, 
“sin que ninguno de sus productos pudiese entrar en las arcas nacionales, ni aplicarse 
temporal o perpetuamente a otros objetos”.192 No fue dable, por razones bien conocidas, 
llevar adelante el proyecto; pero, en cambio, se dejó testimonio de la indudable impor­
tancia del problema y de las dramáticas causas que lo originaron: “México —escribió 
Mora— ha contraído y sigue contrayendo una deuda enorme, por la milicia privilegiada, 
y para la milicia privilegiada: y que esta deuda no puede ser amortizada ni pagados sus 
intereses haciendo uso de los medios ordinarios; porque todas las ramas de la riqueza 
pública se hallan en bancarrota, o no pueden tener sobrantes para el fomento y creación 
de los capitales, cuyos productos se consumen en gastos improductivos. Que dicha 
deuda tampoco puede ser pagada; ni por los medios extraordinarios: porque se quiere 
conservar al clero y para el clero el único fondo disponible al efecto. En suma, y para 
reducirlo todavía en dos palabras y a su más simple expresión: la milicia ha creado la 
deuda nacional, y es causa de la miseria pública; y el clero contribuye a perpetuarlas, 
impidiendo el pago de la una, y la cesación de la otra. Dígase ahora, que no tenía razón 
la administración Farías y los hombres de 1833, para aplicar todos sus esfuerzos a fin 
de que desapareciesen de la escena política estas dos clases privilegiadas”.193

Los consejos del doctor Mora a los liberales moderados fueron echados por la borda. 
Ellos no se ocuparon de conducir el programa liberal por el camino de las “medidas 
prolongadas y enérgicas”, como lo sugerían los partidarios de Farías. El fracaso de su 
política transaccionista se mostró claramente en la administración de don José Joaquín 
de Herrera y en la sorprendente renuncia de Arista. La invasión norteamericana, fuen­
tes de graves consecuencias para el país y de increíbles confusiones en la conciencia 
política de los mexicanos194 no indujo transformaciones importantes en la conducta de 
los moderados, y por ello, ante la prueba de su ineficiencia, los conservadores apro­
vecharon la coyuntura para llevar a la Presidencia al general Antonio López de Santa 
Anna. En el convenio de 6 de febrero de 1853, firmado por Juan Bautista Ceballos, 
presidente interino y sucesor de Mariano Arista, y el general Uraga, se estableció que el 
jefe del Poder Ejecutivo que se eligiera dispondría, hasta la promulgación de una nueva 
Constitución, de las facultades necesarias para restablecer el orden social, planear 
la administración pública, formar el erario nacional y adoptar otras disposiciones en 

192 Ibidem, p. 171.
193 Ibidem, pp. 214 y 215.
194 Véase el testimonio contenido en una carta escrita por José Fernando Ramírez, el 8 de marzo de 1847, pu­

blicada por Genaro García y Carlos Pereyra en el tomo III de los Documentos inéditos o muy raros para la historia de 
México, con otras cartas de dicho autor, bajo el título de “México durante su guerra con los Estados Unidos, México, 
1905, pp. 270-282.
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7materia judicial. El 20 de abril del mismo año, ante el presidente de la Suprema Corte, 

Santa Anna se encargó del Poder Ejecutivo investido de las facultades extraordinarias 
que se le otorgaron.

La reaparición de Santa Anna con grandes poderes en el marco de la política nacio­
nal sirvió para que el partido conservador denunciara francamente y sin timidez alguna 
el propósito de su tambaleante y destructiva doctrina. Porfirio Parra comentó al respecto: 

El organizador de la dictadura, el famoso don Lucas Alamán, en carta dirigida al general 
Santa Anna antes que viniese a tomar posesión del poder que se le preparaba, había ex­
presado con ruda franqueza y sin adular en nada ni lisonjear el amor propio del vanidoso 
caudillo, las ideas de gobierno que debían orientar y dirigir la administración que se prepa­
raba. Santa Anna, bien aconsejado, había de ser el resumen de la nueva administración.195

En la citada carta de Lucas Alamán, de 23 de marzo de 1853, se encuentran las 
bases del sistema ideado por los conservadores para el manejo de la cosa pública. 
Representa, por lo demás, la definición madura de una línea política sostenida, desde 
los orígenes de la nación, por quienes resistían a todas las formas de la civilización 
moderna. La monarquía propuesta por José María Gutiérrez Estrada en su conocida 
Carta de 1840,196 se transformó en el ejercicio de una tiranía apoyada por “toda la 
gente propietaria, el Clero y todos los que quieren el bien de la patria...”, según reza 
el texto de Alamán.

¿Cómo podría caracterizarse el modelo político diseñado por el pensamiento 
conservador?

Son varios los principios declarados en el documento de 1853, a saber:

1.	 Aun cuando los conservadores no se encuentran organizados como una masonería, 
sus puntos de vista resumen la expresión del clero y los grupos que poseen la 
riqueza del país.

2.	 La conservación de la religión católica y sus fueros y privilegios.
3.	 La restricción de la libertad de pensamiento e imprenta por una intervención de 

la autoridad pública que impida la circulación de “obras impías e inmorales”.
4.	 La constitución de un gobierno con la fuerza necesaria para cumplir sus deberes, 

aunque sujeto a responsabilidades que eviten los abusos.
5.	 Una fuerza militar para proteger el orden implantado, perseguir a los indios bár­

baros y guardar la seguridad en los caminos.
6.	 La decidida lucha contra la Federación, el sistema representativo, los ayuntamien­

tos electivos y todo lo que se llama elección popular, mientras no descanse sobre 
otras bases.

7.	 La sustitución del Congreso por consejos poco numerosos que preparen los trabajos.

195 Porfirio Parra, op. cit., pp. 15 y 16.
196 J. M. Gutiérrez Estrada, “Carta dirigida al Excelentísimo Sr. Presidente de la República sobre la necesidad 

de buscar en una convención el posible remedio de los males que aquejan a la República, y opiniones del autor en 
Colección de Documentos Políticos-Económicos, México, 1948, tomo I. p. 72 y ss.
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estados y facilite la buena administración, “siendo éste el medio más eficaz para 
que la Federación no retoñe”.

9.	 El dominio de una opinión pública dirigida por medio de los principales periódicos 
de la capital y de los estados, publicaciones dependientes de los conservadores, y 
de la fuerza moral “que de la uniformidad del clero, de los propietarios y de toda 
la gente sensata que está en el mismo sentido...”.

10.	 El establecimiento de un gobierno fundado en la energía de carácter de un hombre 
y apoyado en los recursos de las clases conservadoras.

La carta de Alamán concluye con estas frases: “Tiene usted, pues, a la vista, lo que 
deseamos, con lo que contamos y lo que tenemos. Creemos que estará por las mismas 
ideas; mas sí así no fuere, tememos que será gran mal para la nación y aun para usted... 
En manos de usted, señor general, está el hacer feliz a su patria colmándose usted de 
gloria y de bendiciones”.197

Porfirio Parra comentó el modelo conservador en forma irónica y tajante. “Perfec­
tamente definidas —dijo— quedaban en esta carta las aspiraciones del partido con­
servador. La religión era declarada el único vínculo entre los mexicanos; se proscribía 
la tolerancia de cultos, calificada de herética en el orden religioso y de anárquica en 
el político; se quería mantener el esplendor del culto, y para ese efecto se aseguraban 
al clero sus inmunidades y la posesión de sus bienes, de sus cuantiosos bienes, que 
comprendían la mitad de la fortuna pública. La alianza íntima, estrecha, indisoluble y 
duradera entre la potestad civil y la eclesiástica era también ideal del partido conserva­
dor, y para detallar tal alianza se habría de celebrar con el Papa el concordato respectivo. 
Las formas políticas más propias para realizar tales aspiraciones están igualmente bien 
definidas... ¡Abajo la Federación!, régimen político que confiere soberanía a los estados, 
a fin de que no lleguen a ser gobernados por impíos como Melchor Ocampo, o como lo 
fue Zacatecas en 1833, por Francisco García, que osen atacar la inmunidad eclesiástica 
a los bienes eclesiásticos, mili me tangere del partido conservador, ¡Abajo el sufragio 
popular!, que puede traer el gobierno de las turbas. ¡Abajo el gobierno representativo!, 
que ejercita a los ciudadanos en la vida pública, cultivando con tal ejercicio sus faculta­
des. ¡Abajo la democracia!, esa doctrina herética e impía que equipara las sociedades a 
organismos, que equipara a los miembros de la sociedad a las celdillas vivientes que en 
un cuerpo organizado contribuyen con sus energías al desarrollo de la vida común, que 
considera aun a los nacionales más humildes como unidades conscientes y personales, 
capaces de comprender la ley, de aceptar libremente deberes y de cumplirlos o de 
ejercitar derechos. Acaso más tarde podrá haber sufragio; pero será restringido, el 
de los privilegiados, el de los acomodados: sólo ellos tomarán parte en la cosa pública: 
el jornalero de los campos, el artesano de las ciudades, son parias, análogos a los que 
en el régimen colonial eran las infames castas y los despreciables léperos. Según el 
partido conservador sólo la gente decente tenía derecho a gobernar”.198

197 José C. Valadés, Lucas Alamán, estadista e historiador, México, 1938, pp. 528 y ss.
198 Parra, op. cit., pp. 16 y 17.
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violenta tiranía de Santa Anna, junto con la imposibilidad del gobierno conservador 
para resolver los graves problemas del país, provocaron el levantamiento popular de 
Ayutla. Juan Álvarez, el antiguo compañero de Morelos, e Ignacio Comonfort, coronel 
retirado y exadministrador de la aduana de Acapulco, hombre de ideas moderadas y 
patrocinador del Estatuto Orgánico Provisional, de 1856, encabezaron el movimiento 
contra la dictadura.

Los autores del Plan de Ayutla y sus reformas de Acapulco expresaron con toda 
claridad los motivos que los llevaron a la rebelión. En el documento, publicado en 1 
de marzo de 1854, se expresaron las siguientes consideraciones:

Que la permanencia de don Antonio López de Santa Anna en el poder es un amago constante 
para las libertades públicas, puesto que con el mayor escándalo bajo su gobierno se han 
hollado las garantías individuales que se respetan aun en los países menos civilizados: que 
los mexicanos, tan celosos de su libertad, se hallan en el peligro inminente de ser subyuga­
dos por la fuerza de un poder absoluto ejercido por un hombre a quien tan generosa como 
deplorablemente confiaron los destinos de la patria; que bien distante de corresponder a 
tan honroso llamamiento, sólo ha venido a oprimir y vejar a los pueblos, recargándolos de 
contribuciones onerosas, sin consideración a la pobreza general, empleándose su producto 
en gastos superfluos, y formar la fortuna, como en otra época, de unos cuantos favoritos; que 
el plan proclamado en Jalisco, y que le abrió las puertas de la República, ha sido falseado 
en su espíritu y objeto, contrariando el torrente de la opinión, sofocada por la arbitraria 
restricción de la imprenta; que ha faltado al solemne compromiso que contrajo con la na­
ción al pisar el suelo patrio, habiendo ofrecido que olvidaría resentimientos personales, y 
jamás se entregaría en los brazos de ningún partido; que debiendo conservar la integridad 
del territorio de la República, ha vendido una parte considerable de ella (La Mesilla), sa­
crificando a nuestros hermanos de la frontera del Norte, que en adelante serán extranjeros 
en su propia patria para ser lanzados después como sucedió a los californianos; que la 
nación no puede continuar por más tiempo sin constituirse de un modo estable y duradero, 
ni dependiendo su existencia política de la voluntad caprichosa de un solo hombre; y, por 
último, que atendiendo a que la independencia nacional se halla amagada, bajo otro aspecto 
no menos peligroso, por el general Santa Anna: usando de los mismos derechos de que 
usaron nuestros padres en 1821 para conquistar la libertad, los que suscriben proclaman 
y protestan sostener hasta morir, si fuese necesario, el siguiente plan...

En el contexto del Plan de Ayutla, resumido en nueve puntos, se mantienen, en 
términos generales, cuatro fundamentales resoluciones: a) La supresión de la dictadura 
santanista. b) La instalación de un congreso extraordinario para constituir a la nación 
bajo la forma de una república representativa y popular. c) La derogación de la gabela 
impuesta a los pueblos con el nombre de capitación; d) La transformación del ejército 
en un instrumento del gobierno para apoyar el orden y las garantías sociales.

Un ligero análisis del breve documento transcrito por Carlos Crespo, el secretario 
de la Junta de Ayutla, echa por tierra las aparentes deficiencias que se han atribuido al 
plan. La generación de 1854 percibió claramente el problema que debía resolver. Era 
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de los enemigos del progreso; reafirmar las aspiraciones orientadas a promover la trans­
formación de las estructuras económicas y sociales prevalecientes desde la Colonia; y 
también constituir la nación de acuerdo con los propósitos declarados durante el periodo 
de la insurgencia. La unidad de la doctrina liberal mexicana halló limpia expresión en 
la proclamación de los hombres de Ayutla, al invocar, como base del plan, los mismos 
derechos que usaron los padres de la patria para conquistar la libertad.

Las reformas de Acapulco, de 11 de marzo del mismo año (1854), agregaron a las 
consideraciones un deliberado reconocimiento de la doctrina liberal. En este segundo 
documento se afirma “que las instituciones liberales son las únicas que convienen al 
país, con exclusión absoluta de cualesquiera otras; y que se encuentran en inminente 
riesgo de perderse bajo la actual administración, cuyas tendencias al establecimiento 
de una monarquía ridícula y contraria a nuestro carácter y costumbres, se han dado a 
conocer ya de una manera clara y terminante con la creación de órdenes, tratamientos  
y privilegios y abiertamente opuestos a la igualdad republicana”. En los puntos octavo y 
décimo se amplía la fe republicana y democrática de los revolucionarios de Ayutla: por 
el octavo se derogaron los efectos de las leyes vigentes que pugnaban contra el sistema 
republicano, y por el décimo se apuntaló la presencia de la soberanía al admitirse que 
“si la mayoría de la nación juzgare conveniente que se hagan algunas modificaciones 
a este plan, los que suscriben protestan acatar en todo tiempo su voluntad soberana”.

Fue unánime el apoyo del pueblo al llamado de Ayutla. La respuesta significó, 
“cual ninguna otra en México, un verdadero levantamiento popular... Los oprimidos, 
los tiranizados por la larga dominación de los privilegiados y los conservadores, estaban 
sedientos de sacudir aquel yugo de tantos años, y cuando el extremo de la opresión hizo 
saltar en el sur la revolución, todos esos oprimidos, todos esos tiranizados la secun­
daron de un modo espontáneo por un movimiento irresistible hacia la libertad, innato 
en el hombre; y tanto fue así que muchos pueblos de los que más se apresuraron a 
pronunciarse no conocían, bien a bien, el Plan de Ayutla, y le seguían sólo porque se 
les decía que era un plan liberal”.199

El peso específico del liberalismo era definitivo; pero también los atributos propios 
de la rebelión de Juan Álvarez y sus partidarios, que ofrecieron al país un auténtico 
renacimiento nacional. Esas características las reseñó Ignacio Burgoa en términos muy 
precisos. El Plan de Ayutla, dijo Burgoa, propendió a derrocar violentamente la dicta­
dura santanista, tuvo como propósito establecer la “igualdad republicana” mediante la 
abolición de “órdenes, tratamientos y privilegios” abiertamente opuestos a ella, pugnó 
por la organización “estable y duradera” del país mediante un orden constitucional 
republicano, representativo, popular y respetuoso de las garantías individuales, e hizo 
surgir con perfiles ideológicos perfectamente marcados al partido liberal que sostuvo 
con las armas la Constitución de 1857 y las Leyes de Reforma.200

199 Enrique Olivarría y Ferrari, “México independiente, 1821-1855”, en México a través de los siglos, tomo IV. 
p. 856.

200 Ignacio Burgoa, “Reseña histórica sobre la situación político-jurídica de México desde 1810”, en Plan de 
Ayutla, Conmemoración de su Primer Centenario, México, 1954, pp. 83-84.
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en 20 de abril de 1853 y dejó el poder en 9 de agosto de 1855; el 4 de octubre del mismo 
año, después de los reajustes discutidos en la reunión de Cuernavaca, fue nombrado 
presidente interino de la República el general Juan Álvarez, el modesto caudillo del 
Sur. Unos meses después, por razones muy conocidas y con base en las facultades que 
le otorgaba el Plan de Ayutla, Álvarez renunció a la Presidencia y designó como susti­
tuto al general Ignacio Comonfort, quien tomó posesión en 11 de diciembre de 1855.

Justo Sierra comentó el fin de la era de Santa Anna en los siguientes términos: 

Todo un periodo de nuestra historia desaparecía con él, no sin dejar largos y sangrientos 
rostros, a manera de visos rojos de crepúsculo. La historia nacida de la militarización del 
país por la guerra de independencia y de la anarquía sin tregua a que nuestra educación nos 
condenaba, manifestaciones morbosas, pero fatales, de nuestra actividad personificada en 
Santa Anna, iba a concluir, la tragedia perdía su protagonista. Lenta, pero resuelta y defini­
tivamente, otro periodo histórico, otra generación, otra República iban a entrar en escena.201

Las palabras de Sierra no eran un mero recurso literario. La historia de las gene­
raciones mexicanas había cambiado radicalmente. Así lo mostró González Navarro al 
analizar la época: “Destaca la presencia de la juventud en el campo liberal y de los 
viejos en el conservador; éstos sólo tuvieron dos notables excepciones, Osollo y Mira­
món, aquéllos a Juan Álvarez. Grande fue el número de liberales que al tiempo de la 
revolución de Ayutla tenían alrededor de 25 años, abogados que trocaron la pluma por 
la espada: Porfirio Díaz, Ignacio Zaragoza, Pedro Ogazón, Francisco Zarco, Vicente Riva 
Palacio, Ignacio L. Vallarta, etc. Los más destacados campeones del conservadurismo, 
en cambio, eran gente de más de 50 años en esa fecha: Espinosa, Couto, Almonte, etc. 
Una generación intermedia, la que en 1855 tenía de 35 a 45 años, llevó el peso de 
la lucha por ambos bandos: Lafragua, Arriaga, Comonfort, Prieto, Aguilar y Morocho, 
Munguía, Labastida, etc.”.202

El histórico reto estaba formulado y la responsabilidad recayó en el Congreso 
Constituyente de 1856. La obra de los constituyentes —observó Rabasa— 

comprendía dos tareas bien determinadas, aunque algunas veces se confundieron en un 
objeto común: la una de destrucción y demolición, consistía en aniquilar al bando conser­
vador, acabar con la influencia del clero en los asuntos políticos, hacer la reforma social, 
como tantas veces lo dijeron en sus discursos los progresistas; la otra de reconstrucción y 
organización, consistía en establecer el gobierno nacional con el mecanismo más adecuado 
para un funcionamiento armonioso, tan automático como fuese posible. Las condiciones 
personales para acabar una y otra empresa eran casi incompatibles: la primera requería 
convicciones absolutas, voluntad resuelta a todos los extremos, acción enérgica y hasta pa­
sión de sectarios; la segunda necesitaba reflexión serena, espíritu previsor, más inclinación 
a los consejos de la experiencia que a la lógica de los principios, severidad de criterio para 
sojuzgar el entusiasmo, haciendo prevalecer un patriotismo adusto.203

201 Sierra, op. cit., p. 302.
202 Moisés González Navarro, “La Reforma y el Imperio”, en Historia documental de México, tomo II, p. 257.
203 Rabasa, Constitución y dictadura, op. cit., p. 213.
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sesiones del Congreso, y el 5 de febrero de 1857, día en que los diputados y el Presi­
dente de la República firmaron la nueva Constitución, los representantes del pueblo 
discutieron, en ocasiones con violencia excesiva, los puntos doctrinales de los modelos 
políticos elaborados en las primeras décadas de ese siglo. Sería ingenuo suponer que 
el Constituyente fue una reunión homogénea y armoniosa de liberales dispuestos a 
transformar las ideas progresistas en normas jurídicas. Las cosas no fueron así. Los 
debates entre puros y moderados llegaron a situaciones irreductibles, y más de una 
vez la estrategia de los conservadores estuvo a punto de llevar al fracaso los propósitos 
de la revolución de Ayutla. Estas dificultades no fueron las únicas. También hubo de 
sortearse la mal disimulada tensión entre el gobierno de Comonfort y el grupo más 
avanzado del Congreso. Sin embargo, los liberales lograron una victoria innegable. 
En la Constitución de 1857 se resolvió la antinomia entre centralismo y federación; 
junto con el régimen federal, se adoptaron los principios de la democracia. Así fue 
expresamente declarado en el manifiesto del Congreso Constituyente a la nación, en 
5 de febrero de 1857. El documento fue redactado por Francisco Zarco y leído por él 
mismo a la Asamblea en esa fecha. Antes, en alocución preliminar, dijo que había sido 
“honrado por el congreso con el encargo de redactar el manifiesto que debe preceder a 
la Constitución”, que “desconfiaba mucho de su trabajo y pedía que fuese examinado 
por la mesa o por alguna comisión antes de darle a luz”.204 El texto fue publicado con 
las firmas de León Guzmán en su carácter de vicepresidente del Congreso y los señores 
Isidoro Olvera y Antonio Gamboa, como diputados secretarios.

El manifiesto contiene algunas ideas que merecen especial comentario por cuanto 
muestran, en apretado resumen, algunos aspectos de la teoría que inspiró a la mayoría 
de los representantes durante las largas controversias ocurridas en el Congreso. Aun 
cuando es evidente que las principales tesis del documento hallaron vivas oposiciones 
y reticencias en las agitadas sesiones de los diputados, las doctrinas que en él se ex­
ponen adquieren peculiar relieve en el propósito de comprender mejor las condiciones 
de esa época.

No cabe interrogar si el Congreso sintió y vivió la democracia con sentido místico. 
Cuando en el manifiesto acuden las ideas del pueblo y soberanía se percibe un calor 
emocionado y un timbre vibrante de tonos patrióticos. 

“La promesa del Plan de Ayutla —afirman los constituyentes— está cumplida. Los 
Estados Unidos Mexicanos vuelven al orden constitucional. El Congreso ha sancionado 
la Constitución más democrática que ha tenido la República; ha proclamado los dere­
chos del hombre; ha trabajado por la libertad; ha sido fiel al espíritu de su época, a las 
inspiraciones radiantes del cristianismo, a la revolución política y social a que debió su 
origen; ha edificado sobre el dogma de la soberanía del pueblo, y no para arrebatársela, 
sino para dejar al pueblo el ejercicio pleno de su soberanía”. 

204 Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente (1856-1857), México, 1956, pp. 1259 
y 1260.
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7La declaración fue firme, enérgica y categórica: la soberanía del pueblo es un dogma 

y por ello su respeto resulta condición sine qua non de una vida social estable, justa y  
progresista. La soberanía del pueblo —se dice en el manifiesto— es “una verdad lu­
minosa e incontrovertible”, de la que, a manera de premisa mayor del orden nacional, 
derivarán las instituciones, los poderes, la administración, las garantías individuales, 
la legislación secundaria y los cambios constitucionales. 

Todos los poderes se derivan del pueblo. El pueblo se gobierna por el pueblo. El pueblo 
legisla. Al pueblo corresponde reformar, variar sus instituciones”, y por ello “el Congreso 
proclamó altamente el dogma de la soberanía del pueblo, y quiso que todo el sistema cons­
titucional fuese consecuencia lógica de esta verdad luminosa e incontrovertible. 

La íntima relación entre el movimiento de Ayutla y la obra del Congreso fue reco­
nocida como “una victoria del pueblo sobre sus opresores, del derecho sobre la fuerza 
bruta”, que originó “la reunión del Congreso llamado a realizar la ardiente esperanza 
de la República”. La violencia desatada en el país desde 1821 y que alcanzó formas 
escandalosas durante el “ominoso despotismo” de Santa Anna, justifica y explica la 
exaltación de los principios de la soberanía popular y la decidida voluntad de los di­
putados liberales para consagrar el derecho inalienable del hombre a crear sus propios 
y más convenientes sistemas de gobierno, según se estableció en el Artículo 39 de la 
Constitución de 1857: “La soberanía nacional reside esencial y originariamente en 
el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para su beneficio. El 
pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de 
su gobierno”. Esta disposición reproduce el Artículo 45 del proyecto elaborado por la 
comisión respectiva, cuya presentación estuvo a cargo de Ponciano Arriaga en la sesión 
de 16 de junio de 1856.

¿Cuáles fueron las argumentaciones del Congreso para apoyar el principio de la 
soberanía nacional?

En las consideraciones del citado proyecto se anotó: 

la democracia es el mando, el poder, el gobierno, la autoridad, la ley, la judicatura del 
pueblo. El gobierno popular y democrático se funda en la igualdad de los hombres, se 
manifiesta por su libertad, se consuma y perfecciona por la fraternidad... El gran principio 
de la igualdad es innegable, porque el derecho divino, las castas privilegiadas, las clases 
nacidas exclusivamente para mandar y gobernar, son teorías que ya no tienen crédito y que 
la civilización, después de una lucha de siglos, ha declarado absurdas... El gobierno se 
instituye para bien de la sociedad y para su mejora y perfección, tanto en la parte moral 
como en la parte física. Para esta mejora y perfección, el gobierno debe buscar lo bueno y 
lo justo, debe indagar la verdad... El gobierno que no busca la verdad, ejercerá el poder, 
pero no tendrá autoridad... ¿Cómo conocerá el gobierno la verdad?... Necesita apelar a la 
conciencia y a la razón de los demás, a la razón y conciencia pública, y de aquí la libertad 
de discusión, la libertad de imprenta, el sufragio universal, vehículos por donde se expresa y 
manifiesta la razón y la voluntad de todos. Esta voluntad en muchas veces no será unánime, 
y, como el gobierno es la práctica de las verdades admitidas, nada más lógico ni necesario 
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el número el que predomina; es la razón, el derecho, el sentimiento público en que se apoya 
y representa ese número... Si la minoría dice la verdad, pronto se convertirá en mayoría, y su 
idea será la dominante. Así la mayoría no es la verdad misma, sino una fórmula, un medio 
de su manifestación. En tales principios, que son un compendioso resumen de las teorías 
democráticas, se fundan los artículos del proyecto que declaran que la soberanía nacional 
reside en el pueblo, que todo poder público se funda en la autoridad del pueblo, que es 
instituido para su beneficio, que el pueblo tiene en todo tiempo el incuestionable derecho 
de alterar la forma de su gobierno.205

La unidad de verdad y pueblo, y la función vicarial de las mayorías, constituyen 
partes esenciales del dogma democrático de los liberales. Otra faceta muy importante de 
este tema se observa en la siguiente frase, insertada después de explicar el significado 
de la fraternidad: “...por el precepto nuevo, por la fórmula social del cristianismo, los 
hombres son iguales, porque todos son libres, porque todos son hermanos...”.206

El influjo del cristianismo en el pensamiento del Constituyente es manifiesta, sin 
perjuicio de la actitud anticlerical. Religión y el clero vuelven a separarse nítidamente. 
González Navarro comentó al respecto: 

La identificación de la democracia con el cristianismo y una insistente nota anticlerical 
caracterizan los debates del Constituyente de 1856. El cristianismo, por ser una doctrina 
liberal, no se confundía con los bastardos intereses del clero. Según Ignacio Ramírez, del 
Evangelio dimanaban la democracia, la igualdad, la libertad, la fraternidad y la protección 
a los desvalidos. Para Arriaga, la revolución de Ayutla eran un episodio de la gran revolu­
ción liberal y cristiana; la democracia era la fórmula social del cristianismo. Mata y Juan 
Álvarez proclamaron que la Reforma fundada en las máximas evangélicas era irresistible 
por ser el soplo de Dios. Juárez declaró con frecuencia que la voluntad divina manifiesta­
mente se inclinaba en favor de la democracia, Dios era el caudillo de las conquistas de la 
civilización. Y Ocampo justificó las Leyes de Reforma porque su finalidad era desarrollar 
el gran principio social de la fraternidad cristiana.207 

Sin embargo, el factor anticlerical separó cristianismo y catolicismo. El liberalismo 
contenía una raíz cristiana heterodoxa, y por ello algunos hablaron de una lucha entre 
conservadores y católicos por una parte, y demagogos y anticatólicos por la otra.208

Para complementar su adhesión a la soberanía popular, el Constituyente reconoció 
la universalidad de los derechos políticos, en la Sección IV del Título I de la Carta de 57, 
Constitución de 1857. En el manifiesto redactado por Zarco se dice: “El campo electoral 
está abierto a todos los partidos”. De esta manera se ratificó la fe de los miembros del 
Congreso en la voluntad ciudadana. Al abrir el campo electoral a todas las aspiraciones, 
inteligencias y partidos, el legislador fue consecuente con su línea democrática. La 

205 Ibidem, pp. 319 y 320.
206 Ibidem, p. 319.
207 González Navarro, op. cit., pp. 257 y 258.
208 Ibidem, p. 258.
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7posibilidad de votar y ser votado, sujeta a mínimas restricciones, supone la sumisión 

de la minoría a la mayoría, y por esto, la perspectiva de una convivencia armoniosa 
entre los diferentes grupos de la comunidad. Si el principio de la soberanía encuentra 
su expresión concreta en la voluntad mayoritaria, las disimilitudes deben resolverse 
en el juego de los grandes intereses nacionales, y en la búsqueda de la “armonía, el 
acuerdo, la fraternidad”. 

La conciliación de la libertad con el orden constituye una “combinación feliz de 
donde dimana el verdadero progreso”. Los constituyentes, en su manifiesto, recuerdan 
que “no se ha hecho una constitución para un partido, sino una Constitución para todo 
el pueblo... Nada de exclusivismo, nada de proscripciones, nada de odios: paz, unión, 
libertad para todos: he aquí el espíritu de la nueva Constitución”.

La idea de la armonía social como base del progreso e inspiración del Constituyente 
habría de lograr su realización histórica en la institucionalización del sistema federal 
deseado por los mexicanos “porque es el único que conviene a su población diseminada 
en un vasto territorio, el sólo adecuado a tantas diferencias de productos, de climas, de 
costumbres, de necesidades…, y el que promediando el ejercicio de la soberanía, es el 
más a propósito para hacer duradero el reinado de la libertad y proporcionarle celosos 
defensores”. En estas palabras aparece un nuevo triunfo de los ideólogos liberales. 
Los autores del proyecto de constitución, al tratar la forma de gobierno propuesta en 
su Artículo 46, expresaron que 

obsequiando también la voluntad nacional, bien expresada en todas las representaciones 
y documentos de la época, se declara ser voluntad del pueblo mexicano constituirse en 
una república representativa, democrática y federativa, compuesta de estados soberanos, 
libres en su régimen interno, pero unidos en una federación para los intereses nacionales. 
Se repite que es el pueblo mismo en ejercicio de su soberanía el que constituye los pode­
res de la Unión con ciertos objetos y el que autoriza las de los estados en los casos de su 
competencia, y, para evitar las dudas y controversias peligrosas, se establece que todas 
las facultades no concedidas a los poderes de la Unión, y expresamente consignadas en 
la Carta Federal, se entienden reservadas a los estados o al pueblo, respectivamente.209

La fórmula propuesta por la comisión elaboradora del proyecto, con variaciones de 
estilo, pasó al Artículo 4º de la Constitución, en el que se proclamó la voluntad del pueblo 
para constituirse en una república representativa, democrática, compuesta de estados 
libres y soberanos en su régimen interior, “pero unidas en una federación establecida 
según los principios de esta ley fundamental”.

Los debates del Congreso registraron diferencias entre moderados y puros en mate­
ria de federalismo. En la sesión de 8 de julio de 1856, el ministro Luis de la Rosa, en 
nombre del gobierno, expresó las siguientes ideas, según las interpretó Francisco Zarco: 

Con respecto a la federación pregunta el señor ministro si la comprendemos o no, y 
cuenta que, cuando visitó los Estados Unidos, y examinó las instituciones de aquel 

209 Zarco, op. cit., p. 320.
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Cree que la comisión hace la misma confesión en su parte expositiva, examina cuál es el 
gran principio de la federación, combate la soberanía de los estados, que bien pueden lla­
marse soberanos, si esto los lisonjea, como halaga a los particulares un título de nobleza; 
pero, en realidad, no pueden serlo. La soberanía de los estados sólo puede existir en Ale­
mania, donde cada uno de ellos es una entidad política separada; pero donde ha de haber 
un gobierno nacional sólo pueden tener los estados independencia en su orden interior; la 
soberanía producirá nacionalidades parciales que, no pudiendo vivir como los de Alemania, 
se perderán en la anarquía como Centroamérica, donde un puñado de filibusteros profana 
hoy el territorio.210

Las palabras del ministro de Relaciones Exteriores de Comonfort, que recuerdan la 
argumentación de fray Servando Teresa de Mier en las discusiones de 1824, encontraron 
pronta y eficaz respuesta en la intervención de Mata: 

Con respecto al principio federativo —escribió Zarco— el orador y otros miembros de la 
comisión han podido estudiarlo en los Estados Unidos. Con nuestra Carta de 1824 no sólo 
era imposible una buena federación, sino la verdadera república, porque había fueros y 
privilegios, porque los gobernantes, siendo agentes del poder federal, vivían en continuos 
conflictos entre su legislatura y el Congreso de la Unión, porque las disputas sobre las 
leyes de los estados producían una verdadera lucha con los poderes del centro, y porque 
todas estas imperfecciones eran fuentes principales de la triste aplicación que en México 
han tenido los principios federativos. Y, sin embargo, el pueblo ha aspirado siempre a la 
federación, ha tendido a ella cuando derrocó el poder de Santa Anna, y no es el caso de 
calificar ahora las medidas posteriores que contra esa tendencia han emanado del poder. 
Defiende la soberanía de los estados en su administración interior, sin creer que ella des­
truye la grande entidad de la república, y asienta que la comisión no ha hecho más que 
corregir los defectos de la Carta de 1824.211 

Valdría recordar, para reforzar la argumentación de Mata, que en el manifiesto del 
Congreso de la nación, los legisladores convinieran en que la federación era una nítida 
expresión de la voluntad colectiva, y en que la desobediencia generaría la anarquía y la 
violencia. Al rememorar la época del “ominoso despotismo”, el Congreso hizo constar 
que los revolucionarios de Ayutla, “en medio de los infortunios que les hacía sufrir la 
tiranía, conocieron que los pueblos sin instituciones que sean la legítima expresión 
de su voluntad, la invariable regla de sus mandatarios, están expuestos a incesantes 
trastornos y a la más dura servidumbre”.

La división de los poderes es una consecuencia de los principios adoptados por 
el Constituyente. 

La división de poderes —afirmó la comisión redactora del proyecto— se deriva también 
de los mismos elementos políticos, porque nadie ignora que, mientras los gobiernos monár­

210 Ibidem, p. 478.
211 Ibidem, p. 480.
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7quicos o aristocráticos se proponen reunir y concentrar en manos de una o pocas personas 

o corporaciones el poder y todas las fuerzas de la sociedad, los gobiernos democráticos se 
conducen por camino contrario, esparciendo y promediando la autoridad, dando participio 
en los asuntos públicos a todos los ciudadanos, realizando la soberanía de cada uno en la 
soberanía de todos.212 

El artículo 50 de la Constitución, que reproduce en su esencia el 52 del proyecto 
dividió el supremo poder de la Federación, para su ejercicio, en legislativo, ejecutivo 
y judicial. El Poder Legislativo fue depositado en una Asamblea denominada Congreso 
de la Unión213 y formada con representantes elegidos cada dos años por los ciudadanos; 
el ejercicio del Poder Ejecutivo correspondió a una sola persona llamada Presidente 
de los Estados Unidos Mexicanos, y elegida en forma indirecta; y el Poder Judicial se 
encargó a una Corte Suprema de Justicia y a los tribunales de distrito y de circuito; la 
Corte se compondría de once ministros propietarios, cuatro supernumerarios, un fiscal 
y un procurador general, elegidos cada seis años en forma indirecta.

Las relaciones entre el poder y la libertad fueron resueltas a través de la declaración 
de los derechos del hombre y la franca introducción del juicio de garantías. La comisión 
redactora del proyecto, después de una serie de elaboradas consideraciones, declaró 

un deber imperioso y sagrado le demandaba una declaración de los derechos del hombre y 
ha procurado satisfacer a esta exigencia en el título primero del proyecto. En los artículos 
que propone, no verá el Soberano Congreso sino un resumen de los principios adoptados por 
los mejores publicistas, proclamados en las constituciones de los países más adelantados 
en el derecho público, acogidos también por los proyectos que en diferentes épocas han 
tenido por objeto reformar nuestra Carta Fundamental. En su forma, tales artículos podrán 
ser modificados; pero, en su esencia, creemos que la asamblea constituyente los tendrá 
como primordiales elementos de la vida social, como bases indestructibles, como derechos 
inherentes al hombre, inseparables de su naturaleza. Convencidos de que el olvido o des­
precio de estos derechos, decían los legisladores de otra nación y de otro tiempo, han sido 
las causas únicas de las desgracias del mundo, resolvemos exponer en una declaración 
solemne estos derechos sagrados e inalienables a fin de que todos los ciudadanos, pudiendo 
comparar incesantemente los actos del gobierno con el objeto de toda institución social no 
se dejen nunca oprimir ni envilecer por la tiranía, y a fin de que el pueblo tenga siempre 
a la vista las bases de su libertad y de su dicha, el magistrado la regla de sus deberes, y el 
legislador el objeto de su misión.214

En el manifiesto del Congreso Constituyente a la nación fueron confirmados los 
conceptos más generales de la mencionada comisión. Se expresó en su octavo párrafo: 

Persuadido el Congreso de que la sociedad, para ser justa, sin lo que no puede ser duradera, 
debe respetar los derechos concedidos al hombre por su Creador, convencido de que las 

212 Ibidem, p. 320.
213 Las razones que se tuvieron para desechar la separación del Poder Legislativo en Cámaras, aparecen deta­

lladamente expuestos en las consideraciones elaboradas por la Comisión de Proyecto, Zarco, op. cit., pp. 320 y ss.
214 Ibidem, p. 315.
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no se aseguran aquellos derechos, cuando no se goza de libertad civil, ha defendido clara y 
precisamente las garantías individuales, poniéndolas a cubierto de todo ataque arbitrario. 
La acta (sic) de derechos que va al frente de la Constitución es un homenaje tributado a 
vuestro nombre por vuestros legisladores, a los derechos imprescriptibles de la humanidad. 
Os quedan, pues, libres, expeditas todas las facultades que del Ser Supremo recibisteis 
para el desarrollo de vuestra inteligencia, para el logro de vuestro bienestar.

El Constituyente no agregó, en esta materia, ninguna aportación a las doctrinas 
francesa y norteamericana; sin embargo, importa señalar dos peculiaridades. La primera 
es la conexión que estableció entre las garantías individuales y los grupos desvalidos 
de la sociedad. Se dice en el manifiesto: 

Las garantías que el Congreso creyó deber asegurar en la Constitución para hacer efectiva 
la igualdad..., descenderán solícitas y bienhechoras hasta las clases más desvalidas y 
desgraciadas, a sacarlas con el conocimiento de sus derechos. Así despertará su espíritu 
que aletargó la servidumbre; así se estimulará su actividad, que paralizó la abyección; así 
entrarán en la comunión social, y dejando de ser ilotas miserables, redimidos, emancipados, 
traerán nueva savia, nueva fuerza a la República. 

Aunque estas palabras muestran el romanticismo político que predominó entre los 
legisladores, la esperanza de redención de las clases marginales por efecto de los de­
rechos del hombre alcanzó, en años posteriores y más realistas, algunas consecuencias 
relevantes. Bastaría recordar la severa y enérgica comunicación del ministro Ocampo 
al gobernador de Yucatán, el 30 de agosto de 1859, donde le ordenó que suspendiera 
el tráfico de esclavos; y señalar también la ley de 6 de mayo de 1861, expedida por 
Benito Juárez, decretando la pena de muerte para quienes condujeran al extranjero a 
indígenas aprisionados, y declarando nulas las contratas de esa clase que se hubiesen 
convenido antes de esa fecha.

La otra novedad relacionada con las garantías fue constituida por el instrumento 
jurídico conocido con el nombre de juicio de amparo. El magistrado Vallarta definió 
este recurso en los siguientes términos: “...es el proceso legal intentado para recuperar 
sumariamente cualquiera de los derechos del hombre, consignados en la Constitución 
y atacados por una autoridad de cualquiera categoría que sea, o para eximirse de la 
obediencia de una ley o mandato de una autoridad que ha invadido la esfera federal 
o local respectiva”.

Emilio Rabasa elaboró una síntesis de los antecedentes mexicanos del procedi­
miento de garantías,215 de la cual se toman estos puntos fundamentales:

1.	En la Constitución de 1824 no se encuentra “ninguna declaración de la suprema­
cía constitucional que en la americana basa el recurso federal, y aunque pudiera 
suplirlo la lógica jurídica (siempre con menor eficacia), faltan en ella los preceptos 

215 Rabasa, El juicio constitucional, México, 1919, pp. 157 y ss.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



Estudios históricos y doctrinarios | 191

La
s l

uc
ha

s i
de

ol
óg

ica
s e

n 
el 

sig
lo

 x
ix

 y 
la 

Co
ns

tit
uc

ió
n 

de
 1

85
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cional para autorizar su función de intérprete de la ley suprema…; cualesquiera 
que pudiesen ser las consecuencias alambicadas que en la práctica y mediante 
leyes orgánicas se quisieran derivar de esa vaga atribución, lo cierto es que ella no 
induce a suponer en los legisladores ningún propósito, ninguna previsión respecto 
al juicio constitucional”.216

2.	La primera enumeración de los derechos del hombre aparece “en un proyecto de 
constitución para Yucatán, obra de don Manuel Cresencio Rejón y fechada a fines  
de 1840… La parte expositiva del proyecto se basa en el conocimiento del libro de 
Tocqueville, a quien cita, aunque no revela la penetración del sistema sajón en 
términos de darse cuenta de él. Uno de los artículos contiene ya en embrión el 
juicio”.217 Rabasa analizó los defectos del proyecto de Rejón, observó que por vez 
primera se utiliza, para señalar el significado del juicio, el verbo amparar, y reco­
noció que la obra del jurista yucateco muestra “la necesidad que se sentía de un 
procedimiento judicial para proteger los preceptos constitucionales”.218

3.	En el proyecto elaborado por la minoría de los representantes al Congreso Consti­
tuyente de 1842, que sirvió de guía a los legisladores de 1856, 

apunta ya la intervención de la justicia federal como real garantía de los prometidos dere­
chos individuales. Todo acto de los poderes ejecutivo y legislativo, según el artículo 81, que 
se dirija a privar a una persona determinada de uno de sus derechos garantizados, podía 
ser reclamado ante la Suprema Corte, que decidiría sobre la querella definitivamente. Pero 
para juzgar la inconstitucionalidad de una ley, autorizaba a la Cámara de Diputados o a las 
legislaturas, según que aquella fuese local o federal, mediante proposición del ejecutivo o 
de cierto número de legislaturas, diputados o senadores.219

4.	“El Acta de Reforma de 1847 fue obra exclusiva de Otero y se debió a una con­
vicción profunda y a su patriótico empeño de aprovechar la ocasión que tenía para 
establecer y garantizar los derechos individuales y las limitaciones de los poderes 
como base de seguridad social y de paz pública. A juzgar por la exposición que 
precedía a su proyecto, se habría creído que llegaba ya al conocimiento pleno de 
las funciones que el poder judicial asume en los Estados Unidos. En verdad no 
era así; el acto no tuvo aplicación real en los tiempos turbados que siguieron hasta 
el año de 1856; pero la obra echó la semilla que había de germinar y dar frutos 
en la Constitución de 1857, con la consagración de los derechos del hombre y la 
fórmula del juicio constitucional que los garantiza”.220

5.	“Los autores de la Constitución de 1857 hicieron viable la institución mexicana, 
que seguramente no lo era como se planteaba en el Acta de Reformas; pero son 

216 Ibidem, pp. 158 y 159.
217 Ibidem, p. 160.
218 Ibidem, p. 161.
219 Ibidem, pp. 163 y 164.
220 Ibidem, pp. 164 y 165.
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contra una infracción un juicio especial y no un recurso; dar competencia en el 
juicio sólo a los tribunales federales; prohibir toda declaración general sobre la ley 
o actos violatorios. Es también suya la fórmula jurídica sencilla y breve que dio las 
líneas maestras del procedimiento. Arriaga y sus compañeros mostraron, al copiar 
modestamente esa fórmula, que eran bastante altos de espíritu para no pretender 
modificar lo que no podía hacerse mejor”.221

Las principales polémicas sobre el juicio de garantías se desarrollaron en las se­
siones de 28, 29 y 30 de octubre de 1856. Los miembros del Congreso Constituyente, 
al enfrentar el problema, presentaron sus dudas y defendieron, en ocasiones con exceso 
de retórica y adjetivos hirientes, sus puntos de vista. Alguna vez el señor Ocampo, que 
logró presentar válidas fórmulas de conciliación, hizo notar la violencia del diálogo. 
Sobre el particular, Zarco escribió este testimonio: “El señor Ocampo cree penoso 
tener que defender un proyecto o calificado de inconsecuente, de absurdo, de antide­
mocrático, de disparatado, de monstruoso, y de quien sabe cuántas cosas más, pero a 
ello lo obligan sus convicciones democráticas...”.222 Ignacio Ramírez, Aranda, Moreno, 
Anaya, Hermosillo, Mata y otros ofrecieron argumentos en contra o en pro del proyecto 
elaborado por la comisión; y después de introducir las modificaciones aprobadas por 
la mayoría, se aceptó el contenido del Artículo 101 de la Constitución de 1857, en el 
que se faculta a los tribunales de la Federación para resolver las controversias que se 
susciten por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías individuales, 
y por las leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de 
los estados o viceversa; el Artículo 102 define las características de esos procedimien­
tos e incorpora expresamente la protección y el amparo de la justicia federal como los 
objetivos de la sentencia en juicio de garantías.

Se han señalado hasta ahora las victorias del movimiento liberal, incorporadas en la 
Constitución de 1857. Todas ellas se refieren a la forma de gobierno y al reconocimiento 
y defensa de los derechos del hombre. Las tesis conservadoras fueron derrotadas, y por 
tanto, resueltas en favor de los reformistas las profundas divergencias entre monarquía 
y democracia, centralismo y federalismo, garantías individuales y servidumbre… No 
sucedió lo mismo en asuntos sociales y económicos. La valiente actitud de los liberales 
se vio frenada por la posición fluctuante de los moderados que, ante los temas canden­
tes de la época, unieron sus votos y energía a las proposiciones de los conservadores.

Se ha aludido al papel que desempeñaron los moderados en distintos periodos 
de la historia. Sería oportuno, ahora, volver al tema en función de las actividades del 
Constituyente de 1856.

Justo Sierra, al caracterizar a Comonfort, intentó formular una definición de las 
corrientes moderadas. Escribió: 

221 Ibidem, p. 169.
222 Zarco, op. cit., p. 994.
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entenderse sobre este concepto: del partido moderado, debe decirse, no de los conserva­
dores moderados, que eran los que no creían bueno llevar la resistencia a la Reforma hasta 
la guerra civil; de éstos eran los antiguos liberales don Bernardo Couto, don José Joaquín 
Pesado y algún viejo obispo quizás, un Garza, de México, un Portugal, de Michoacán, un 
Guerra, de Yucatán. Comonfort pensaba que había que reformar, pero no entendía como 
los puros, por reforma, transformación, sino cambiar mejorando. Creía que el tiempo y las 
condiciones de México sólo eso permitían, que sólo eso era viable: despojar a las clases de 
lo que hubiese de más irritante en sus privilegios, pero colmándolos de compensaciones y 
de miramientos personales a sus jefes, para obligarlos a fuerza de condescendencia a que 
aceptasen los cambios. Por tanto, sólo en parte deberían suprimirse los fueros, mas a los 
militares precisaba dejarlos en el goce de sus honores y empleos; también era urgente, lo 
veía bien, y era un artículo del programa moderado, desestancar los capitales de manos 
muertas, es decir, poner en circulación los bienes del clero. En cambio, la independencia 
entre la Iglesia y el Estado y la libertad de cultos deberían ser sacrificados a una esperanza 
de armonía posible con los obispos y el Padre Santo.223

Es decir, los moderados pretendían un equilibrio inasequible. Por una parte creían 
en la efectividad del programa liberal, y, por la otra, aduciendo razones fundadas 
aparentemente en una realidad social que, en verdad, desconocían, apoyaban el man­
tenimiento de las estructuras tradicionales. Su posición política era muy débil, y por 
ello se sorprendieron a sí mismos, quizá sin la intención de hacerlo, participando con 
viveza en el bando conservador. El temor a las innovaciones exigidas por los liberales 
radicales durante las sesiones del Congreso, los condujo a una extraña e inoportuna 
salida. El 15 de mayo de 1856, el gobierno ahondó sus diferencias con el Congreso 
decretando el famoso Estatuto Orgánico, programa de los moderados, como lo llama 
Sierra, y en realidad un intento de constituir provisionalmente al país en los momentos 
en que estaba por analizarse el proyecto de constitución elaborado por la comisión del 
Congreso. La reacción contra el Estatuto puede apreciarse en los conceptos del dipu­
tado Escudero, que en compañía de otros representantes solicitó, el 4 de junio, que 
se declarase insubsistente la citada ley. Escudero, entre otras cosas, dijo lo siguiente: 
“Por desgracia, el gobierno que debía ser el colaborador de vuestra soberanía allanando 
las dificultades, removiendo los obstáculos, por una política mezquina basada en el 
amor propio, aumenta los peligros, exalta las pasiones y provoca los conflictos. Ya se 
ve, no se encuentran en el gabinete de hoy los Farías, ni otros dignos sucesores de los 
Guerreros, los Zavalas, los Quintanas, los Herreros…, y tantos héroes, tantos patriotas 
de inteligencia, de abnegación, que comprendiendo el tamaño de sus deberes sociales 
y políticos, tuvieron la firme voluntad de cumplirlos, y trabajaron siempre en busca de 
la felicidad de la patria, sin inventar términos medios, que no conducen a nada, ni son 
más que traiciones solapadas, propias de las modernas medianías, de esos hombres de 
miedo, acérrimos defensores del statu quo, para dar a veces algunos pasos atrás. Por 
esto el Estatuto Orgánico que sancionó el gobierno el día 15 del pasado, ha pisado, ha 

223 Sierra, Juárez, su obra y su tiempo, México, 1956, p. 98.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



194 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

se
gu

nd
a 

| 
Vo

lu
m

en
 IV falsificado la gloriosa y dispendiosa revolución de Ayutla, atacando la libertad, sirviendo 

de obstáculo a la sanción de la Constitución y de bandera a los reaccionarios. Tal vez 
su autor no tuvo estas miras al expedirlo: acaso su único objeto no ha sido satisfacer 
su vanidad con gloria, más vana todavía, de que se le llame la Constitución-Lafragua; 
pero es muy temible que su señoría haya ganado con su obra maestra el renombre, la 
celebridad del incendiario del templo de Diana en Efeso”.224

Los conceptos de Escudero fueron, sin duda, exagerados; pero muestran la ostentosa 
oposición a las ideas de Comonfort y su ministro Lafragua en el Congreso y entre los 
grupos sociales que protestaron.225

El incidente del Estatuto confirmó los juicios de Melchor Ocampo sobre los modera­
dos. En carta dirigida al periódico La Revolución, fechada en 14 de noviembre de 1855, 
el destacado liberal explicó sus diferencias con Comonfort; en forma clara, descubrió el 
significado de las distintas doctrinas de la época: 

“Comprendo más clara y fácilmente —dijo— estas tres entidades políticas: progresistas, 
conservadoras y retrógrados, que no es el papel que en la práctica desempeñaban los mo­
derados. Los progresistas dicen a la humanidad: ‘Anda, perfecciónate’; los conservadores: 
‘Anda o no, que de esto no me ocupo, no atropelles las personas, ni destruyas los intereses 
existentes’; los retrógrados: ‘Retrocede, porque la civilización se extravía’. Los unos quie­
ren que el hombre y la humanidad se desarrollen, crezcan y se perfeccionen; los otros, 
admitiendo el desarrollo que encuentran, quieren que quede estacionario; los últimos, ad­
mitiendo también, aunque a más no poder, ese mismo desarrollo, pretenden que se reduzca 
de nuevo al germen. Los conservadores, consintiendo el movimiento y regularizándolo, 
serían la prudencia de la humanidad, si reconociesen la necesidad de progreso y en la 
práctica se conformasen con ir cediendo gradualmente; única condición, la de consentir 
en ser sucesivamente vencidos, que volvería sus aspiraciones y su misión legítimas, como 
lógicas y racionales; pero en la práctica nunca consienten en ser vencidos; los progresos 
se cumplen a pesar de ellos, y después de derrotas encarnizadas, y haciendo perder a la 
humanidad tiempo, sangre y riquezas: con sólo conservar el estado de actualidad (statu quo) 
se convierten en retrógrados. Éstos son unos ciegos voluntarios que reniegan la tradición de 
la humanidad y renuncian al buen uso de la razón. ¿Qué son en todo esto los moderados? 
Parece que deberían ser el eslabón que uniese a los puros con los conservadores, y éste 
es su lugar ideológico, pero en la práctica parece que no son más que conservadores más 
despiertos, porque para ellos nunca es tiempo de hacer reformas, considerándolas siempre 
como inoportunas o inmaturas; o si por rara fortuna lo intentan, sólo es a medias e imper­
fectamente. Fresca está, muy fresca todavía la historia de sus errores, de sus debilidades 
y de su negligencia...”.226

Hay dos conceptos, en la carta de Ocampo, que merecen subrayarse. Los mo­
derados, como la inmensa mayoría de los liberales, creían que el factor esencial del 

224 Zarco, op. cit., p. 261.
225 Véase José M. Vigil, “La Reforma”, en México a través de los siglos, tomo V, p. 146. Otro punto de vista en 

Edmundo O’Gorman, “Precedentes y sentido de la revolución de Ayutla”, en Plan de Ayutla, op. cit. pp. 201 y ss.
226 Carta citada por González Navarro, en op. cit., p. 278.
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7cambio social radicaba en las ideas de los hombres; pero ellos agregaban algo más: el 

consentimiento de los representantes del statu quo, de la situación creada. Y mientras 
esta condición no se cumpliese, la transformación deseada por los progresistas era 
“inoportuna, inmatura”, poco realista. El otro concepto se revela en intentar, a medias 
y tímidamente, algunas de las reformas que consideraron necesarias, pero balanceando 
el paso adelante con medidas que complaciesen o satisficiesen, en forma equilibradora, 
los intereses real o potencialmente afectados. Esto explica que el gobierno de Comonfort, 
a pesar de su moderación, expidiera la Ley Lerdo, de 25 de junio de 1856, ordenando 
la desamortización de los bienes de las corporaciones, y revocaran, en 7 de junio de 
ese año, la readmisión de la Compañía de Jesús. La Ley Lerdo fue ratificada por el 
Constituyente en 28 de junio, fecha misma de la circular que el ministro de Hacienda y 
Crédito Público agregó al citado ordenamiento legal para que fuese obedecido de inme­
diato. La conducta de Comonfort en estas materias, cuyo antecedente está consignado 
en la intervención de los bienes eclesiásticos de la diócesis de Puebla, el 31 de marzo 
de 1856, originó la airada protesta de las autoridades eclesiásticas: la famosa polémica 
entre el obispo don Pelagio Antonio de Labastida y Dávalos y el Ministro de Justicia, don 
Ezequiel Montes; las representaciones del arzobispo de México, don Lázaro de la Garza 
ante el gobierno de Comonfort; y las argumentaciones morales y canónicas del obispo 
de Michoacán, don Clemente de Jesús Munguía, son muestras muy representativas del 
criterio de la Iglesia respecto a los actos liberales de la administración moderada de 
1856. El Estatuto provocó la ira de los puros; y la desamortización, la repulsa de los 
conservadores. Los moderados, en un punto central combatido por dos frentes, invir­
tieron todas las energías de que eran capaces en apaciguar los ánimos y mantener un 
gobierno destinado a un penoso fracaso. Es imposible olvidar que Ignacio Comonfort, 
al adherirse al Plan de Tacubaya, de 17 de diciembre de 1857, se dio a sí mismo un 
infamante golpe de Estado. Se había encargado de la Presidencia en 1 de diciembre 
de ese año, después de promulgar la Constitución y de ser elegido de acuerdo con las 
nuevas normas constitucionales.

Rabasa se ocupó de señalar las características del “partido” moderado y las razones 
de su desaparición:

El partido moderado estaba entre el conservador que era fanático, resueltamente clerical, 
enemigo de las ideas democráticas, y hasta monarquista, y el liberal puro que pedía una 
constitución fundada en la soberanía popular, gobierno federal, supremacía del poder civil 
sobre la Iglesia y reforma social. Estos dos partidos, de principios netos y firmes, ocupaban 
dos líneas, mientras el moderado llenaba la ancha zona que dejaban aquéllos entre sí; no 
tenía ni podría tener un credo; y esto le impedía tener un programa; no sabiendo qué debía 
sostener, se conformaba con ir de ambos extremos, buscando un medio prudente que cada 
uno de sus hombres se señalaba a su gusto en la lucha de sus temores religiosos con sus 
inclinaciones liberales. En realidad este partido, si así pudo llamarse, era la acumulación 
de los timoratos que llevaban en la conciencia por atavismo y por tradición el escrúpulo 
religioso como tirano y como verdugo, dominando sobre ideas nuevas que ellos no podían 
desechar y sobre aspiraciones adquiridas en el medio ambiente que no querían vencer; 
producto del periodo evolutivo debían desaparecer al concluir la evolución, absorbidos por 
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al extremo al que más se inclinaba. Pero durante la evolución era el moderado el partido 
más numeroso, por razón natural, y dio el mayor contingente para triunfar de Santa Anna; 
el Congreso de 1856, hijo y expresión del movimiento de Ayutla, demuestra la supremacía 
del partido moderado en la revolución.227

Después de sancionada la Constitución, los liberales dieron las batallas definitivas; 
acudieron a las armas y vencieron, en gloriosas batallas, a los enemigos del progreso 
y aliados de los invasores extranjeros. 

Cuando la lucha se entabló entre los partidos que tenían principios..., el moderado no tenía 
que hacer... Apelar a las armas para sostener términos medios es algo tan absurdo que su 
enunciación produce una frase incoherente, así como es incomprensible una revolución 
armada en que lidian tres partidos por tres principios diversos...228

En el año de 1856 y en el Congreso, el influjo de los moderados tuvo gran trascen­
dencia. El 16 de octubre de ese año se discutió el texto del Artículo 79 del proyecto 
de Constitución, en el que se preveía la forma de elección del Presidente. El artículo 
del proyecto decía: “La elección de Presidente será indirecta en primer grado y en 
escrutinio secreto, en los términos que prescriba la ley electoral”. Ponciano Arriaga, 
al explicar el contenido del mandato legal, expresó que “el punto fue muy debatido en 
el seno de la comisión y hubo que cederse a los grandes inconvenientes que en el país 
presenta la elección directa. Con ella no se acabarán nuestras disenciones civiles..., sino 
que, por el contrario, cuando haya muchas candidaturas, los vencidos se convertirán 
en cabezas de discordia, las pandillas revolucionarias invadirán el campo electoral y 
serán más recios los combates de la anarquía. Recuerda que la vicepresidencia fue 
un elemento de discordia, y tiene iguales resultados de la elección directa. Aunque al 
orador le halaga la idea democrática del sufragio universal, conoció que presentaba 
grandes peligros y de ello no quiso ser responsable la comisión”.229

Las razones expuestas por Arriaga fueron duramente combatidas por Francisco 
Zarco. Las halló carentes de fundamento y observó que “se nota en este señor (Arriaga) 
cierta frialdad, cierta debilidad, porque de seguro que le falta convicción para defender 
el artículo. No tiene fe en esa especie de mamotreto de la elección indirecta, y por eso 
es el orador entusiasta y elocuente de otros días. Esto consiste en que el Sr. Arriaga 
es tan demócrata, tan progresista como los que defienden el sufragio directo y, por lo 
mismo, no puede ser órgano de la mayoría de la comisión”.230 Las palabras de Zarco 
sirvieron de motivos para que Ponciano Arriaga, en arrebato emocionado, descubriera 

227 Rabasa, La Constitución..., op. cit., p. 40.
228 Ibidem, p. 100. Un estudio importante del papel de los moderados en la revolución de Ayutla, en Felipe Tena 

Ramírez, “Comonfort, los moderados y la revolución de Ayutla”, en Plan de Ayutla, op. cit., pp. 287 y ss.
229 Zarco, Crónica del Congreso Constituyente, México, 1957, p. 690.
230 Ibidem, p. 691.
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7los sentimientos del partido liberal respecto de las transacciones impuestas por el peso 

y la magnitud de los moderados, tanto liberales como conservadores. 

El Sr. Arriaga —escribió Zarco— dice que ha experimentado la más viva mortificación 
con la alusión que le dirigió el Sr. Zarco, acusándolo de que no defiende sus convicciones 
y extrañando el poco calor de sus pobres discursos. Desde que por primera vez se trató en 
el Congreso la cuestión de las elecciones, manifestó que estaba de acuerdo con las ideas 
de los más avanzados progresistas y ahora han defendido lo que ya estaba resuelto por la 
asamblea, aunque tal vez votará en contra del artículo. En cuanto a frialdad y desaliento, 
los siente en verdad al contemplar tantas ilusiones perdidas, tantas esperanzas desvaneci­
das, al ver que el proyecto de la comisión, mutilado y batido, apenas sobrevive, sin haber 
podido hacer triunfar sus ideas capitales. Y, si se detiene a examinar la situación del país, 
siente que están enfermos su espíritu y su cuerpo, que decae su ánimo y no le queda más 
esperanza que la unión sincera del partido liberal.231 

En sesión anterior, al analizarse el problema de los jurados José María Mata con­
fesó que 

después de haber visto el Congreso dar un paso atrás en la primera reforma importante que 
le propuso la comisión, le falta ya la esperanza de que tengan buen éxito las verdaderas 
reformas democráticas. No obstante, su señoría y los diputados progresistas, continuarán 
defendiendo sus principios, porque saben que su deber consiste, no en triunfar, sino en 
combatir.232

Las palabras de Mata y Arriaga traslucían el efecto de las derrotas en los represen­
tantes liberales, y también el ambiente de una comunidad desesperada por encontrar, 
en medio de las rebeliones y amenazas de los enemigos, la justa fórmula del progreso 
nacional. Los liberales sabían, como lo apuntó Justo Sierra, que la lucha presentida 
entre el Estado civil y la Iglesia “vendía con o sin las medidas de clemencia”,233 y por 
ello pretendían continuar su tarea a un golpe definitivo al clero y a la milicia. Sin em­
bargo, cuando se discutió en la Asamblea el artículo 15 del proyecto, que establecía el 
principio de la libertad de cultos, la resistencia de los opositores fue invencible. Tras 
ella se encontraba un largo proceso social iniciado en la Colonia. Pero había algo más: 
el poder político y económico del clero y los conservadores había crecido en forma 
ostentosa y también su capacidad para provocar disturbios de toda clase. Desde la 
promulgación de la Ley Lerdo se manifestaron los síntomas de la pugna. Sierra anotó: 
“Como las corporaciones eclesiásticas y sus accesorios poseían la mayor parte de la 
riqueza real de la República, la Iglesia levantó una protesta enérgica y unánime…, el 
señor Lerdo tuvo cuidado de no insertar un solo concepto político en los considerandos 
de su ley..., todos sus fundamentos eran económicos y financieros: movilizar la riqueza 

231 Ibidem, p. 695.
232 Zarco, Historia..., op. cit., p. 750.
233 Sierra, Evolución política..., op. cit., p. 310.
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operaciones a que esta movilización daría lugar, éste era el plan en la forma; en el 
fondo era una gigantesca revolución social, de efectos más lentos de lo que esperaban 
sus autores, pero segura, como todos los cambios radicales en la forma de la propiedad. 
No se disminuía el valor de la propiedad eclesiástica; la propiedad pasaba, es cierto, 
a manos de los adjudicatarios, inquilinos o no, pero éstos quedaban reconociendo a la 
Iglesia el monto de la propiedad así transformada… Ciegamente el episcopado protestó, 
y la guerra quedó definitivamente declarada entre el Estado laico y el eclesiástico. Esto 
era fatal; era, lo hemos indicado ya, la consecuencia de toda nuestra historia. El clero 
armado de sus inmensos privilegios y riquezas, en los tiempos coloniales, no fue un 
peligro para la unidad del Estado, porque, en virtud del patronato, el Estado lo tutoreaba 
y explotaba; cuando una fracción de ese clero, la Compañía de Jesús, pareció aspirar 
a competir el dominio del Estado, fue implacablemente exterminada por el monarca. 
Hecha la independencia, nulificado casi el patronato, el clero se halló emancipado, 
dueño de sí mismo y minando la unidad, es decir, la existencia del Estado; éste reobró 
para vivir, y de aquí la reforma. Apuntaba una guerra de religión; nuevo periodo de 
sangre y lágrimas”.234

No existen datos exactos de la riqueza del clero en los primeros años de la segunda 
mitad del siglo xix; sin embargo, con base en cierta información francesa puede ofre­
cerse una idea aproximada de la magnitud de esa riqueza. En el Archivo Histórico de 
París, Francia, se conservan los datos relativos a las investigaciones del abogado Binet, 
realizadas por acuerdo del ministro francés Montholon.235 Éste escribió: 

Un abogado francés, M. Binet, ampliamente conocido en el Departamento de Asuntos 
Extranjeros por algunos informes interesantes sobre México, me ha sido muy útil en este 
examen tan difícil como importante. Encargado por mí para hacer investigaciones en el 
Ministerio de Hacienda, con el concurso de mi secretario particular, y según un programa 
que yo le había trazado, me ha presentado un informe cuya copia anexo. Si… esta memoria 
deja mucho que desear en cuanto a la forma, puedo afirmar que, en cuanto al fondo, nada 
más concienzudo ha sido realizado hasta ahora en esta materia.

El trabajo, observa López Cámara, no sólo se basó en los estudios precedentes, 
sino que aprovechó también datos contenidos en los registros oficiales levantados por 
Comonfort en el momento de la desamortización de los bienes de la Iglesia, así como 
en las informaciones obtenidas cuando se llevó a cabo la anulación del decreto, de­
cidida durante los gobiernos conservadores de Zuloaga y Miramón, y además tuvo en 
cuenta los documentos sobre la nacionalización de los bienes del clero, en beneficio 
del Estado, ejecutada de acuerdo con las Leyes de Reforma, durante el primer gobierno 
de Juárez. Según los cálculos de Binet, la propiedad inmueble ascendía, sólo en la 

234 Ibidem, pp. 309 y 310.
235 La información aparece en el libro inédito del Dr. Francisco López Cámara, La estructura económica y social 

de México en la época de la Reforma. El autor gentilmente nos facilitó el manuscrito, del que hemos tomado los datos 
relacionados con los trabajos de Binet.
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7Ciudad de México, a más de 47 millones de pesos, o sea, la décima parte de la riqueza 

total en todo el territorio del país. El abogado informó: “El valor total de estos mismos 
bienes eclesiásticos, sin temor de ninguna exageración, puede ser calculado, en todo 
el imperio, en 460 o 470 millones de pesos, cifra que confirma plenamente, puesto que 
es incluso superior a la de cerca de 400 millones de pesos calculada en las aproxima­
ciones anteriores”. La estimación de Binet en bienes muebles llegó a los 150 millones 
de pesos que, sumados a las cifras anteriores, dan un total variable entre 610 y 620 
millones; la confiscación de tal patrimonio, prevista en las Leyes de Reforma, debería 
entregar al Estado por lo menos de 550 a 560 millones de pesos, según el mismo Binet. 
El ministro Montholon concluyó: 

Esta cuestión está en el fondo de todas las cosas que ocurren aquí. Ella domina la política, 
las finanzas, la justicia, el estado social y moral del país. Una vez resuelta en un sentido 
liberal, la reconstitución de México será posible; hasta entonces habrá siempre un imperio 
dentro del imperio, y por fuerte que sea el gobierno no dejará nunca de estar en lucha con 
una potencia que tarde o temprano amenazará su existencia.

Aun cuando la ley de 25 de junio de 1856 no era la nacionalización deseada 
por los liberales, y a pesar de sus graves defectos, señalados con acierto por Molina 
Enríquez,236 su significado y sus alcances produjeron agrios y agitados debates en el 
Congreso. Los liberales puros comprendieron muy bien que sus programas de reformas 
sociales y económicas carecerían de apoyo si no se resolvía el problema implicado en 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado. No era posible modernizar al país sobre las 
bases tradicionales. Cargado con estos sentimientos, Ignacio Ramírez inició la lucha 
con un valiente discurso en la memorable sesión de 7 de julio. Al comentar en lo gene­
ral el proyecto de Constitución —según el relato de Zarco— Ramírez hizo notar: “El 
pacto social que se nos ha propuesto se funda en una ficción. He aquí como comienza: 
‘En el nombre de Dios… los representantes de los diferentes estados que componen la 
República de México… cumplen con un alto encargo…’. La Comisión por medio de 
esas palabras nos eleva hasta el sacerdocio y, colocándonos en el santuario, ya fijemos 
los derechos del ciudadano, ya organicemos el ejercicio de los poderes públicos, nos 
obliga a caminar de inspiración en inspiración hasta convertir una ley orgánica en un 
verdadero dogma muy lisonjero, me sería anunciar como profeta la buena nueva a los 
pueblos que nos han confiado sus destinos o bien hacer el papel agorero que el día 4 
de julio desempeñaron algunos señores de la Comisión con admirable destreza; pero 
en el siglo de los desengaños, nuestra humilde misión es descubrir la verdad y apli­
car a nuestros males los más mundanos remedios… El nombre de Dios ha producido 
en todas partes el derecho divino y la historia del derecho divino está escrita por la 
mano de los opresores con el sudor y la sangre de los pueblos; y nosotros que presumimos 
de libres e ilustrados, ¿no estamos luchando todavía contra el derecho divino? ¿No 
temblamos como unos niños cuando se nos dice que una falange de mujerzuelas nos 

236 Andrés Molina Enríquez, Juárez y la Reforma, México, 1958, pp. 25 y ss.
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una revolución nos lanza a las tribunas será el derecho divino el que nos arrastrará a las 
prisiones, a los destierros y a los cadalsos. Apoyándose en el derecho divino el hombre 
se ha dividido el cielo y la tierra y ha dicho, yo soy dueño absoluto de este terreno; y ha 
dicho, yo tengo una estrella y, si no ha monopolizado la luz de las esferas superiores, 
es porque ningún agiotista ha podido remontarse hasta los astros. El derecho divino ha 
inventado la vindicta pública y el verdugo. Escudándose en el derecho divino el hom­
bre ha considerado a su hermano como un efecto mercantil y lo ha vendido. Señores, 
yo por mi parte lo declaro, yo no he venido a este lugar preparado por éxtasis ni por 
revelaciones. La única misión que desempeño, no como místico, sino como profano, 
está en mi credencial; vosotros la habéis visto, ella no ha sido escrita como las tablas 
de la ley sobre las cumbres del Sinaí entre relámpagos y truenos. Es muy respetable el 
encargo de formar una constitución para que yo la comience mintiendo”.237

Después de comentar otros aspectos del proyecto de constitución, Ramírez terminó 
su célebre discurso pidiendo la movilización de los instrumentos jurídicos para orga­
nizar el progreso: “Señores, nosotros acordamos con entusiasmo un privilegio al que 
introduce una raza de caballos o inventa una arma mortífera; formemos una constitución 
que se funde en el privilegio de los menesterosos, de los ignorantes, de los débiles, 
para que de este modo mejoremos nuestra raza y para que el poder público no sea otra 
cosa que la beneficencia organizada”.238

Las palabras de Ignacio Ramírez hallaron respuesta en las intervenciones de García 
Granados, Arriaga y Luis de la Rosa. El primero de ellos —según la versión de Zarco—, 
dijo lo siguiente: 

Acerca de la impugnación del señor Ramírez al Preámbulo de la Constitución, exclama 
el orador que Dios es el hijo de lo grande, de lo bello, de lo sublime y de lo justo; que al 
recobrar el pueblo su libertad debía tributarle un homenaje de reconocimiento y que la 
Comisión creyó que, antes que la autoridad del pueblo mexicano debió indicar el nombre 
y el auxilio de la Divina Providencia (Prolongados aplausos en las galerías).239

Ponciano Arriaga, por su parte, defendió con entusiasmo 

la invocación del nombre, creyendo que, si en todas las acciones humanas se tuvieran 
presentes los beneficios y preceptos del Supremo Hacedor de las sociedades, habría menos 
errores y menos desaciertos en este mundo; que la República no invoca el nombre de Dios 
para profanarlo con la operación ni con la servidumbre, sino para consolidar su libertad, y 
que la ley de la democracia, la igualdad y la fraternidad son el verdadero derecho divino.240 

237 Zarco, Historia..., op. cit., p. 468.
238 Ibidem, p. 471.
239 Ibidem, p. 472.
240 Idem.
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más fatigoso y a la vez drástico. 

Le sorprende —anotó Zarco refiriéndose a De la Rosa—, que por primera vez se haya 
impugnado hasta la invocación del nombre de Dios. Esto jamás ha sido discutido; en las 
constituciones de todos los pueblos civilizados, se invoca siempre a la divinidad, y sólo 
los pueblos civilizados llegan a darse una constitución; los tratados que firman las nacio­
nes cristianas comienzan invocando a la Santísima Trinidad. No puede concebirse a una 
nación sin creencias religiosas; no es imaginable ni siquiera una sociedad de deístas, y 
en los mismos Estados Unidos, donde es más amplia la tolerancia religiosa, se observa un 
sentimiento de religiosidad arraigado y profundo. Allí al fin de cada año el pueblo entero 
da gracias a Dios de los beneficios que recibe e implora el auxilio de la Providencia cuando 
lo afligen grandes calamidades.241

Las palabras de Ramírez pusieron en juego las múltiples facetas del problema. 
Los liberales no eran antirreligiosos, pero sí anticlericales, y esta actitud se confirmó 
durante la intervención, en la misma junta de 8 de julio, del diputado Castellanos. Sus 
juicios provocaron “estrepitosos aplausos” cuando habló del artículo 15 del proyecto. 

Con respecto a la libertad religiosa —escribió Zarco—, (Castellanos) quiere una resolu­
ción terminante, y el artículo 15 le parece todavía un poco tímido. Se trata, exclama, se 
trata de saber si somos o no somos, si ha de haber o no en México gobierno civil, si ha de 
haber o no libertad. Si no hemos de tener fuerza para resolver esta cuestión, abdiquemos 
de una vez el poder del pueblo en favor del clero y venga un obispo a ser Presidente de la 
República (aplausos). Pero se quiere que la constitución se declare protectora del pueblo, 
¿Qué se quiere que le demos? ¿Dinero? El clero tiene dinero suficiente para comprar a la 
República y es más rico que la nación. ¿Frailes? Los hay de sobra y los más de nada sirven. 
¿Parroquias y cuadrantes? Se han tragado ya la sustancia del pueblo. La protección que 
debemos dispensar al clero es la de arreglarlo conforme a los principios de la religión y 
de la moral. Retárdense estas cuestiones, pueda más la timidez que el deber y día vendrá 
en que el pueblo lo resuelva todo… a puñaladas. Aquí, señores, exclama, se olvidan los 
intereses del pueblo, se olvidan sus miserias, sus sufrimientos y sus martirios, y, contentos 
con el sueldo, creemos que todo está bien y apartamos la vista de ese pueblo que debemos 
defender, de ese pueblo que sufre y se desespera… (estrepitosos aplausos).242

Ante la tesis de Castellanos se levantó la voz de los moderados. 

El artículo 15 del proyecto —afirmaba Luis de la Rosa, según Zarco— establece la tole­
rancia, y el gobierno está en contra de esta peligrosa innovación por grandes razones de 
Estado y por serios motivos políticos. Confiesa que antes deseaba vivamente la tolerancia; 
pero que, cuando vio los efectos morales que produce en los Estados Unidos, dejó de de­
searla para México. Cree que la tolerancia debe establecerse de una manera gradual; dice 

241 Zarco, Ibidem, pp. 477 y 478.
242 Zarco, Ibidem, p. 476.
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y eso con muchas restricciones; que en Inglaterra domina el protestantismo, y la religión 
católica apenas es tolerada en Irlanda; que en los Estados Unidos no se toleran todos los 
cultos, sino aquellos que se fundan en la revelación y admiten las sagradas escrituras… 
La comisión en su proyecto admite todos los cultos sin ninguna restricción… El gobierno, 
sin embargo, no quiere la intolerancia de las constituciones anteriores, estima como un 
bien la unidad religiosa, y, para alterarla, es menester esperar los hechos. Sólo con que se 
pueblen las fronteras se perderá la unidad religiosa.243

El respeto a la religión mantuvo el preámbulo objetado por Ramírez, y el peso de 
los moderados y conservadores transformó el artículo 15 del proyecto en el 123 de la 
Constitución. Las previsiones de Castellanos se cumplirían poco tiempo después: el 
problema, como lo señaló, no estaba resuelto ni siquiera en la fórmula del citado artículo 
15, cuyo texto era así: “No se expedirá en la República ninguna ley, ni orden de auto­
ridad que prohíba o impida el ejercicio de ningún culto religioso; pero habiendo sido 
la religión exclusiva del pueblo mexicano la católica, apostólica, romana, el Congreso 
de la Unión cuidará, por medio de leyes justas y prudentes, de protegerla en cuanto 
no se perjudiquen los intereses del pueblo, ni los derechos de la soberanía nacional”. 
Tal precepto, como lo observó Rabasa, aseguraba a la religión católica la protección 
especial de las leyes que el Congreso debería dar a su favor. “Una mayoría de 15 votos 
derrotó a la Comisión en un total de ciento diez diputados, después de una discusión 
en que, con raras excepciones de hombres que no temieron manifestar francamente sus 
ideas, los reformistas procuraron aparecer católicos y los moderados hicieron protestas 
de liberalismo. La conciencia social se encontraba en un nudo y todos los credos se 
estrechaban para poder pasar”.244

En la sesión de 17 de julio se acordó aplazar el debate sobre el artículo 15 hasta 
después de aprobar los restantes del proyecto, y cuando se replanteó la cuestión, sur­
gió, en lugar de tolerante texto, el que está contenido en el diverso artículo 123 de la 
Constitución, a saber: “Corresponde exclusivamente a los poderes generales ejercer, en 
materia de culto religioso y disciplina externa, la intervención que designen las leyes”. 
Las cosas ocurrieron en las sesiones de 24 y 26 de enero de 1857; al finalizar la del 24, 

la comisión pidió permiso por medio de la mesa para retirar definitivamente el artículo 
15; al hacerse la pregunta de si se concedía, los señores Zarco y Prieto reclamaron esta 
disposición, y puesta a discusión, ésta se declaró con lo suficiente, el Congreso acordó que 
subsistiese. En consecuencia, se hizo la pregunta de si no se le concedía a la comisión 
retirar definitivamente el artículo 15 de su proyecto. El señor Prieto…, pidió que la vota­
ción fuese nominal.245 

Como al computarse la votación resultó que no había el quorum reglamentario, el 
tema pasó a la reunión del día 26; en el acta correspondiente constan estos hechos: 

243 Ibidem, p. 478.
244 Rabasa, La Constitución..., op. cit., p. 70.
245 El Colegio de México, Actos oficiales del Congreso Constituyente (1856-1857), México, 1957, p. 609.
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Comisión de Constitución retirar definitivamente el artículo 15 de su proyecto, la cual 
quedó pendiente por falta de número en la sesión del día 24 del actual, y se otorgó dicho 
permiso por los cincuenta y siete señores siguientes... Se dio lectura a la siguiente pro­
posición del señor Arriaga: ‘Corresponde exclusivamente a los poderes federales ejercer 
en materia de culto religioso y disciplina externa, (bajo) la intervención que designen 
las leyes’. Fundada por su autor y a su solicitud, se le dispensaron los trámites. Puesto a 
discusión el señor Mata hizo presente, como individuo de la Comisión de Constitución, 
que ésta adoptaba la proposición, presentándola en consecuencia como suya. Declarada 
suficientemente discutida hubo lugar a votar”,246 y se aprobó por ochenta y dos votos 
contra los cuatro emitidos por Joaquín Degollado, Gamboa, Peña Ramírez y Zarco.

Antes de comentar la proposición de Arista y la respuesta de Francisco Zarco, 
vale la pena referir la síntesis formulada por Pedro Ampudia sobre los debates del 
Constituyente en torno a la tolerancia religiosa. En la sesión de 5 de agosto (1856), 
después de una breve introducción, el representante de Yucatán hizo este examen del 
pro y el contra: 

Los amigos de la reforma apoyándola en que existe la tolerancia en las ilustradas naciones 
de Francia, Inglaterra y los Estados Unidos, y que conviene hagamos un empuje por imitar­
las. Los amigos del orden existente objetan que, estando muy abajo de la altura civilizadora 
de esas poderosas naciones, no es racional levantar el vuelo sin los peligros que corrió Ícaro 
remontándose hasta las regiones del fuego. Los reformistas se fundan en que, siendo la des­
población la causa primordial de la miseria pública, conseguiremos una potente inmigración 
europea con la libertad de cultos, cesando así los males que aquejan a nuestras masas. Los 
antirreformistas contestan, que si los europeos tuvieran garantías, seguridades y derechos 
que sólo disfrutan a medias, ellos vendrán a torrentes prescindiendo de las ideas religiosas. 
Los reformistas proclamaron, a voz en cuello, que se interesan en esta cuestión los sagrados 
derechos de la humanidad y que, por lo tanto, debemos extendernos traspasando el círculo 
que abraza a la familia mexicana. Los antirreformistas alegan en contra que en ninguna de 
las naciones citadas se ha consignado el derecho sino después del hecho. Los reformistas, 
que Jesucristo era verdadero demócrata y que predicaba la fraternidad al género humano. 
Sus opositores, que están conformes con las doctrinas del divino maestro, mas que también 
recuerdan previno a sus discípulos dar a Dios lo que es de Dios y al César lo que es del 
César… Otros argumentos de igual peso se han dejado oír en la tribuna… Noto, señores, 
que en el mismo seno de la Comisión se han ideado cuatro maneras distintas de resolver 
la cuestión que ocupa: la. Consignar el hecho de que la religión mexicana es la católica, 
apostólica, romana, suprimiendo la exclusión que de cualquiera otro culto hacía la Carta 
de 1824, 2ª. Omitir todo artículo relativo a la religión. 3ª. Proclamar el principio y dejar 
su aplicación a las legislaturas de los Estados. 4ª. Introducir la reforma como la consulta 
el artículo que está a discusión.247

En la sesión de 29 de julio de 1856 se inició el debate sobre el artículo 15 del 
proyecto de Constitución. Francisco Zarco, en esa fecha, hizo constar que la 

246 Ibidem, p. 610.
247 Zarco, op. cit., p. 680.
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ha campeado en los discursos de todos los oradores, y su sinceridad es la mejor justifica­
ción de Congreso. Sólo la discusión de materia tan importante es un triunfo de los buenos 
principios. En vano los reaccionarios se empeñaron en buscar gentes que fueran a insultar 
a los representantes del pueblo, en vano quisieron extraviar al bello sexo y hacerlo cometer 
un acto indigno de su decoro. Estas intrigas fueron vistas con desprecio. Si bien el pú­
blico de vez en cuando parecía agitado, y al principio unos cuantos quisieron extraviarlo, 
después dio pruebas de circunspección, guardó el mayor orden, no hubo más que seseos 
que reprimía la dignidad de los demás, y los aplausos que más tarde estallaron fueron 
enteramente espontáneos. Asegurarse puede que muchos de los que iban con un ánimo 
hostil se desengañaron de que iban a una asamblea de heresiarcas y allí cambiaron de 
opinión. Y para conservar el orden no había guardia, ni precauciones represivas, ni agentes 
de policía. Esto debe decirse en honor de un público que ha burlado las torpes intrigas de 
los enemigos de la libertad.248

En las controversias que ocurrieron entre el 29 de julio y el 5 de agosto de 1856, 
se expusieron los más variados puntos de vista: los de Ignacio Ramírez, José María 
Mata y otros liberales mostraron, hasta la evidencia, los propósitos del grupo reformista; 
Lafragua y Luis de la Rosa, entre los moderados, representaron el papel de los tran­
saccionistas tan grato a los conservadores y al gobierno de Comonfort. Al redactar lo 
ocurrido el 5 de agosto Zarco apuntó lo siguiente: 

Terminó el debate sobre el artículo 15 del proyecto de Constitución. Se aprobó una propo­
sición del señor Anaya Hermosillo a fin de que, en cuanto hubieran hablado los señores 
que tenían pedida la palabra, se preguntase si el punto estaba suficientemente discutido. 
Se notaba ya cierto deseo de llegar a la votación. Estaban presentes los señores ministros 
de Relaciones, de Justicia y de Gobernación. El número de diputados llegaba a 110. Se 
veía a algunos de los que muy rara vez se sirven asistir a las sesiones; la concurrencia de 
las galerías era inmensa y todo parecía anunciar que llegarían a un resultado definitivo. 
No fue así y la cuestión quedó aplazada para más tarde.249 

Esta frase “más tarde”, tuvo realidad casi seis meses después. El 26 de enero de 
1857, como ya se indicó, el artículo 15 fue desechado por una gran mayoría de diputados 
(57 contra 22), y con este motivo Ponciano Arriaga pronunció, en la mencionada fecha, 
una oración en la que propuso la conocida adición al texto constitucional y expresó 
serias reflexiones sobre las consecuencias del acuerdo adoptado sobre el artículo 15. 
He aquí los juicios más importantes de su documento:250

1. “He manifestado ya al Soberano Congreso, que a pesar de la muy respetable opinión de 
los señores diputados que componen la mayoría de la comisión de Constitución, no estoy 
conforme con que el punto religioso que tiene tan íntimo enlace con el estado del clero y 
del culto quedase omiso en el Código fundamental. Esta omisión, si es que no me equi­

248 Ibidem, p. 548.
249 Ibidem, p. 679.
250 Ibidem, pp. 1220 y ss.
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anarquía, desmentirá la franqueza y la buena fe con que el Partido Liberal ha tocado todas 
las cuestiones sociales de la más alta importancia y acabará de quitar a la Constitución 
todo el prestigio que pudiera tener… Para quien conozca la invariable política de la Curia 
romana, para quien haya estudiado la historia de su habilidad y de su astucia en la con­
quista de la potestad temporal, para quien sepa que aquel que en un tiempo suplicaba con 
toda sumisión y reverencia que la potestad civil se dignase dar su permiso y su mandato 
a fin de que pudiese celebrar un concilio episcopal dentro del territorio de la Italia, era, 
moralmente hablando, el mismo que a pocos años escribía a la potestad civil: queremos 
convocar un nuevo concilio en Constantinopla, será fácil comprender una omisión de la 
ley fundamental en tan interesante materia dejará desmantelados, indefensos y sin recurso 
legal a los poderes de la nación para proveer a su seguridad y sostener los derechos de su 
soberanía...”.
2. “Nosotros, que hemos recibido la funesta herencia de los tiempos coloniales, que tenemos 
como vigentes las leyes pontificias, las conciliares y todas las canónicas; nosotros que todo 
el tiempo de nuestra vida política no hemos podido obtener de la corte de Roma ni siquiera 
un concordato; nosotros que, sea por la flaqueza o vacilación del actual gobierno, sea por la 
falta de uniformidad de nuestros pensamientos políticos, sea porque la opinión nacional no 
está preparada para la primera y más trascendental reforma, sea, en fin, porque nos hemos 
exagerado la ignorancia y las supersticiones del pueblo, hemos sido vencidos y derrotados 
al proponer la libertad de cultos como un medio de corregir los abusos de nuestro clero, 
si no con la mano de la autoridad, por lo menos con la competencia y el influjo moral de 
la opinión; nosotros ahora, ¿deberemos dejar este punto al acaso, abandonarlo a todas las 
contingencias de la duda, resolverlo con el silencio, depositarlo en la oscuridad y el silen­
cio del vacío? …Cuando esté publicada nuestra Constitución con tan esencial y enorme 
defecto, cualquiera preguntará… ¿Puede, debe intervenir la potestad civil en las materias 
de culto, de disciplina, de jurisdicción, de diezmos, de obvenciones y otras innumerables 
que resultan del derecho canónico, derecho que autorizan nuestras antiguas leyes, que se 
estudia en los colegios nacionales, que se aplica como las leyes civiles, y que tiene sus 
tribunales, sus potestades y principados? Y, si puede y debe la potestad civil intervenir en 
todo esto, porque es la legítima, la soberana, ¿a qué poder está confiada la intervención, 
pues que son diferentes los que ejercen las facultades de la soberanía?… ¿Al Congreso? 
¿Al Ejecutivo? ¿Al Poder Judicial? ¡Punto omiso! ¡La Constitución nada dice sobre esto! 
La Constitución guarda silencio, y pues que los poderes de la Unión no pueden ejercer 
otras atribuciones que las que expresa y terminantemente les están señaladas en el Código 
fundamental, es claro, es lógico, que el poder civil del país, que el poder soberano de la 
nación nada absolutamente, nada puede hacer en negocios eclesiásticos…”.
3. “Pero no busquemos ya la solución de la dificultad presente en las historias y tradiciones 
de otros pueblos... Pensemos al menos en lo que particularmente nos concierne; pensemos 
con juicio y con prudencia en nuestras presentes circunstancias. ¿Quién no ha visto que 
todas las agitaciones sediciosas promovidas desde que comenzaron a desarrollarse los 
principios del Plan de Ayutla, han invocado el nombre de la religión, tomando su defensa 
como motivo o como pretexto para ensangrentar a la República? ¿Quién no recuerda que 
en todos los planes de los facciosos estaba y está escrita con perfidia y mentira la palabra 
religión, y en todas sus banderas y en todos sus uniformes hipócritamente estampado el 
signo de la cruz? ¿Quién no sabe que todos los prelados de la iglesia mexicana... han hecho 
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de sus fueros o de sus bienes materiales? ¿Quién ignora que los más cándidos y cristianos 
pueblos de la nación han sido conmovidos, exaltados, llevados al matadero a la voz de 
curas perversos, de clérigos y frailes inmorales, de indignos sacerdotes que han explotado 
el fanatismo de nuestros infelices hermanos? ¿Quién puede haber echado en olvido las 
últimas y horribles matanzas de los dos sitios de Puebla, en cuyas trincheras se predicaba 
sacrílegamente que los rebeldes contra la autoridad constituida eran mártires que morían 
por la causa de Dios y se besaban los pies de los cadáveres y se ponían sobre los altares de 
Cristo, a manera de reliquias santas, las bandas y espadas de los caudillos de la rebelión 
todavía humeantes con la sangre de sus compatriotas, y conducidas procesionalmente nada 
menos que por las señoras o por las mujeres que, como una protesta, o más bien como una 
amenaza, todavía llevan consigo el memorable anillo de plata con la inscripción fatídica…?”
4. “Y cuando están pasando a nuestra vista todos estos hechos, cuando en San Luis Potosí 
y en la Sierra Gorda y en Toluca y en Maravatío hemos visto las huestes reaccionarias; 
cuando la República está conmovida y estremeciéndose a cada instante por el mismo motivo, 
por el mismo pretexto; cuando el espíritu y la palabra de la reacción es idéntico en todas 
partes y están vivas y palpitantes las dificultades que el mal clero de la nación ha levantado 
contra las más capitales reformas del Plan de Ayutla; ¿entonces, señores, es cuando la 
Constitución... esquiva estas dificultades, huye el cuerpo a tan arduas emergencias, guarda 
silencio sobre todo punto religioso y de culto, y hace punto omiso de lo que ha puesto en 
desecha tempestad y a pique de zozobrar la nave del Estado?...”
5. “Débil y sin hacienda y sin administración y sin brújula nuestro gobierno… ¿qué será 
del país, si se propaga y extiende insensiblemente la propaganda indignamente llamada 
religiosa, si se organizan sus elementos, si se alza una armada contra las libertades mexi­
canas, si por todas partes se repiten las escenas de Puebla, si se predican sacrilegios y se 
lanzan excomuniones y pide su pasaporte el Nuncio apostólico, y tocan entredichos, etc. 
etc., etc.? ¿Con qué apoyos cuenta el gobierno para defenderse?…”
6. “¿Debemos, en fin, transigir, atemperarnos, moderarnos, para decir de una vez esta pa­
labra que todo lo significa entre nosotros?… Señor, el poder militar y el poder eclesiástico, 
siempre que salen de su esfera legítima, han sido por espacio de muchos siglos los enemigos 
naturales de la libertad…”.251

Las contundentes palabras de Arriaga sólo llegaron, en conclusión, a proponer la adición 
contenida en el ya mencionado artículo 123 constitucional, y fue aprobada, contra lo que 
podría suponerse, sin mayor dificultad. Francisco Zarco hizo, sobre el particular, el co­
mentario definitivo: “Tan breve debate, tan considerable mayoría —la adición, como se 
indicó antes, fue aprobada por 82 votos contra 4—, son la mejor prueba de que no se ha 
conquistado ningún principio importante. Las relaciones entre la Iglesia y el Estado 
quedan como antes, es decir, subsisten la lucha y la controversia entre los poderes”.252

En el acto oficial de la sesión de 24 de enero de 1857, donde se trató el problema 
relativo a la adquisición de bienes por corporaciones civiles y eclesiásticas, consta 
que se presentó una adición en los términos que siguen: “Ninguna corporación, civil o 
eclesiástica, cualquiera que sea su carácter, denominación u objeto, tendrá capacidad 

251 Ibidem, pp. 1220-1224.
252 Ibidem, p. 1225.
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cepción de los edificios destinados inmediata y directamente al servicio u objeto de la 
institución”.253 El texto, después de discutido, se aprobó por 76 votos. Francisco Zarco 
relata el mismo hecho, del siguiente modo: “La Comisión de Constitución presentó un 
artículo declarando que ninguna corporación civil o eclesiástica tiene capacidad para 
adquirir ni administrar bienes raíces, excepto los edificios destinados directamente al 
objeto de la institución”.254 José María Mata —anotó Zarco—, fundamentó brevemente 
la propuesta de la comisión, “recordando que este gran principio social, conquistado 
por la ley de desamortización, ha sido ya plena y solemnemente aceptado por el Con­
greso, cuando por una considerable mayoría aprobó dicha ley. Añade que la comisión 
ha creído conveniente elevar este principio a precepto constitucional. El artículo fue 
aprobado por 76 votos contra 3. Al anunciarse este resultado hay visibles señales  
de aprobación en el salón y en las galerías”.255 En la Crónica del Congreso Constitu-
yente, Zarco expresó exactamente lo mismo que aparece en su Historia.256 Es decir, 
ante la ausencia de una declaración en el proyecto de la comisión, el Congreso decidió 
agregar un texto que incorporase con rango constitucional, los principios contenidos 
en la ley de desamortización de 25 de junio de 1856. La norma definitiva apareció en 
la segunda parte del artículo 27 de la Constitución de 1857: “Ninguna corporación 
civil o eclesiástica, cualquiera que sea su carácter, denominación u objeto, tendrá ca­
pacidad legal para adquirir en propiedad o administrar por sí los bienes raíces, con la 
única excepción (sic) de los edificios destinados inmediata y directamente al servicio 
del objeto de la institución”.

No se ampliarán aquí los comentarios ya anotados. El problema de los bienes ecle­
siásticos fue tratado con alguna extensión en los capítulos precedentes. Sin embargo, 
sería útil recordar las palabras de un especialista en derecho constitucional, quien, al 
tratar de la Ley Lerdo, observó: 

La historia del país nos refiere que el clero respondió a este acto… con los pronunciamientos 
de Puebla y con el famoso golpe de Estado de 1857, tratando de derrocar la Constitución 
y las leyes de desamortización por medio de un motín militar. En nuestra misma historia 
encontramos siempre al clero, desde antes de aquella fecha, oponiéndose a toda idea liberal, 
a todo progreso de la nación. La intolerancia religiosa; el monopolio de la usura, disfrazada 
con el corto rédito para que nadie pudiese con la Iglesia en la imposición de capitales; su 
influencia decisiva en el poder público, apoderándose del jefe Ejecutivo; su participación 
en las cámaras legislativas, su invasión del Poder Judicial por medio del fuero, hacían del 
clero la más poderosa clase de la nación, sin que ésta pudiese marchar en el camino de la 
prosperidad. Exigente e imprevisora, la Iglesia mexicana no se conformó con los principios 
de la Constitución de 1857 cuando ésta no se atrevió a proclamar la tolerancia religiosa, y 
cuando en materia de bienes eclesiásticos dejaba al clero en censo consignativo los cuantio­
sos capitales, precio de las antiguas propiedades raíces que constituían la mano muerta.257

253 Actas Oficiales…, op. cit., p. 606.
254 Zarco, Historia..., op. cit., p. 1213.
255 Ibidem, p. 1213.
256 Zarco, Crónica..., op. cit., p. 902.
257 Eduardo Ruiz, Curso de Derecho Constitucional y Administrativo, México, 1888, tomo I, p. 263.
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incluir, en la Constitución, el artículo 27; sin embargo, las leyes de desamortización 
no satisficieron las necesidades del país. Fue necesario que los reformistas decretaran, 
el 2 de julio de 1859, la supresión de los conventos, la devolución al dominio de la 
nación de los bienes que el clero regular y secular administraban y la independencia 
del Estado respecto de la Iglesia, para convertir en hechos los propósitos del pensa­
miento liberal. Las razones para ordenar el mandato de 12 de julio aparecen tanto en 
la circular que don Manuel Ruiz, ministro de Justicia, Negocios Eclesiásticos e Ins­
trucción Pública, anexó a la ley sobre nacionalización, cuanto en las consideraciones 
del mismo decreto. En la primera se hizo una minuciosa relación de las actividades 
políticas del clero y se subrayó nuevamente la diferencia, sostenida por los liberales, 
entre clericalismo y creencias religiosas; se mostró gran respeto por estas últimas y se 
combatió con energía el sector político de la Iglesia. Después de exhibir los grandes 
daños derivados de las revueltas clericales. Ruiz agregó en una parte de su documento 
las consideraciones siguientes: 

De todos estos males terribles, de todos estos fúnebres sucesos, que no han permitido la 
estabilidad de ningún gobierno, que han empobrecido y empeñado a la nación, que la han 
detenido en el camino de su progreso, y que más de una vez la han humillado ante las na­
ciones del mundo, hay un responsable, y este responsable es el clero de la República. Él ha 
fomentado este constante malestar con el gran elemento de los tesoros que la sociedad confió 
a su cuidado, y que ha malversado en la serie de tantos años, con el fin de sobreponerse 
y aun de oprimir a la nación y a los legítimos depositarios de su poder. Así de inquieto, 
constantemente ha maquinado a favor de los privilegios, porque ha contado con recursos 
suficientes para premiar la traición y el perjurio, para sostener la fuerza armada y seducir 
a algunos miserables que se han dado a sí mismos el derecho de gobernar a la República. 
Es, pues, evidente y de todo punto incuestionable, que cegando la fuente de los males, 
éstos desaparecerán, como desaparece el efecto luego que cesa la causa que lo produce. 
Cuando el clero, siguiendo las huellas de su Divino Maestro, no tenga en sus manos los 
tesoros de que ha sido tan mal depositario; cuando por su conducta evangélica tenga que 
distinguirse en la sociedad, entonces y sólo entonces imitará las virtudes de Aquél y será 
lo que conforme a su elevado carácter debe ser; es decir, el padre de los creyentes y la 
personificación de la Providencia en la tierra.258

Con el decreto del presidente Juárez se concluyó la antigua historia del “patronato” 
y se ejecutó uno de los capítulos básicos del programa liberal que en el Congreso de 
1856 se limitó al alcance de las leyes de desamortización. El artículo 27 de la Cons­
titución fue adicionado, el 25 de septiembre de 1873, con este párrafo: “Ninguna ins­
titución religiosa puede adquirir bienes raíces ni capitales impuestos sobre éstos, con 
la sola excepción establecida en el artículo 27 de la Constitución”. Del mismo modo 
que el primer párrafo de la segunda parte del artículo —comentó Eduardo Ruiz—, fue 
agregado durante el debate del proyecto de constitución para dar vigencia constitucio­

258 Eduardo Ruiz, Leyes de Reforma, México, 1947, pp. 100 y 101.
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hacer constitucionales los ordenamientos en materia de nacionalización proclamados 
en la ley de 12 de julio. Fue indispensable que el clero, con base en el Plan de Tacu­
baya, intentara la derogación de la obra del constituyente, para que los liberales de la 
Reforma declararan la nacionalización de los bienes eclesiásticos y el hecho de que 
“dilapidando… los caudales que los fieles le habían confiado para objetos piadosos, 
los invirtiera en la destrucción general, sosteniendo y ensangrentando cada día más la 
lucha fratricida que promovió en desconocimiento de la autoridad legítima, y negando 
que la República puede constituirse como mejor crea que a ella convenga”.259

Las concesiones y derrotas de los liberales no amilanaron a los espíritus más aler­
tas. Con fe y razones enfrentaron y desecharon el singular proyecto de Castañeda, para 
restablecer la Constitución de 1824 y el sistemático “sabotaje” de los ausentes en las 
sesiones.260 Lo mismo ocurrió en el caso de las garantías del procesado, asunto este que 
puso frente a frente la tradición inquisitorial y los derechos del hombre.

Los problemas de la propiedad agraria y del trabajo quedaron pendientes. No es 
que el liberalismo los haya ignorado; por lo contrario, se estudiaron y se intentó so­
lucionarlos; pero las circunstancias políticas acallaron a los ideólogos más audaces. 
La situación de los trabajadores en los obrajes y las manufacturas permaneció ajena a 
la literatura manejada por la mayoría de los hombres de la época, afanados en apoyar 
las ideas del clásico “dejar hacer, dejar pasar”. Esta cómoda tesis, que mantendría la 
desigual distribución de las riquezas heredada de la colonia, fue vivamente objetada 
por Ponciano Arriaga, Isidoro Olvera y José María Castillo Velazco en la sesión de 23 
de junio de 1856, al tratarse del derecho de propiedad. En el documento que contiene 
el voto particular de Arriaga se encuentran juicios que merecen especial meditación:

Mientras que pocos individuos están en posesión de inmensos e incultos terrenos, que 
podrían dar subsistencia para muchos millones de hombres, un pueblo numeroso, crecida 
mayoría de ciudadanos, gime en la más horrenda pobreza, sin propiedad, sin hogar, sin 
industria ni trabajo. Ese pueblo no puede ser libre ni republicano, y mucho menos ventu­
roso, por más que cien constituciones y millares de leyes proclamen derechos abstractos, 
teorías bellísimas, pero impracticables, en consecuencia del absurdo sistema económico. 
Poseedores de tierras hay en la República Mexicana, que, en fincas de campo o haciendas 
rústicas, ocupan... una superficie de tierra mayor que la que tienen nuestros estados so­
beranos, y aún más dilatada que la que alcanzan alguna o algunas naciones de Europa.261

Con mucha razón Ponciano Arriaga destacó en su célebre voto que las condiciones 
miserables en el campo mexicano incuban la desintegración de las comunidades y ori­

259 Ibidem, p. 110.
260 Sobre el restablecimiento de la Constitución de 1824, véanse las páginas 35, 39, 44, 461-469, 818-830 y 

1296 de la Historia, de Zarco, y los comentarios de Rabasa en la Constitución..., op. cit., pp. 75-79. En relación con 
el problema del ausentismo de los diputados conviene consultar a Rabasa, Ibidem, pp. 49 y ss., y Antonio Martínez 
Báez, “Las ideas jurídicas en el Congreso Constituyente de 1856-1857”, en El Liberalismo y la Reforma en México, 
pp. 574 y ss.

261 Zarco, op. cit., pp. 387 y 388.
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Arriaga denunció: “Cuando no se lanzan al camino del robo y de la perdición… viven 
bajo el yugo del monopolista, que, o los condena a la miseria, o les impone condiciones 
exorbitantes”. Luego se preguntó: “¿Cómo se puede racionalmente concebir ni esperar 
que tales infelices salgan alguna vez, por las vías legales, de la esfera de colonias 
abyectas y se conviertan por las mágicas palabras de una ley escrita en ciudadanos 
libres, que conozcan y defiendan la dignidad e importancia de sus derechos?”262

Miseria y democracia son términos antagónicos. Los liberales no podían concebir 
el progreso de la patria sin que se adoptaran medidas orientadas a realizar la justicia 
social tal y como lo pedía la generación de Morelos desde la época de la insurgencia. 
Arriaga insistía en la necesidad urgente de atender, al lado del orden intelectual de la 
sociedad, también el orden material. “Se proclaman las ideas y se olvidan las cosas... 
No divagamos en la discusión de derechos y ponemos aparte los hechos positivos. La 
Constitución debiera ser la ley de la tierra; pero no se constituye ni se examina el estado 
de la tierra”.263 El equilibrio entre los principios proclamados en la Constitución y las 
providencias que habrían de asegurar la práctica de las normas adoptadas, constituyen 
la esencia de la doctrina liberal más avanzada. No sería suficiente, como lo habían 
creído, la mera declaración de los derechos del hombre; era indispensable, además, 
establecer un “orden material” propicio al ejercicio de esos derechos; de este modo se 
lograría, en la historia mexicana, una auténtica vida social democrática y republicana. 

De la más acertada combinación de ambos (el orden material y el intelectual) —asegu­
raba Arriaga— debe resultar la armonía que se busca como el principio de la verdad en 
todas las cosas. Si exclusivamente nos ocupamos de la discusión de principios políticos 
adelantaremos mucho ciertamente, porque demostraremos que son injustos y contrarios a 
la naturaleza del hombre todos los obstáculos que, como un derecho, se han opuesto a la 
igualdad y a la libertad, pero no habremos andado sino la mitad del camino y la obra no 
será perfecta mientras tanto no quede expedita la actividad humana en todo lo que interesa 
a la vida material de los pueblos.264 

Las palabras de Ponciano Arriaga tienen vigencia universal. 

Lo hemos visto y lo seguiremos viendo, si no se piensa en transformar de alguna manera 
las condiciones del bienestar físico de nuestros conciudadanos. El esfuerzo de la educación, 
es decir, la proclamación de los derechos para los hombres de la era contemporánea, ha 
bastado para hacerlos ilustrados y aun sabios, si se quiere; pero no ha servido para darles 
capitales ni materias. Se han hecho abogados y médicos sin clientela, agricultores sin 
hacienda, ingenieros y geógrafos sin canales ni caminos, artesanos muy hábiles, pero sin recur­
sos. La sociedad, en su parte material, se ha quedado la misma; la tierra en pocas manos; 
los capitales acumulados; la circulación, estancada.265

262 Ibidem, p. 338.
263 Idem.
264 Idem.
265 Ibidem, pp. 388 y 389.
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va más allá y forma entre los antecedentes de una doctrina reconocida ahora por la 
mayor parte de los países del mundo: la del equilibrio entre el desarrollo social y eco­
nómico. Las Naciones Unidas se han ocupado de esclarecer el concepto de desarrollo 
equilibrado, al señalar que “significa claramente, para la mayoría de aquellos que se 
valen de la expresión, el establecimiento de una relación adecuada entre los factores 
económicos y los sociales en la que se le da merecida atención a cada campo o sector 
de desarrollo dentro del todo”, sin olvidar que 

no cabe concebir el equilibrio en el sentido de que deba concederse igual importancia a 
cada uno de los sectores o programas económicos y sociales, como por ejemplo asignando 
fondos iguales a cada uno. También queda descontada la idea de resolver todos los pro­
blemas económicos y sociales a la vez; esto reñiría con el principio de programación y 
escalonamiento de los planes de fomento, y además sería excesivamente costoso, si bien 
es indispensable, examinar simultáneamente todos los factores que intervienen aun cuando 
no puedan adoptarse medidas sobre todos ellos a la vez.266

Resulta evidente, así, que el desenvolvimiento del hombre es incompatible con una 
injusta realidad social. Por esto los liberales deseaban que el Congreso asumiera plena 
responsabilidad en tales materias. “Y yo no digo, señor —agregaba Arriaga—, que mis 
proposiciones envuelvan toda la fecundidad y trascendencia del sistema general que 
propone y demuestra el autor citado (se refería a Ramón de la Sagra), ni mucho menos 
que resuelven todas las cuestiones que entraña ese mismo sistema (antes había decla­
rado que el sistema económico de la sociedad mexicana no satisfacía las condiciones 
de la vida material de los pueblos). No soy tan presuntuoso. Lo único que digo es que 
el grave asunto de la situación económica de nuestra sociedad debe merecer la atención 
y el estudio de los legisladores del país...”.267 Las proposiciones que Arriaga presentó a 
la asamblea tendían a impedir la propiedad de tierras ociosas en manos de los grandes 
latifundistas de la época, y a estimular la producción agropecuaria.

En la ya mencionada reunión de 7 de julio de 1856 y en el discurso de Ignacio 
Ramírez sobre el proyecto de Constitución, en el que tocó el problema de la tolerancia 
de cultos, se habló también de la situación social que prevalecía en las zonas rurales. 
Ramírez dijo lo siguiente: 

El más grave de los cargos que hago a la comisión es el de haber conservado la servidumbre 
de los jornaleros. El jornalero es un hombre que a fuerza de penas y continuos trabajos 
arranca de la tierra, ya la espiga que alimenta, ya la seda y el oro que engalanan a los 
pueblos. En su mano creadora el rudo instrumento se convierte en máquina y la informe 
piedra en magníficos palacios. Las invenciones prodigiosas de la industria se deben a un 
reducido número de sabios y a millones de jornaleros: dondequiera que exista un valor, allí 
se encuentra la efigie soberana del trabajo.268 

266 Naciones Unidas, Informe sobre la situación social en el mundo, Nueva York, 1961, pp. 22 y ss.
267 Zarco, Historia..., op. cit., p. 402.
268 Ibidem, p. 470.
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ciencia política. 

Así es que el grande, el verdadero problema social, es emancipar a los jornaleros de los 
capitalistas: la resolución es muy sencilla y se reduce a convertir el capital en trabajo. 
Esta operación exigida imperiosamente por la justicia, asegurará al jornalero no solamente 
el salario que conviene a su subsistencia, sino un derecho de dividir proporcionalmente 
las ganadas con todo empresario. La escuela económica tiene razón al proclamar que el 
capital en numerario debe producir un rédito como el capital en efectos mercantiles o 
en bienes raíces; los economistas completarán su obra, adelantándose a las aspiraciones 
del socialismo, el día que concedan los derechos incuestionables a un rédito al capital 
trabajo. Sabios economistas de la comisión: en vano proclamaréis la soberanía del pueblo 
mientras privéis a cada jornalero de todo el fruto de su trabajo y lo obliguéis a comerse su 
capital y le pongáis en cambio una ridícula corona sobre la frente. Mientras el trabajador 
consuma sus fondos bajo la forma de salario y ceda sus rentas con todas las utilidades de 
la empresa al socio capitalista, la caja de ahorros es una ilusión, el banco del pueblo es 
una metáfora, el inmediato productor de todas las riquezas no disfrutará de ningún crédito 
mercantil en el mercado, no podrá ejercer los derechos de ciudadano, no podrá instruirse, 
no podrá educar a su familia, perecerá de miseria en su vejez y en sus enfermedades. En 
esta falta de elementos sociales encontraréis el verdadero secreto de que vuestro sistema 
municipal es una quimera...269 

Otros diputados, como Castillo Velasco, expresaron su conformidad con las ideas 
expuestas con Ramírez “en cuanto a la necesidad de grandes reformas sociales”.270

Las proposiciones de Arriaga y Ramírez no encontraron eco favorable en la votación 
y las garantías sociales del trabajador y del campesino quedaron pendientes. La gene­
ración de 1910 recogió el mensaje de los liberales y lo transformó en sólida institución 
jurídica al aprobar, en 1917, los artículos 27 y 123 de la Constitución vigente. En la de 
1857 sólo se resolvieron los problemas de la desamortización de los bienes eclesiásticos 
y se garantizó la libertad del trabajo en los artículos 4º y 5º.271

El peso de los moderados y las amenazas de los conservadores no detuvieron el 
programa liberal. Junto con el reconocimiento de las libertades de enseñanza, tra­
bajo, manifestación de las ideas, asociación y residencia, el Constituyente abolió los 
títulos de nobleza, las prerrogativas y honores hereditarios y toda clase de fueros y 
privilegios especiales; se exceptuaron, en el ramo militar, los delitos y faltas contra 
la disciplina castrense.

El 31 de enero de 1857 se aprobó la minuta de la Constitución; el 3 de febrero se 
acordó que el Presidente de la República jurara la Constitución el 5 del mismo mes. 
En este día en solemne sesión y después de firmar el documento, se dio lectura al ya 
comentado Manifiesto del Congreso a la Nación. El 17 de febrero se clausuraron las 

269 Zarco, Historia..., op. cit., pp. 470 y 471.
270 Ibidem, p. 471.
271 Las ideas de Ignacio Ramírez sobre el trabajo y los salarios pueden consultarse en Obras completas, México, 

1960, tomo I. p. 309, y tomo II, p. 113.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/5DLBGC

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



La
s l

uc
ha

s i
de

ol
óg

ica
s e

n 
el 

sig
lo

 x
ix

 y 
la 

Co
ns

tit
uc

ió
n 

de
 1

85
7sesiones del Constituyente: el Presidente de la República pronunció un discurso, que 

fue contestado por el diputado Guzmán en funciones del presidente del Congreso.
El enfrentamiento de los liberales y los conservadores, a pesar del juego tímido y 

confuso de los moderados, aportó un saldo favorable a los primeros. La obra del Constitu­
yente de 1856 marcó un avance fundamental en las instituciones del país y creó, a la vez, 
algunos de los instrumentos indispensables para iniciar la reforma de las tradicionales 
estructuras económicas y sociales que impedían el desarrollo del país. La revolución 
mexicana de Ayutla cristalizó en la Constitución de 1857, y ésta fue la base en que se 
apoyó el gobierno de Benito Juárez para promulgar las leyes que separaron, en definitiva, 
la vida civil y la religiosa, vigorizando el influjo del Estado como guía primordial de los 
destinos nacionales. Las instituciones liberales, como lo aseveró la generación de Ayutla, 
eran las únicas que, en las circunstancias de la época, podían asegurar el cambio social, 
dominar a los enemigos del progreso y ofrecer a los ciudadanos una perspectiva moderna 
de la vida, en contraste con la pobreza de ideales de la filosofía conservadora.

La Constitución de 1857 no resolvió por sí misma la grave crisis legada por la Colo­
nia; pero en su calidad de resumen de las aspiraciones de un país decidido a encontrar 
una fórmula de integración nacional, significó la primera etapa de una lucha por la 
libertad que, años adelante, fructificaría en bien de la comunidad. Las fuerzas del clero 
y el militarismo fueron importantes para derogar el programa de los liberales. El fin del 
Segundo Imperio, en 1867, reafirmó los postulados mantenidos por la generación de 
la Reforma durante los debates del Congreso de 1856-1857. Es cierto lo que anotara 
Porfirio Parra: “México tuvo desde el 5 de febrero de 1857 un código fundamental 
que elevaba el carácter de leyes supremas los principios del credo democrático, del 
federalismo y las aspiraciones del partido liberal”.272 Ya no fue posible el retroceso. El 
partido tradicionalista aniquiló sus recursos económicos y humanos durante los frustra­
dos intentos por volver a las formas coloniales. Desde entonces el pueblo, armado con 
una nueva conciencia del futuro, asumió como propio el modelo liberal del siglo xix. 
Sobre la base de este precedente, se entregó a la tarea de construir una sociedad ajena 
a la violencia y propicia para una vida justa y generosa de los hombres. El Congreso 
Constituyente, como lo expresara León Guzmán al contestar las palabras del Presidente 
de la República en el acto de jurar la Constitución de 1857, no podía “lisonjearse con 
la idea de que su obra sea en todo perfecta. Bien sabe… que nunca lo fueron las obras 
de los hombres. Sin embargo, cree haber conquistado principios de vital importancia, 
y deja abierta una puerta amplísima para que los hombres que nos sigan puedan desa­
rrollar hasta su último término la justa libertad”. Esta fue la tarea de Benito Juárez, y 
después la que emprendieron los mexicanos desde la rebelión de 1910.

 

272 Parra, op. cit., p. 115.
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